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Introducción 

En el presente trabajo nos proponemos realizar un análisis comparativo en torno 
a las formas en que las legislaciones nacionales de Argentina, Uruguay, Paraguay, 
Bolivia y Chile se fueron modificando como consecuencia de las transformaciones 
en la normativa internacional relativa a derechos humanos, discriminación, racismo 
y xenofobia, entre otras cuestiones. En particular, centraremos nuestro análisis en 
el estudio de la legislación orientada hacia el colectivo afrodescendiente, así como 
también de las políticas públicas implementadas por los estados, los organismos 
gubernamentales y los planes de acción impulsados a efectos de avanzar en el 
reconocimiento de los derechos de este colectivo, utilizando como marco temporal 
el período 1990-2009.

Consideramos que este estudio resulta relevante en la medida en que pretende 
constituir un aporte para la visibilización, el reconocimiento y el afianzamiento de los 
derechos de las poblaciones afrodescendientes, en un marco de pluralidad étnico-
cultural basado en la equidad y la inclusión.

Para acercarnos a la realidad de este colectivo, debemos comprender que la 
presencia actual de los afrodescendientes en América constituye una herencia visible 
de la gran importancia histórica que la población negra tuvo en este continente a lo 
largo de siglos. En efecto, los negros esclavizados desempeñaron un papel de gran 
relevancia para el ordenamiento socioeconómico durante la colonia y los primeros 
años del período republicano. En este sentido, se estima que entre los primeros 
años del siglo XVI y la abolición de la esclavitud en Brasil (último país americano en 
decretarla) llegaron al continente, aproximadamente, entre 20 y 40 millones –según 
los registros que se consideren– de esclavizados traídos desde distintos puntos del 
África. Particularmente en Sudamérica, ellos fueron destinados al trabajo en las 
minas, ubicadas en el actual territorio de Bolivia y Perú, y en las plantaciones de 
azúcar, algodón, café y coca, entre otras, existentes en los ricos valles andinos y la 
costa caribeña. También fueron designados para realizar tareas rurales como peones, 
sirvientes domésticos y artesanos en las ciudades del Virreinato.

Su importancia económica se tornó central en aquellos lugares en donde la mano de 
obra originaria había disminuido drásticamente como consecuencia de la conquista 
europea y las resultantes condiciones de superexplotación y maltrato que esta 
implicó para los pueblos originarios, proceso que se dio en el caso de los territorios 
del Virreinato del Río de La Plata, creado hacia el año 1776.

Es precisamente en función de la importancia económica y demográfica que 
históricamente tuvieron los esclavizados negros y sus descendientes para el 
desarrollo de la región que sorprende la muy generalizada noción respecto de una 
supuesta ausencia de este colectivo en la actualidad. En efecto, Argentina, Uruguay, 
Bolivia, Paraguay y Chile, países que aquí sometemos a estudio y que históricamente 
compartieron ciertas realidades sociales, económicas y culturales comunes por 
su pertenencia –con excepción de Chile– al Virreinato del Río de la Plata en la 
época colonial, han instalado desde la conformación de sus respectivos estados 
nacionales un discurso tendiente a la homogeneización étnico-cultural, que asume la 
construcción de la identidad nacional como el resultado de la mixtura entre los blancos 
“descendientes de los conquistadores europeos” y los indígenas americanos, negando 
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así la presencia negra. Como expresión 
de esta operación de invisibilización, 
encontramos que los registros 
censales del período independiente no 
contemplan la medición de la población 
afrodescendiente, como sí lo hacían, en 
cambio, los registros correspondientes a 
la etapa colonial.

Ahora bien, este discurso, base de la 
noción de “nacionalidad” que actuó 
como el fundamento ideológico de los 
nuevos estados, no sólo se ha instalado 
como sentido común en las distintas 
sociedades, sino que se ha expresado 
asimismo en el terreno de la legislación 
que estos estados han promovido desde 
los inicios de la etapa republicana.

En este sentido, la difusión de la idea de 
que la población negra había perecido 
casi por completo como consecuencia 
del clima, las enfermedades y su 
posterior participación en las guerras de 
independencia contribuyó a instalar la 
concepción de que no era necesario que las 
constituciones nacionales contemplaran 
el reconocimiento de sus derechos como 
colectivo específico, limitándose estas 
meramente a incorporar artículos en los 
que se declaraba abolida la esclavitud. 
Nos encontramos de esta manera con 
toda una serie de constituciones de las 
nacientes repúblicas moldeadas bajo 
concepciones liberales del derecho, de 
respeto a las libertades individuales, la 
propiedad privada y la libre expresión, 
en las que no eran contemplados los 
derechos sociales, étnicos y culturales. 

Este modelo se fue consolidando con 
el paso del tiempo, paralelamente al 
lugar social de marginación y exclusión 
que fue asignado a las comunidades 
negras y afrodescendientes, quienes 
bajo los nuevos estados independientes 
siguieron padeciendo, si bien no ya la 
esclavitud formal, condiciones de aguda 
pobreza y explotación laboral.

De hecho, podríamos establecer que, 
a grandes rasgos, esta concepción 
respecto de los derechos humanos, y la 
exclusión de su variable étnico-cultural al 
interior de las constituciones nacionales, 

se desarrolló en los diversos países en 
estudio aproximadamente hasta la década 
de los años noventa, cuando empezaron 
a operar cambios muy significativos 
respecto de los paradigmas hegemónicos 
en el derecho internacional y la inclusión 
de los diversos colectivos étnicos 
nacionales, dando como resultado el 
reconocimiento de los afrodescendientes 
por parte de los diversos estados. Estas 
transformaciones se produjeron como 
resultado de la confluencia de dos 
factores de importancia: por un lado, 
la lucha emprendida por los diferentes 
grupos nacionales de afrodescendientes 
que, a partir de 1980 aproximadamente, 
comenzó a confluir al interior de cada 
país en un movimiento en pos del 
reconocimiento de sus derechos en 
forma conjunta. Surgieron así foros de 
debate, encuentros y acciones conjuntas 
que tuvieron su corolario en la instalación 
de esta problemática en instituciones 
internacionales, como la Comisión 
Económica para América Latina y el 
Caribe (CEPAL), en el plano regional, y las 
Naciones Unidas (ONU) en general, así 
como en la firma de diversos tratados y 
convenios sobre derechos humanos. Por 
otro lado, se destaca el cambio operado a 
partir del fin de la Guerra Fría, momento 
en el que comenzó a imponerse un nuevo 
paradigma en el derecho internacional 
basado en el derecho humanitario, 
abandonándose la anterior concepción 
del Estado nacional como única fuente 
de establecimiento y garantía de los 
derechos de sus ciudadanos para pasar 
a una nueva visión que entiende que el 
derecho emana de la pertenencia a la 
humanidad. Se instaló así una concepción 
cosmopolita del derecho que dio como 
resultado una mayor permeabilidad de 
las legislaciones nacionales al derecho 
internacional, iniciándose un proceso por 
el cual cada país comenzó a adecuar sus 
textos constitucionales a la legislación 
internacional. Esto redundó en la creación 
de organismos gubernamentales, el 
desarrollo de políticas públicas y la 
puesta en práctica de planes de acción 
concretos orientados a la inclusión de 
diversos colectivos y minorías, entre 
ellos los afrodescendientes.
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En lo que respecta específicamente a 
los países en estudio, debemos destacar 
que, con excepción de ciertos casos 
muy puntuales, la gran mayoría de la 
nueva normativa incorporada apunta a 
satisfacer problemáticas más generales 
vinculadas con la discriminación, la 
xenofobia, el racismo, etc., pero no 
tiende a la inclusión del colectivo 
afrodescendiente en particular, si bien 
este ha sido indirectamente beneficiado 
a partir de estos avances legislativos.

En el plano internacional, nos 
encontramos entonces con toda una serie 
de cumbres, reuniones, declaraciones, 
tratados y demás instrumentos que no se 
limitan ya al plano de las declaraciones 
sino que avanzan en lo que respecta 
al establecimiento de plazos, metas y 
objetivos que deben ser cumplidos por 
los diversos estados parte y sectores de 
la sociedad civil. Quizás los hitos más 
relevantes en este sentido hayan sido la 
Conferencia Mundial de Durban del año 
2001 y los objetivos de desarrollo del 
milenio (ODM) de la ONU, mientras que a 
nivel regional se destaca la formación del 
Parlamento Negro en el año 2005, espacio 
organizado para coordinar políticas 
específicas para los afrodescendientes 
y elevarlas a los respectivos gobiernos 
nacionales.

A continuación analizaremos las 
medidas específicas adoptadas por 
Argentina, Bolivia, Chile, Paraguay y 
Uruguay en relación con el colectivo 
afrodescendiente a partir de la firma de los 
tratados y los convenios internacionales 
que, no obstante su carácter general, 
contemplan el reconocimiento de sus 
derechos. Estudiaremos los cambios 
constitucionales realizados, las 
leyes sancionadas y los organismos 
gubernamentales creados para abordar 
esta cuestión, y analizaremos la medición 
de este colectivo mediante censos 
nacionales o encuestas de hogares, 
elemento clave para la elaboración de 
dichas políticas. En un primer momento 
procederemos a identificar los tratados 
y los convenios firmados por los países 
considerados en el estudio entre los años 
1990 y 2009, en particular aquellos que 
hacen referencia a los afrodescendientes. 

Posteriormente mencionaremos los 
cambios legales que se produjeron en 
las legislaciones nacionales de cada 
país a lo largo del período en estudio en 
relación con este colectivo, y también 
analizaremos las características y las 
funciones de los organismos y las 
instituciones gubernamentales creados 
para la implementación de las políticas 
adoptadas. Por último, buscaremos 
reconocer en los censos o en las encuestas 
de hogares las preguntas que permitan 
identificar a los afrodescendientes, 
considerando a tal fin el último censo 
realizado en cada país.

Aspectos metodológicos

Entre los antecedentes del presente 
trabajo se destaca el Compendio 
Normativo Regional Afrodescendiente 
publicado en 2009 por Afroamérica XXI 
con el apoyo de la Comunidad Andina 
(CAN), la Comisión Europea y el Proyecto 
SociCan (Acción con la Sociedad Civil 
para la Integración Andina) (Afroamérica 
XXI, 2009). Asimismo, contamos con 
el Marco Normativo Jurídico para el 
Afrodescendiente en la Región Andina, 
patrocinado por el Proyecto SociCan 
(2009). Si bien ambos documentos 
constituyen un muy importante punto 
de partida en la medida en que compilan 
la legislación específica relativa a las 
poblaciones afrodescendientes en estas 
regiones, consideramos que el presente 
trabajo representa un aporte en la 
medida en que intenta no sólo enumerar 
la legislación existente sino profundizar 
su análisis crítico, mediante el estudio 
de la relación entre la sanción de las 
leyes y su implementación concreta, el 
análisis de los diversos instrumentos 
diseñados para alcanzar los objetivos 
establecidos, y el seguimiento de los 
avances censales en el reconocimiento 
de la variable afrodescendiente, entre 
otras cuestiones.

De esta manera, debido a la complejidad 
requerida por un estudio de estas 
características en función de la cantidad 
de unidades de estudio implicadas –las 
legislaciones de Argentina, Chile, Bolivia, 
Paraguay y Uruguay, los organismos 
gubernamentales y demás–, decidimos 
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trabajar en forma interdisciplinaria para 
poder abarcar así múltiples dimensiones 
de análisis. Este es el motivo por el cual 
nuestro equipo de trabajo fue integrado 
por investigadores provenientes de 
disciplinas diversas: la demografía, la 
historia, las relaciones internacionales 
y la comunicación, todos ellos con una 
amplia trayectoria en investigaciones de 
este tipo.

Para la realización del presente trabajo 
utilizamos diversos instrumentos 
metodológicos en función del área de 
análisis específica y de las necesidades 
planteadas por cada momento 
heurístico. De esta manera, en una 
primera etapa de relevamiento de tipo 
bibliográfico realizamos una búsqueda 
de los antecedentes legislativos en 
torno a la temática planteada, previos 
al período abordado, para analizarlos 
en consonancia con su marco histórico, 
tanto en el nivel internacional como 
en el nacional. A tal fin recurrimos a 
diversas fuentes: a través de Internet 
accedimos a las páginas oficiales de los 
distintos gobiernos y de organismos 
internacionales como la ONU; una 
agencia del sistema de Naciones Unidas, 
la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT), y la Organización de los Estados 
Americanos (OEA), cuyos datos fueron 
posteriormente corroborados mediante 
consulta a los archivos de diferentes 
legislaturas y bibliotecas. La Biblioteca 
Mayor de la Universidad Nacional de 
Córdoba (UNC), cuyo acervo bibliográfico 
es de reconocida importancia en el 
ámbito académico latinoamericano, 
nos permitió acceder a información 
histórica sobre los diferentes países en 
estudio, como así también a parte de su 
legislación.

En una segunda etapa realizamos el 
trabajo de campo, que se llevó a cabo 
en tres países, Argentina, Uruguay y 
Bolivia, debido a que estos cuentan con 
organismos gubernamentales dedicados 
a temáticas de derechos humanos 
y discriminación, como así también 
con destacadas organizaciones de 
afrodescendientes. El trabajo de campo 
incluyó la realización de entrevistas 
personales y la consulta de fuentes en 

los países anteriormente mencionados. 
En el resto de los países, la realización 
de entrevistas se llevó a cabo a través de 
Internet.

En cuanto al análisis demográfico, la 
detección y la utilización de informantes 
clave resultó fundamental para el acceso 
a los datos censales. 

La gran cantidad de información 
relevada a lo largo de estas dos etapas 
de recolección de datos nos posibilitó 
pasar al análisis hermenéutico de esa 
información, para lo cual recurrimos a 
la confección de cuadros y al análisis 
comparativo. 

Por último, dividimos el presente 
trabajo en tres partes: en la primera 
seleccionamos y describimos los 
convenios, tratados y pactos referidos 
a los derechos civiles, económicos, 
culturales, políticos y sociales de los 
afrodescendientes, identificando qué 
países de la región en estudio los 
suscribieron y qué carácter les otorgaron 
al incorporarlos a su legislación. A tal 
fin, nos basamos específicamente en la 
normativa emanada de tres organismos 
de carácter internacional: la ONU, la OIT 
y la OEA.

En la segunda parte realizamos un 
breve análisis de tipo histórico sobre la 
presencia de los afrodescendientes en 
cada uno de los países en estudio y su 
condición socio-legal a través del tiempo. 
Posteriormente, nos centramos en el 
análisis de las últimas constituciones 
nacionales y sus reformas, en los casos 
en que éstas existen, en relación con las 
temáticas vinculadas con el colectivo 
afrodescendiente, así como en el estudio 
de las diversas leyes específicas y los 
diversos organismos gubernamentales 
creados a los efectos de avanzar en el 
reconocimiento de este colectivo.

La tercera parte presenta el análisis 
demográfico. Allí se analizan los últimos 
censos y las encuestas permanentes de 
hogares con el fin de detectar si existen 
indicadores que nos permitan dar cuenta 
de la inclusión en los mismos de la 
variable afrodescendiente.
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Estructuración de la 
normativa sobre 
la protección de los derechos 
humanos y la lucha contra la 
discriminación
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El marco jurídico internacional y regional en torno 
a los derechos humanos y la discriminación
Al término de la Segunda Guerra Mundial se crearon una serie de instituciones e 
instrumentos con el fin de promover la seguridad y la paz en el mundo y, al mismo tiempo, 
reducir los focos de tensión que pudiesen ponerlas en riesgo. En primera instancia, 
como consecuencia de la conflagración bélica vivida recientemente, las medidas en 
pos del nuevo orden mundial tendieron a organizar y poner en funcionamiento a dichos 
organismos. Por ejemplo, en el nivel universal podemos mencionar a la ONU, mientras 
que en el nivel regional encontramos una diversidad de instituciones entre las que se 
destaca la OEA. También cabe reconocer la presencia de otros organismos y agencias 
de las Naciones Unidas que ya existían para esa fecha, pero que cobraron mayor fuerza 
y desarrollo a partir de la década del cincuenta, como por ejemplo la OIT. A lo largo de 
este trabajo recorreremos esta amplia gama de instituciones y organismos en los niveles 
universal y regional.

Con la instauración de la Guerra Fría estas instituciones se transformaron en foros 
para debatir las cuestiones de un mundo complejo que, bajo el orden bipolar, exhibía 
novedosas características. La entrada al escenario internacional de países de reciente 
independencia, como los asiáticos y los africanos, trajo a la mesa de discusión nuevas 
problemáticas económicas, políticas y sociales. A esto se sumó el hecho de que, en lo 
relativo al conflicto Este-Oeste, estos nuevos estados tomaron posición por uno u otro 
bloque. En este marco, las grandes potencias apoyaron la adopción de medidas que 
protegieran las sociedades civiles de estos países, favoreciendo el desarrollo económico 
y social de la población en general.

Se adoptaron entonces una serie de pactos, declaraciones y convenciones cuyo alcance, 
aunque limitado en un principio, fue tomando poco a poco mayor fuerza, a tal punto 
que, una vez concluida la Guerra Fría, estos comenzaron a ser paulatinamente aceptados 
por los estados como leyes de competencia nacional. Con la llegada del nuevo siglo 
se concretó una nueva serie de conferencias y declaraciones, que mostraron un giro 
respecto de las anteriores, ya que se plantearon proyectos con objetivos a ser cumplidos 
en el corto, mediano y largo plazo.

Nos encontramos así con dos momentos: el primero, que se extiende desde final de la 
Segunda Guerra Mundial hasta el fin de la Guerra Fría, en el cual las declaraciones, los 
convenios y los tratados tuvieron un alcance limitado debido al conflicto bipolar; y el 
segundo, que comenzó en 1990 y que se extiende hasta la actualidad, marcado por el 
compromiso directo de los estados para alcanzar los objetivos establecidos por dichas 
convenciones, declaraciones y tratados.

En la primera fase, en el marco de las Naciones Unidas se firmaron una serie de 
declaraciones y convenciones referidas a los derechos humanos en general, así como 
a mejorar la situación política, económica y social de todos los habitantes del mundo y 
evitar la discriminación en ciertos grupos o sectores, como por ejemplo los relacionados 
con los derechos de la mujer, los niños y los migrantes y sus familias.

Por otra parte, existen ciertas declaraciones emanadas de agencias dependientes de 
las Naciones Unidas, como por ejemplo la Organización de las Naciones Unidas para 
la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO). En dos de sus Conferencias Generales 
sobre Educación, Ciencia y Cultura celebradas en París en 1960 y 1978, se aprobaron 
respectivamente la Convención relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la 
Esfera de la Enseñanza1 y la Declaración sobre los Principios Fundamentales relativos 
a la Contribución de los Medios de Comunicación de Masas al Fortalecimiento de la 

1 Adoptada el 14 de diciembre 
de 1960 por la undécima 

Conferencia General de la 
UNESCO, esta Convención 

entró en vigor el 22 de mayo 
de 1962. Posteriormente, a fin 
de zanjar cualquier dificultad 

que la implementación o 
aplicación de dicha Convención 

pudiese ocasionar, el 10 de 
diciembre de 1962 se aprobó 

el Protocolo para instituir una 
Comisión de Conciliación y 

Buenos Oficios, facultada para 
resolver las controversias a 
las que pudiera dar lugar la 

Convención relativa a la Lucha 
contra las Discriminaciones en 
la Esfera de la Enseñanza, que 
entró en vigor el 24 de octubre 

de 1968.
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Fuente: Elaboración propia 
sobre la base de información 
consultada en el sitio web 
de la ONU. Disponible en: 
<www.un.org>.

Paz y la Comprensión Internacional, a la 
Promoción de los Derechos Humanos y a 
la Lucha contra el Racismo, el Apartheid y 
la Incitación a la Guerra2.

El combate al racismo y la discriminación se 
transformó en uno de los tópicos de interés 
para la UNESCO, que estableció objetivos 
para mejorar la situación de los grupos 
sometidos a estas prácticas. Fue así que 
en 1993 comenzó la Tercera Década para el 
Combate del Racismo y la Discriminación 
Racial, y su programa de acción.

En el ámbito regional, la OEA aprobó en 1969 
la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, conocida como Pacto de San 
José de Costa Rica, y en 1988 suscribió 
el Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en 

materia de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales (Protocolo de San Salvador).

El Pacto de San José de Costa Rica reconoce, 
dentro del marco de las instituciones 
democráticas, los derechos personales 
y de justicia social, complementando y 
apoyando las leyes de competencia nacional 
ya existentes. Asimismo, reglamenta y 
estructura los órganos encargados de 
la protección de los derechos políticos, 
económicos, sociales y culturales de los 
que deben gozar las personas, al mismo 
tiempo que insta a los estados miembros 
a implementar políticas públicas para 
combatir la discriminación, la xenofobia y 
el racismo. Por su parte, el Protocolo de San 
Salvador reafirma, desarrolla, perfecciona 
y protege el derecho de las personas a vivir 
en un régimen democrático, así como el 

2 Proclamada el 28 de 
noviembre de 1978 en la 
vigésima reunión de la 
Conferencia General de la 
UNESCO.

Tratado/Convenio/ 	 Resolución Nº	 Fecha 	 Fecha en que
Declaración		  de adopción	 entró en vigor

Declaración Universal 	 217 A (III)	 10 de diciembre	 12 de enero
de Derechos Humanos		  de 1948	 de 1951

Declaración sobre la 		  20 de noviembre
Eliminación de todas las 	 1904 (XVIII)	 de 1963	 - 
Formas de 
Discriminación Racial
	
Convención Internacional 
sobre la Eliminación 	 2106 A (XX)	 21 de diciembre	 4 de enero	  
de todas las Formas de		  de 1965	 de 1969
Discriminación Racial	

Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, 	 2200 A (XXI)	 16 de diciembre	 23 de enero
Sociales y Culturales		  de 1966	 de 1976

Pacto Internacional de 		  16 de diciembre	 23 de enero
Derechos Civiles 	 1514 (XV)	 de 1966	 de 1976
y Políticos
	
Convención sobre la 
Eliminación de todas las 	 A/54/4	 18 de diciembre	 3 de septiembre
Formas de Discriminación 		  de 1979	 de 1981
contra la Mujer	

Cuadro 1
Declaraciones, convenciones y pactos de la ONU. 1945-1990
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Convención/Protocolo

Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. 	 22 de noviembre de 1969	 18 de julio de 1978
“Pacto de San José de
Costa Rica”
	
Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos 
en materia de Derechos Económicos, 	 17 de noviembre de 1988	 16 de noviembre de 1999
Sociales y Culturales. “Protocolo de 
San Salvador”	

Cuadro 2
Convenciones y protocolos americanos. 1948-1990

derecho al desarrollo de sus pueblos y a 
la libre determinación sobre sus recursos 
naturales.

Por último, la OIT ha sancionado una serie 
de convenios que abarcan desde cuestiones 
más generales, como la protección de los 
derechos de todos los trabajadores, hasta 
temáticas particulares, como la protección 
de grupos específicos que por su condición 
se encuentran discriminados en relación 
con el resto de los trabajadores. Así, el 
Convenio Nº 29 estipulaba la prohibición 
del trabajo forzoso u obligatorio, aunque lo 
admitía bajo ciertas formas determinadas, 
mientras que el Convenio Nº 105 abolió 
definitivamente este tipo de prácticas. En 
cuanto a la libertad sindical, el Convenio 
Nº 87 reconoce la conformación de 
agrupaciones tanto de obreros como 
de empleadores y las reglamenta, y el 
Convenio Nº 98 permite la sindicalización 
y los convenios colectivos de trabajo. En 
lo relativo a la discriminación, el Convenio 
Nº 100 regula la condición de igualdad de 
remuneración por el mismo trabajo entre 
hombres y mujeres; el Convenio Nº 111 
define el término discriminación en el 
ámbito laboral; y el Convenio Nº 169 se 
refiere a la reglamentación laboral para 
indígenas, grupos étnicos diferenciados y 
pueblos originarios.

En la segunda etapa, que comenzó a 
principios de 1990, las declaraciones, 
los convenios y los tratados que se 
sancionaron en relación con los derechos 
humanos se tornaron más específicos, con 
planes de acción y proyectos definidos de 

modo concreto para que los estados que 
los adoptaran pudieran implementarlos y 
adecuarlos a sus políticas nacionales.

Al observar las acciones de las tres 
instituciones que son centro de nuestro 
análisis, la ONU, la OEA y la OIT, notamos 
que las dos primeras presentaron en 
este período un impulso relevante en 
los tópicos relativos a discriminación, 
xenofobia y racismo. El Cuadro 4 muestra 
las declaraciones, los convenios y los 
protocolos que fueron aprobadas en el 
seno de la ONU.

En el ámbito regional, la OEA aprobó 
una convención para prevenir, sancionar 
y erradicar la violencia contra la mujer, 
avanzando así en el desarrollo de la 
normativa referente a las minorías, sectores 
o grupos más vulnerables.

Por otro lado, en esta etapa los estados 
nacionales comenzaron a adecuar su 
legislación y sus políticas a la normativa 
existente en términos de derechos humanos 
y del derecho internacional humanitario. 
Esta tendencia está en consonancia 
con una política de características más 
cosmopolitas, en la que el derecho de los 
ciudadanos es concebido bajo la óptica 
del derecho internacional, y esa condición 
de ciudadanía se define en función de la 
pertenencia a la humanidad como colectivo 
histórico y no a un Estado en particular 
(Zolo, 2000).

Surgieron entonces nuevos actores en el 
escenario internacional que empezaron 

Fecha de adopción Fecha en que
entró en vigor

Fuente: Elaboración propia 
sobre la base de información 

consultada en el sitio web 
de la OEA. Disponible en: 

<www.oas.org/en/default.
asp>.
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Convenio

C. 29 sobre el trabajo forzoso	 1930

C. 87 sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación 	 1948

C. 98 sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva	 1949

C. 100 sobre igualdad de remuneración	 1951

C. 105 sobre la abolición del trabajo forzoso	 1957

C. 111 sobre la discriminación (empleo y ocupación)	 1958

C. 169 sobre pueblos indígenas y tribales	 1989

Cuadro 3
Convenios de la OIT. 1919-1990

Fecha de adopción

Fuente: Elaboración propia 
sobre la base de información 
consultada en el sitio web 
de la OIT. Disponible en: 
<www.ilo.org/ilolex/spanish/
convdisp1.htm>.

Tratado/Convenio/	 Resolución 	 Adoptada 	 Fecha en que
Declaración	 Nº	 en fecha	 entró en vigor	

Declaración sobre los Derechos
de las Personas pertenecientes	 A/RES/47/135	 18 de diciembre	 -
a Minorías Nacionales o Étnicas,		   de 1992
Religiosas y Lingüísticas
	
Convención Internacional 
sobre la Protección de los 	 AG/RES. 1548	 2 de junio	 1 de julio
Derechos de todos los 	 (XXVIII-O/98)	 de 1998	 de 2003
Trabajadores Migratorios y de 
sus Familiares
	
Protocolo Facultativo de 
la Convención sobre la 	 A/RES/54/4	 6 de octubre	 22 de diciembre
Eliminación de todas las 		  de 1999	 de 2000
Formas de Discriminación 
contra la Mujer

Cuadro 4
Declaraciones, convenios y protocolos de la ONU. 1990-2009

Fuente: Elaboración propia 
sobre la base de información 
consultada en el sitio web 
de la ONU. Disponible en: 
<www.un.org>.

Convención/Protocolo	 Fecha de adopción 	 Fecha en que entró en vigor

Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la 	 9 de junio de 1994	 5 de marzo de 1995
Violencia contra la Mujer. 
“Convención de Belém do Pará”	

Cuadro 5
Convención de la OEA. 1990-2009

Fuente: Elaboración propia 
sobre la base de información 
consultada en el sitio web 
de la OEA. Disponible en: 
<www.oas.org/en/default.
asp>.
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a disputar con los estados nacionales el 
derecho a la protección de la soberanía, 
entre los cuales la sociedad civil, a través 
de sus organizaciones, se constituyó 
en uno de los privilegiados. Así, se nos 
presentaron dos niveles de análisis: por 
un lado, la actividad desplegada por los 
organismos internacionales conjuntamente 
con los estados, la sociedad civil, las 
organizaciones no gubernamentales (ONG) 
y otros, para promover políticas, proyectos 
y planes de acción concretos en relación 
con la protección, el desarrollo y el fomento 
de los derechos humanos; por el otro, la 
adecuación de la legislación interna de los 
estados a la normativa internacional sobre 
derechos humanos. Estas dos categorías 
analíticas aparecen en muchos casos 
de forma simultánea, aunque en ciertos 
puntos del análisis la presión de uno u otro 
actor resulta más decisiva y destacada.

A partir de 1990 comenzó a realizarse una 
serie de conferencias dentro del marco 
de la Tercera Década para el Combate 
del Racismo y la Discriminación Racial, 
iniciativa que tomó relevancia en 1997 
cuando la Asamblea General de la ONU 
asumió el compromiso de luchar contra 
toda forma de intolerancia, discriminación 
y racismo. Con ese objetivo convocó a 
una conferencia mundial para discutir 
estas temáticas, organizar estrategias y 
planificar acciones que contribuyeran a dar 
fin a dichas prácticas. Se organizó así la III 
Conferencia Mundial contra el Racismo, 
la Discriminación Racial, la Xenofobia y 
las Formas Conexas de Intolerancia en 
Durban, Sudáfrica, entre los días 31 de 
agosto y 8 de septiembre de 2001. En ella 
no sólo participaron los estados miembros, 
sino que también asistieron en calidad de 
observadores miembros de la sociedad 
civil, organismos dependientes de la ONU 
y organismos regionales relacionados 
con dichos tópicos. Entre los objetivos 
de esta Conferencia, además de revisar la 
situación de la discriminación y el racismo 
en el mundo, se planteó la aplicación 
de medidas concretas que los estados 
deberían cumplir en plazos determinados.

Como preparación para este evento se 
organizaron reuniones en el nivel regional 
para consensuar propuestas. Entre 
ellas, cabe destacar la que se concretó 
en Santiago de Chile los días 5 y 6 de 
diciembre de 2000 bajo los auspicios de 
CEPAL. Días antes, el 3 y 4 de diciembre, 
se celebró en el mismo país la Conferencia 

Ciudadana con la sociedad civil. En ambos 
encuentros, tanto en el oficial como en el 
de la sociedad civil, se puso de manifiesto 
la necesidad de elaborar políticas públicas 
y programas de acción para terminar con 
la pobreza y la desigualdad, obstáculos 
principales para el desarrollo y la justicia 
social.

Estas reuniones marcaron un hito dentro de 
la región, ya que por primera vez las ONG 
vinculadas con estos temas participaron 
activamente junto con los estados y las 
organizaciones de otros países, planteando 
la necesidad de fortalecer estos vínculos 
para crear una sociedad civil internacional 
que bregue por el fin de la discriminación, 
el racismo y cualquier otra forma de 
intolerancia.

Otra reunión sumamente importante fue 
la realización de la Cumbre del Milenio, 
celebrada en septiembre de 2000. En 
ella se propusieron ocho objetivos a ser 
alcanzados en el año 2015, que se plasmaron 
en la Declaración del Milenio que Naciones 
Unidas adoptó por Resolución A 55/2. Los 
ocho ODM son los siguientes: erradicar 
la pobreza extrema y el hambre; lograr la 
enseñanza primaria universal; promover la 
igualdad entre los géneros y la autonomía 
de la mujer; reducir la mortalidad infantil; 
mejorar la salud materna; combatir el VIH/
SIDA, el paludismo y otras enfermedades; 
garantizar la sostenibilidad del medio 
ambiente; y fomentar una asociación 
mundial para el desarrollo.

Aunque estos objetivos no hacen 
referencia explícita al tema que es centro 
de nuestro análisis, los afrodescendientes, 
consideramos pertinente mencionarlos ya 
que el logro de los mismos por parte de 
los estados implicará una mejora en las 
condiciones de vida de este colectivo.

En el segundo nivel de análisis mencionado, 
encontramos que la modificación o 
implementación de la legislación nacional 
de acuerdo con la normativa internacional 
varía en cada uno de los países en 
estudio. Bolivia cuenta con una legislación 
moderna, amplia y plural. Esta normativa 
fue implementada muy recientemente, 
por lo que su aplicación todavía no puede 
ser evaluada. En un estadio intermedio se 
encuentran Argentina y Uruguay, cuyas 
normas y ámbitos de aplicación existen 
desde 1990, aunque con dificultades y 
deficiencias. Por último, en un tercer estadio 
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Fuente: Elaboración 
propia sobre la base de 
datos obtenidos de las 
legislaciones nacionales de 
los países estudiados.

Convención Internacional 
sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación 
Racial

Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales

Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos

Convención sobre la 
Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación 
contra la Mujer

Convención sobre los 
Derechos del Niño

Convención Internacional sobre 
la Protección de los Derechos 
de todos los Trabajadores 
Migratorios y de sus Familiares

Protocolo Facultativo de 
la Convención sobre la 
Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación 
contra la Mujer

Protocolo Adicional a la 
Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en materia 
de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales
“Protocolo de San Salvador”

Convención Americana sobre 
Derechos Humanos
“Pacto de San José
de Costa Rica”

Cuadro 6
Ratificaciones por país de las principales convenciones, 
pactos internacionales y protocolos

Convenciones /
Pactos internacionales/
Protocolos 

Fecha de ratificaciones por país

Argentina Bolivia Chile Paraguay Uruguay

2 de 
octubre de 

1968

8 de agosto 
de 1986

8 de agosto 
de 1986

15 de julio 
de 1985

5 de diciembre 
de 1990

23 de 
febrero de 

2007

28 de 
febrero de 

2000

23 de 
octubre de 

2003

14 de 
agosto de 

1984

22 de 
septiembre 

de 1970

12 de 
febrero de 

1982

12 de febrero 
de 1982

6 de agosto 
de 1990

6 de junio 
de 1990

16 de 
octubre de 

2000

27 de 
septiembre 

de 2000

5 de 
octubre de 

2006

10 de julio 
de 1979

20 de 
octubre de 

1971

10 de 
febrero de 

1972

12 de febrero 
de 1972

8 de 
diciembre 
de 1989

13 de agosto 
de 1990

21 de 
marzo de 

2005

10 de 
diciembre 
de 1999

5 de julio
de 2001

10 de 
agosto de 

1990

18 de 
agosto de 

2003

10 de junio 
de 1992

10 de junio 
de 1992

6 de abril 
de 1978

25 de 
septiembre de 

1990

13 de 
septiembre 

de 2000

10 de mayo 
de 2001

28 de mayo 
de 1997

18 de 
agosto de 

1989

3 de agosto 
de 1968

1 de abril 
de 1970

1 de abril 
de 1970

9 de 
octubre de 

1981

20 de 
noviembre 
de 1990

15 de 
febrero de 

2001

20 de julio 
de 2001

21 de 
noviembre 
de 1995

26 de 
marzo de 

1985
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se ubican Paraguay y, particularmente, 
Chile, cuya legislación y organismos de 
aplicación son casi nulos o inexistentes. Sin 
embargo, todos estos países aprobaron, 
aunque algunos con ciertas reservas en 
determinados puntos, las declaraciones, los 
convenios y los protocolos sobre derechos 
humanos, discriminación y racismo, 
tanto universales como regionales, y los 
incorporaron de formas diferentes en su 
legislación.

Argentina, en el artículo 75 inciso 22 de su 
Constitución nacional, incorporó durante 
la reforma constitucional de 1994 algunos 
instrumentos de derecho internacional, 
otorgándoles así jerarquía constitucional 
(República Argentina, 1994). Paraguay 
los incorporó también a su Carta Magna, 
con jerarquía inferior a esta pero en un 
nivel superior a la normativa interna. La 
Constitución de Paraguay establece en su 
artículo 137:

“La Ley suprema de la República es la 
Constitución. Esta, los tratados, convenios 
y acuerdos internacionales aprobados y 
ratificados, las leyes dictadas por el Congreso 
y otras disposiciones jurídicas de inferior 
jerarquía, sancionadas en consecuencia, 
integran el derecho positivo nacional en el 
orden de prelación enunciado” (República 
del Paraguay, 1992).

Mientras tanto, en Bolivia, la Nueva 
Constitución Política del Estado en su 
artículo 13 inciso IV establece:

“IV. Los tratados y convenios 
internacionales ratificados por la 
Asamblea Legislativa Plurinacional, 
que reconocen los derechos humanos 
y que prohíben su limitación en los 
Estados de Excepción, prevalecen en el 
orden interno. Los derechos y deberes 
consagrados en esta Constitución se 
interpretarán de conformidad con los 
tratados internacionales de derechos 
humanos ratificados por Bolivia” 
(República de Bolivia, 2009b: 5).

Chile, por su parte, mantiene la 
supremacía que otorga la Constitución a 
las declaraciones, derechos y garantías por 
ella expresados por sobre las normativas 
del derecho internacional. Uruguay, en 
cambio, no plantea una posición clara con 
respecto a la relación entre la normativa 
interna y el derecho internacional.
Aun así, y teniendo en cuenta la distinta 
valoración que cada e stado nacional 
le otorga a la legislación internacional, 
conviene destacar que todos los países 
estudiados ratificaron y sancionaron por 
ley interna las declaraciones, pactos, 
convenciones y protocolos sobre derechos 
humanos.
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Adecuación de 
los tratados y 
los convenios 
internacionales a la 
legislación interna de 
Argentina, Bolivia, 
Chile, Paraguay y 
Uruguay
Los cuadros que se presentan a 
continuación incluyen una selección de las 
declaraciones, los pactos, las convenciones 
y los protocolos sobre derechos humanos 
que consideramos más relevantes para 
los fines de nuestro trabajo, emanados de 
la ONU, la OEA y la OIT. Estos cuadros se 
presentan según el orden alfabético que 
corresponde a los nombres de los países 
analizados (Argentina, Bolivia, Chile, 
Paraguay y Uruguay). En cuanto al criterio 
que rige la mención de los pactos, las 
convenciones y los protocolos en el interior 
de cada cuadro, se incluyen en primer 
lugar aquellos emanados de organismos 
internacionales universales (ONU y OIT, 
en ese orden) y a continuación se citan 
aquellos promovidos por los organismos 
regionales (en este caso, la OEA).
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Cuadro 7
Argentina. Adecuación de tratados y convenios internacionales a su legislación

Descripción	 Ley Nº	 Fecha	 Rango de la ley

Aprobación de la Convención sobre la 
Protección y Promoción de la Diversidad 
de las Expresiones Culturales

Aprobación del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales, Culturales, 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos y elProtocolo Facultativo del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos

Aprobación de la Convención sobre 
la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer

Aprobación del Protocolo Facultativo de 
la Convención sobre Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la 
Mujer

Aprobación de la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación Racial

Aprobación de la Convención sobre los 
Derechos del Niño 

Aprobación de la Convención 
Internacional sobre la Protección de 
los Derechos de todos los Trabajadores 
Migratorios y de sus Familiares

Aprobación del Convenio 169 de OIT 
sobre pueblo indígenas y tribales

Aprobación de los convenios 29 y 154 de 
la OIT 

Aprobación del Convenio 100 de OIT 
sobre igualdad de remuneración

Aprobación de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos

Aprobación del Protocolo Adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales

Aprobación de la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer

26305

23313

23179

26171

17722

23849

26202

24071

25561

14467

23054

24658

24632

17 de 
diciembre 
de 2007

13 de mayo 
de 1986

8 de mayo 
de 1985

6 de 
octubre de 

1999

26 de abril 
de 1968

27 de 
septiembre de 

1990

10 de enero 
de 2007

4 de marzo 
de 1992

7 de enero 
de 2002

29 de 
septiembre de 

1958

1 de marzo 
de 1984

17 de julio 
de 1996

1 de abril 
de 1996

Sin rango 
constitucional

Con rango 
constitucional

Con rango 
constitucional

Con rango 
constitucional

Con rango 
constitucional

Con rango 
constitucional

Con rango 
constitucional

Con rango 
constitucional

Con rango 
constitucional

Con rango 
constitucional

Con rango 
constitucional

Con rango 
constitucional

Con rango 
constitucional

Fuente: Elaboración propia 
sobre la base de información 
obtenida de la Biblioteca del 
Congreso de la Nación de la 

República Argentina.
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Cuadro 8
Bolivia. Adecuación de tratados y convenios internacionales a su legislación

Descripción	 Ley Nº	 Fecha

Aprobación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales

Aprobación del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos

Aprobación de la Convención sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer

Aprobación de la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial

Aprobación de la Convención sobre los Derechos del Niño

Aprobación de la Convención Internacional sobre la 
Protección de los Derechos de todos los Trabajadores 
Migratorios y de sus Familiares

Aprobación del Protocolo Facultativo de la Convención sobre 
la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra 
la Mujer

Aprobación de los convenios 88, 95, 102, 111, 117, 118, 120, 
121, 122, 124, 128, 129, 130, 131 y 136 de la OIT

Aprobación de la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. 
“Convención de Belém do Pará”

Aprobación de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. “Pacto de San José de Costa Rica”

2119

3423

1100

1978

2367

1976

2103

2120

1599

1430

11 de septiembre 
de 2000

7 de junio de 
2006

15 de septiembre 
de 1989

14 de mayo de 
1999

7 de mayo de 
2002

30 de abril de 
1999

20 de junio de 
2000

11 de septiembre 
de 2000

18 de septiembre 
de 1994

11 de febrero de 
1993

Fuente: Elaboración propia 
sobre la base de información 
obtenida de la Biblioteca 
y Archivo Histórico del 
Congreso Nacional de la 
República de Bolivia.
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Cuadro 9
Chile. Adecuación de tratados y convenios internacionales a su legislación

Descripción	 Decreto Nº	 Fecha

Fuente: Elaboración propia 
sobre la base de información 
obtenida de la Biblioteca del 
Congreso Nacional de Chile 

(BCN).

Promulgación del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales

Promulgación del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos

Promulgación del Protocolo Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos

Promulgación de la Convención sobre la Eliminación 
de todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer

Promulgación de la Convención sobre los Derechos 
del Niño

Promulgación de la Convención Internacional 
sobre la Protección de los Derechos de todos los 
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares

Promulgación del Convenio 169 de la OIT sobre 
pueblos indígenas y tribales

Promulgación de los convenios 87, 98, 105 y 138 de 
la OIT

Promulgación de la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer. “Convención de Belém do Pará”

Promulgación de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. “Pacto de San José de Costa 
Rica”

326

778

747

789

830

84

236

227

1640

873

27 de mayo de 1989

29 de abril de 1989

20 de agosto de 
1992

9 de diciembre de 
1989

27 de septiembre de 
1990

8 de junio de 2005

14 de octubre de 
2008

12 de mayo de 1999

11 de noviembre de 
1998

5 de enero de 1991
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Cuadro 10
Paraguay. Adecuación de tratados y convenios internacionales a su legislación

Descripción	 Ley Nº	 Fecha

Fuente: Elaboración propia 
sobre la base de información 
obtenida del Centro de 
Documentación de la Cámara 
de Senadores y la Biblioteca 
y Archivo Central de la 
Cámara de Diputados de 
Paraguay.

Aprobación de la adhesión al Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

Aprobación de la adhesión al Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos 

Aprobación de la Convención sobre la Eliminación 
de todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer

Aprobación del Protocolo Facultativo de la 
Convención sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer

Aprobación de la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
Racial

Aprobación de la Convención sobre los Derechos del 
Niño y su Protocolo Facultativo

Aprobación de la Convención Internacional 
sobre la Protección de los Derechos de todos los 
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares

Aprobación del Protocolo Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos

Aprobación y ratificación del Convenio 105 de OIT 
sobre la abolición del trabajo forzoso

Aprobación del Convenio 169 de la OIT sobre 
pueblos indígenas y tribales

Aprobación y ratificación del Convenio 98 de OIT 
sobre el derecho de sindicación y de negociación 
colectiva

Aprobación del Convenio 111 de la OIT sobre la 
discriminación (empleo y ocupación)

Aprobación y ratificación de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. 
“Pacto de San José de Costa Rica”

Aprobación de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. 
“Protocolo de San Salvador”

Aprobación de la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer. “Convención de Belém do Pará”

4

5

1215

1683

2128

2134/57-90

3452

400

1331

234

947

1154

1

1040

605

9 de abril de 1992

9 de abril de 1992

28 de noviembre de 
1986

25 de abril de 2001

29 de junio de 2003

22 de junio de 2003

9 de abril de 2008

26 de agosto de 
1994

4 de diciembre de 
1967

19 de julio de 1993

15 de julio de 1964

29 de julio de 1966

8 de agosto de 1989

16 de abril de 1997

21 de mayo de 1995
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Cuadro 11
Uruguay. Adecuación de tratados y convenios internacionales a su legislación

Descripción	 Ley Nº	 Fecha

Fuente: Elaboración propia 
sobre la base de información 

obtenida de la Biblioteca 
del Poder Legislativo de 
la República Oriental del 

Uruguay.

Aprobación de los Pactos Internacionales sobre 
Derechos Humanos y sus Protocolos

Aprobación de la Ley de Lucha Contra el Racismo, la 
Xenofobia y la Discriminación 

Aprobación de la Convención sobre la Eliminación 
de todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer

Aprobación del Protocolo Facultativo de la 
Convención sobre Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer

Aprobación de la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
Racial

Aprobación de la Convención sobre los Derechos del 
Niño y su Protocolo Facultativo

Aprobación de la Convención Internacional 
sobre la Protección de los Derechos de todos los 
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares

Aprobación del Protocolo Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos

Aprobación de los convenios 
29, 120 y 162 de la OIT 

Aprobación de los convenios 
100, 111 y 156 de la OIT 

Aprobación del Protocolo a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos relativo a la 
Abolición de la Pena de Muerte

Aprobación del Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en materia 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
“Protocolo de San Salvador”

Aprobación de la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer. “Convención de Belém do Pará”

13751

17817

15164

17338

13670

16137

17107

16279

16643

16063

16461

16519

16735

1 de agosto de 1969

14 de septiembre de 
2004

4 de agosto de 1981

25 de abril de 2001

1 de julio de 1968

22 de julio de 2003

10 de enero de 2002

20 de julio de 1992

21 de diciembre de 
1994

13 de diciembre de 
1989

19 de enero de 1994

11 de agosto de 
1994

1 de abril de 1996
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SEGUNDA
PARTE

La situación de los 
afrodescendientes en 
Argentina, Bolivia, Chile, 
Paraguay y Uruguay. 
Proyección histórica y 
evolución de la protección 
de sus derechos
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Argentina
Antecedentes históricos de la 
presencia de los afrodescendientes

La población actual de la Argentina es el resultado de la mixtura entre la población 
originaria y la que llegó en distintos momentos históricos y por múltiples circunstancias 
desde diversas procedencias, principalmente de Europa y África. En lo referente a la 
inmigración africana, podemos señalar tres etapas: la primera se desarrolló durante el 
período colonial, entre el siglo XVI y mediados del XIX; la segunda se produjo cuando se 
asentó y consolidó el Estado nacional argentino, desde finales del siglo XIX hasta los años 
posteriores al fin de la Segunda Guerra Mundial; y la última etapa, marcada por el final de 
la Guerra Fría, se inició en la década del noventa y se extiende hasta la actualidad.

Durante el período colonial arribaron al territorio del Río de la Plata3 africanos esclavizados 
que en forma involuntaria fueron traídos para desempeñar tareas en el ámbito urbano y 
rural y, en menor medida, en las minas de oro y plata.

En su mayoría provenían de Angola y del Congo y en menor medida de Costa de Oro, 
Mozambique y Guinea Ecuatorial (esta última formó parte del Virreinato del Río de la 
Plata). Ingresaban a través de Brasil o directamente por los puertos de Montevideo o 
Buenos Aires, que se abrieron al tráfico esclavista recién a principios del siglo XVIII. Los 
esclavos africanos realizaban actividades en el servicio doméstico y tareas manuales, 
destacándose en el artesanado urbano. También eran hábiles en tareas rurales y se los 
empleaba en la minería. 

El censo que el Virrey Vértiz ordenó realizar en 1778 da cuenta del porcentaje de “gente de 
color” que habitaba el actual territorio argentino. En una sociedad estamental, sumamente 
jerárquica y estática como la colonial, las divisiones sociales estaban sumamente 
marcadas. La gente decente, o sea, los blancos –españoles y sus hijos– ocupaban la 
cúspide de la escala socia, mientras que los indios y las castas pertenecían a las capas 
inferiores. En este último grupo se encontraba la “gente de color”, denominación que 
recibían los negros y sus descendientes producto del mestizaje, más allá de la situación 
legal que poseyera la persona, ya fueran libres o esclavos. Este grupo estaba compuesto 
por mulatos, zambos, cuarterones y mestizos, entre otros.

En estas tres etapas, que se desarrollaron en coyunturas históricas muy diferentes, las 
zonas en las que se asentaron los africanos y sus descendientes fueron variando. En la 
etapa colonial se distribuyeron por todo el territorio, concentrándose principalmente en 
el hinterland potosino, o sea, en las actuales provincias del norte y el centro de Argentina. 
A partir de 1713, cuando se instaló en el puerto de Buenos Aires el asiento de negros, 
comenzó a crecer la cantidad de esclavizados en las poblaciones del litoral. Esta tendencia 
se fue acentuando en las dos etapas siguientes.

Por ejemplo, hacia 1776 en Córdoba, entre la ciudad y la campaña, se registraron unos 
44 mil habitantes4. De este total, un 60% era de procedencia africana, concentrándose la 
mayoría en el ámbito urbano. Alrededor de un 61% se localizaba en la ciudad, mientras 
que un 47% lo hacía en la campaña. “Siendo libres un número importante de estos 
[habitantes], superando holgadamente la cantidad de esclavos. Para esta fecha, Córdoba 
era una de las ciudades que tenía mayor porcentaje de personas ‘no blancas’ dentro de 
su población total” (Becerra et al., 1997: 1). Si la comparamos con otras jurisdicciones, 
observamos que Córdoba poseía en números absolutos 21.230 personas integrantes de 
castas; Tucumán, 12.869; Buenos Aires, 9.592; y Santiago del Estero, 8.312 (Andrews, 
1989: 98).

3 Aquí hacemos referencia 
tanto al período en el que 
administrativamente estas 
tierras formaron parte del 

Virreinato del Perú, creado 
en 1542, así como al período 

posterior, cuando, como 
resultado de la subdivisión de 

este último, pasaron a integrar 
el Virreinato del Río de la Plata, 

creado en 1776.

4 En Córdoba el censo se inició 
en 1776, dos años antes que 

en el resto de los territorios del 
nuevo Virreinato del Río de la 

Plata, que se crearía ese mismo 
año.



37

Desde los primeros años de los gobiernos 
patrios, la reforma del estatus de los 
negros esclavizados fue de interés de las 
autoridades, aunque la abolición de la 
esclavitud tardó en llegar. La Asamblea 
de 1813 decretó la libertad de vientres 
que permitía cambiar la condición de los 
descendientes de las esclavas, quienes 
pasaban a ser considerados libertos. Pero 
la esclavitud se mantuvo y, de hecho, el 
tráfico se incentivó en la década de 1840 
con el gran desarrollo de la industria del 
saladero, en particular en las áreas del 
litoral fluvial, en Buenos Aires, Santa Fe y 
Entre Ríos. Recién fue abolida la esclavitud 
cuando se sancionó la Constitución 
nacional en 1853, a través de su artículo 
15.

A partir de ese momento y como 
consecuencia de la política migratoria que 
incentivó el Estado nacional, podemos 
hablar del inicio de la segunda etapa. En 
esta nueva fase los africanos llegaron en 
forma voluntaria en búsqueda de los medios 
para mejorar su situación económica, 
y lo hicieron a través de sus metrópolis 
coloniales europeas respectivas. En su 
mayoría se dedicaron a las tareas portuarias 
o se emplearon en la construcción de 
caminos o vías férreas. Este flujo no fue 
constante sino que estuvo marcado por 
la coyuntura internacional, y resulta difícil 
de mensurar debido a que los pasaportes 
no identificaban el lugar de origen del 
migrante sino el del dominador colonial. 
En términos cuantitativos, en relación 
con el período anterior los inmigrantes 
representaron un número menor. En este 
lapso se destacaron aquellos provenientes 
de Cabo Verde, que se asentaron en Buenos 
Aires.

La tercera etapa comenzó en la década 
de 1990, signada por los cambios que se 
generaron en el sistema internacional 
a partir del final de la Guerra Fría y que 
tuvieron una amplia repercusión en el 
continente africano a causa del fin del 
apoyo que Estados Unidos y la Unión 
Soviética habían brindado hasta entonces. 
Esta pérdida de “interés” de los hasta ese 
momento líderes del sistema internacional 
generó o profundizó situaciones que 
derivaron en graves crisis políticas, 

económicas y sociales. Una de las opciones 
para superar estas dificultades fue emigrar 
a países que se encontraban en una mejor 
situación. Fue en ese momento cuando 
los migrantes debieron elegir adónde ir, 
teniendo en cuenta que las alternativas 
disponibles no eran muchas y que el 
costo del traslado resultaba elevado –
tanto en términos económicos como por 
el riesgo que implicaba para sus vidas–. 
Así, buscaron lugares donde las leyes 
fueran más favorables para su acogida, 
o simplemente llegaron sin conocer el 
destino, ya que muchos de ellos viajaron 
como polizontes en algún barco cuyo 
trayecto desconocían (Blanco, 2007). 
Cuantitativamente, constituyen un número 
más exiguo en comparación con las otras 
etapas y provienen en su mayoría de 
Senegal, Nigeria, Malí, Costa de Marfil, 
Ghana y Sudáfrica5. En cuanto a su actividad 
en el país, desarrollan tareas relacionadas 
con el comercio y el menudeo, y las mujeres 
se dedican mayoritariamente al servicio 
doméstico. Para algunos su estadía es 
temporaria, debido a que llegaron con el 
objeto de perfeccionarse profesionalmente 
y luego regresar a su tierra.

Salvo en la primera etapa, en la cual la 
presencia africana y de sus descendientes 
tuvo una importancia relativa en relación 
con el total de habitantes, en las otras dos 
etapas encontramos que este grupo dejó 
de tener interés censal, pudiendo asumir 
que ello obedece a una significativa merma 
en su cantidad. Se esbozaron distintas 
respuestas para explicar la “desaparición” 
de este grupo de los registros, como la 
utilización de la mano de obra esclava 
masculina en los ejércitos que lucharon 
por la independencia y luego en las guerras 
civiles entre 1810 y 1852, la baja fecundidad 
de las esclavas negras, y la llegada masiva 
de mano de obra europea a finales del siglo 
XIX y su rápida mixtura con los grupos 
locales. Probablemente la acción conjunta 
de todos estos elementos haya hecho 
disminuir la cantidad de afrodescendientes 
en la Argentina, pero no constituye razón 
suficiente para explicar su “desaparición” 
total, que se manifiesta sobre todo en el 
discurso oficial. Esta ausencia se debe a 
que en el proceso de formación del Estado 
nacional se consideró necesario consolidar 

5 Datos extraídos del censo del 
año 2001.
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el concepto de una única cultura, es decir, 
de una única nación con una identidad 
homogénea, fruto de la mezcla de los 
descendientes de los pueblos nativos 
con los conquistadores españoles. Las 
élites dominantes necesitaron constituir 
su identidad de nación a través de la 
negación del “otro”, por lo que utilizaron 
un discurso dicotómico que calificaba 
a la clase dominante como “civilizada” 
y al resto de la población como la 
“barbarie”, dejando así poco espacio 
para la tolerancia o la construcción de un 
espíritu de pluriculturalismo. Esto llevó 
a la implementación de una política de 
aculturación que se basó en la ideología 
europea del Estado nación (Oszlak, 1986), 
sumada a la imposición de una lengua 
europea, homogeneizante para el conjunto 
de la población. Esta política tuvo como 
consecuencia una amplia negación del 
valor de la cultura y la identidad de los 
grupos no blancos, que no pudieron, por 
razones de pobreza y discriminación racial, 
tener verdadero acceso a la nueva cultura. 
En este proceso se dejó muy a la zaga a 
los grupos afrodescendientes, en el marco 
de un Estado que no era ni tolerante ni 
multicultural (Becerra y Buffa, 2006).

Para que esta nueva cultura única se 
impusiera fue necesario el acompañamiento 
de prácticas sociales que reforzaran y 
profundizaran la exclusión, al punto de 
negar la presencia de afrodescendientes 
en la Argentina. Las familias comenzaron 
a negar a sus antepasados negros, por lo 
estigmatizante que resultaba descender de 
esclavos. Se fue construyendo así el mito 
de que “los argentinos descendemos de 
los barcos”, en una clara alusión al gran 
aporte migratorio europeo de finales del 
siglo XIX.

Pero, como ya señalamos, junto con la 
inmigración europea llegó también un 
porcentaje reducido de africanos que, por 
su situación colonial, poseían pasaportes 
europeos. Estos también sufrieron los 
efectos y la persistencia de las estructuras 
y prácticas de invisibilización (Maffia y 
Ceirano, 2007).

Esta situación se mantuvo a lo largo de casi 
todo el siglo XX, con un Estado cuyo discurso 
universalista ponía supuestamente a todos 
los ciudadanos en igualdad de condiciones, 
pero en realidad las inequidades objetivas 
de este grupo persistían. Esta situación de 
olvido y negación comenzó a modificarse, 

al menos en el ámbito estatal, a finales de 
la década del ochenta, cuando desde el 
Estado nacional –específicamente, desde 
su legislación– se comenzó a considerar a 
este grupo.

Legislación nacional 
sobre afrodescendientes

Ya en la Constitución nacional sancionada 
en 1853 encontramos un artículo específico 
consagrado a abolir la esclavitud y el 
comercio de esclavos. Este artículo se 
mantuvo en las distintas reformas que 
se realizaron a lo largo del tiempo, y 
está presente en la actual Constitución 
vigente del año 1994. Lo llamativo es que 
no fue modificado, transcribiéndoselo 
literalmente, lo cual da la idea de que aún 
a finales del siglo XX existían personas 
esclavizadas.

El solo hecho de otorgar la libertad a las 
personas no alcanza para que desaparezcan 
las desigualdades y las inequidades; es 
necesario crear una legislación acorde que 
proteja y promueva los derechos de los 
grupos menos favorecidos. Sin embargo, 
tal como expresamos anteriormente, 
la estructuración de un discurso 
homogeneizante, excluyente y racista 
contribuyó a que no se dictaran leyes que 
apoyasen el desarrollo social, cultural y 
económico de los afrodescendientes.

Recién en agosto de 1988 –o sea, 135 años 
después de sancionada la Constitución– 
el gobierno nacional promulgó una ley 
penalizando todo acto de discriminación 
(Ley Nº 23592). Este hecho no es casual si 
tenemos en cuenta que a partir de 1983 se 
abrió el período democrático más largo de 
toda la historia argentina, el cual permite 
a los diferentes gobiernos elegidos 
constitucionalmente planificar políticas 
de desarrollo e igualdad tendientes a 
generar una sociedad más digna y justa 
para sus ciudadanos. Estas acciones, sin 
embargo, estuvieron acotadas o limitadas 
en su cumplimiento por ciertas dificultades 
económicas y políticas que atravesó el 
país. Dentro de este marco, la Ley Nº 
23592 buscó imponer sanciones a aquellas 
personas que arbitrariamente impidiesen 
a otras el pleno ejercicio de sus derechos 
y garantías fundamentales reconocidos 
en la Constitución nacional. Es así que se 
elevaron las penas que señalaba el Código 
Penal, incluyéndose además nuevas 
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penalidades (prisión desde un mes hasta 
tres años) para quienes formasen parte 
de agrupaciones o realizasen propaganda 
de tipo discriminatorio, pero estas 
sanciones se aplicarían siempre y cuando 
el damnificado solicitase el cese del acto 
de discriminación. Este instrumento legal 
recibió posteriormente modificaciones 
en 1997 y 2002 para hacer más eficiente 
el cumplimiento de las sanciones; por 
ejemplo, se estableció cómo debe exhibirse 
la ley en todo lugar público, el costo de 
la penalización por no hacerlo, y a qué 
autoridad debe concurrir el damnificado 
para pedir el cese del acto discriminatorio.
Entre las reformas introducidas en la ya 
mencionada Constitución de 1994, se 
establece como una de las atribuciones del 
Congreso la de elevar a rango constitucional, 
con una jerarquía superior a la de las leyes, 
los tratados y convenios internacionales 
sobre derechos humanos. En el artículo 
75 inciso 22 se mencionan la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre; la Declaración Universal 
de Derechos Humanos; la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos; 
el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales; el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos y su Protocolo Facultativo; la 
Convención para la Prevención y la Sanción 
del Delito de Genocidio; la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación Racial; la 
Convención sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación contra la 
Mujer; la Convención contra la Tortura y 
otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 
o Degradantes, y la Convención sobre los 
Derechos del Niño.

Este estatus imprime a estos tratados 
y convenios un carácter superior a las 
leyes nacionales o provinciales, siendo 
aplicados en múltiples oportunidades 
por la justicia. En el caso particular de 
la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial, su aplicación por 
parte del Estado derivó en la sanción en 
julio de 1995, casi un año después de su 
elevación a rango constitucional, de la Ley 
Nº 24515. La ley dispuso la creación de un 
organismo nacional encargado de luchar 
contra el racismo y todas las formas de 
discriminación, y estableció cómo sería su 
organización y cuáles serían sus atributos y 
funciones. Se creó así el Instituto Nacional 
contra la Discriminación, la Xenofobia y 

el Racismo (INADI). En el momento de 
su constitución, el INADI dependía del 
Ministerio del Interior, pero desde el año 
2005 pertenece al ámbito del Ministerio de 
Justicia, Seguridad y Derechos Humanos . 
De este modo se pretendió dotarlo de una 
mayor eficiencia a la hora de coordinar 
acciones con otra institución formada 
también bajo la jurisdicción del mismo 
ministerio, la Secretaría de Derechos 
Humanos6.

El directorio del INADI está conformado 
por un presidente y un vicepresidente, 
nombrados por el Presidente de la nación 
a propuesta del Senado, y siete directores, 
cuatro en representación de los ministerios 
del Interior; de Relaciones Exteriores, 
Comercio Internacional y Culto; de Justicia, 
Seguridad y Derechos Humanos; y de 
Educación, Ciencia y Tecnología, y tres 
miembros de ONG. Además, el artículo 14 
de la ley establece la conformación de un 
Consejo Asesor de la Sociedad Civil que 
debe ser compuesto por diez miembros de 
reconocida trayectoria en las ONG por su 
lucha contra la discriminación, la xenofobia 
y el racismo (entre ellos se encuentra 
una representante de la Federación de 
Organizaciones Afrodescendientes)7.

Además de los artículos ya mencionados, 
la Constitución nacional incorpora otros 
derechos y garantías que cumplimentan 
los tratados y convenios internacionales a 
los que se les otorgó rango constitucional. 
Encontramos así artículos referidos 
a la igualdad ante la ley (art. 16); los 
derechos de los/as extranjeros/as y la 
política migratoria que adoptará el Estado 
(arts. 20 y 25); el reconocimiento de los 
derechos y garantías que no hayan sido 
enunciados “pero que nacen del principio 
de la soberanía del pueblo y de la forma 
republicana de gobierno” (art. 33); el 
reconocimiento de los derechos políticos 
con “igualdad real de oportunidades entre 
varones y mujeres para el acceso a cargos 
electivos y partidarios” (art. 37). Por su 
parte, el artículo 75, además del ya analizado 
inciso 22, contiene otras atribuciones 
que son específicas del Congreso de la 
Nación, como el reconocimiento de la 
preexistencia étnica y cultural, la identidad 
y el derecho de los pueblos indígenas (inc. 
17); el desarrollo humano y económico, la 
justicia social, el crecimiento armónico, las 
bases y la organización de la educación y 
la protección del patrimonio cultural (inc. 
19); y la promoción de medidas de acción 

6 El INADI fue creado por la 
Ley Nº 24515 como entidad 
descentralizada en jurisdicción 
del Ministerio del Interior. 
Luego pasó a desempeñarse 
como organismo de la 
administración central de 
esa misma cartera (Ley Nº 
24938 del 31 de diciembre 
de 1997). Más adelante se le 
otorgó nuevamente el carácter 
de entidad descentralizada 
(Ley Nº 25672 del 19 de 
noviembre de 2002), pasando 
a integrar el ámbito del Poder 
Ejecutivo Nacional, órgano 
que dispuso que cumpliera 
sus funciones a través de 
la Secretaría de Asuntos 
Políticos del Ministerio del 
Interior (Decreto Nº 163/03). 
Por Decreto Nº 184/2005 
el INADI fue transferido a 
la órbita del Ministerio de 
Justicia, Seguridad y Derechos 
Humanos, Secretaría de 
Derechos Humanos.

7 Ver sección “Autoridades” 
en el sitio web del INADI. 
Disponible en: <www.inadi.
gov.ar/inadiweb/index.php>.
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positiva para garantizar la vigencia de los 
derechos humanos (inc. 23).

Siguiendo con esta política de adecuación 
de los acuerdos, tratados o declaraciones 
internacionales que estimulen acciones 
tendientes a promover y desarrollar los 
derechos humanos, se sancionó en el año 
2005 el Decreto Nº 1086 de Presidencia 
de la Nación, por el cual se aprobó un 
documento titulado “Hacia un plan nacional 
contra la discriminación. La discriminación 
en Argentina. Diagnóstico y propuestas” 
(Instituto Nacional contra la Discriminación, 
la Xenofobia y El Racismo, 2005) y se 
encomendó al INADI la coordinación de la 
ejecución de las propuestas contenidas en 
ese documento.

El Decreto Nº 1086/2005 surgió a 
instancias de la Resolución 56/266 de 
la Asamblea General de las Naciones 
Unidas, a través de la cual se adoptó la 
Declaración y el Programa de Acción de la 
III Conferencia Mundial contra el Racismo, 
la Discriminación Racial, la Xenofobia y las 
formas Conexas de Intolerancia, aprobadas 
en Sudáfrica8.

El Plan Nacional contra la Discriminación 
contiene 250 propuestas divididas entre 
aquellas de índole general; las referidas 
a reformas legislativas; las propuestas 
por ámbitos institucionales de aplicación, 
organizadas en administración de justicia 
y legislación, desagregadas según atañan 
a la administración pública, la política 
migratoria y de refugio, la religión y 
las políticas penitenciarias; y aquellas 
propuestas relativas a educación, fuerzas 
de seguridad, medios de comunicación 
y salud. De todas ellas, destacaremos las 
que corresponden al tema.

En la propuesta 26 se solicita “reformar 
el artículo 25 de la Constitución Nacional 
excluyendo la voz ‘europeos’” (Instituto 
Nacional contra la Discriminación, la 
Xenofobia y El Racismo, 2005: 326). En 
dicho artículo se afirma que “el Gobierno 
federal fomentará la inmigración 
europea” (énfasis propio). Asimismo, en 
la propuesta 17 se pide que se deroguen 
todos los artículos de los códigos 
provinciales o municipales que posean 

figuras contravencionales “abiertas”, o 
sea, figuras del tipo escándalo en la vía 
pública, falta de moralidad, merodeo, etc., 
ya que estas otorgan demasiada autoridad 
a la policía (Instituto Nacional contra la 
Discriminación, la Xenofobia y El Racismo, 
2005: 325).

En lo relativo a la administración pública, 
la propuesta 84 insta a transformar el 12 de 
octubre en un día de reflexión histórica y 
diálogo intercultural. Dentro de este mismo 
ámbito, pero en referencia a la difusión de 
la ley sobre migración, se encuentra la 
propuesta 125 (Instituto Nacional contra la 
Discriminación, la Xenofobia y El Racismo, 
2005: 341).

En el ámbito religioso la propuesta 137 
postula la organización de actividades que 
tiendan al desarrollo cultural y comunitario 
y al diálogo interreligioso mediante la 
promoción de las celebraciones y fiestas 
de las comunidades extranjeras y la 
planificación de actividades interculturales 
e interreligiosas a cargo de las autoridades 
estatales (Instituto Nacional contra la 
Discriminación, la Xenofobia y El Racismo, 
2005: 343).

En cuanto al tópico educación, encontramos 
la propuesta 159, que sugiere fortalecer 
los programas de becas para los niños 
y niñas como un modo de garantizar 
su acceso y permanencia en la escuela 
primaria obligatoria (Instituto Nacional 
contra la Discriminación, la Xenofobia y 
El Racismo, 2005: 346). En la propuesta 
171 se hace referencia a los cambios que 
deben introducirse para “proporcionar 
una cuidada presentación de la historia 
nacional, destacándose las contribuciones 
de las diferentes culturas y civilizaciones de 
la región y del mundo en la formación de 
la identidad nacional” (Instituto Nacional 
contra la Discriminación, la Xenofobia y El 
Racismo, 2005: 347), incluyendo también 
el aporte de otras minorías. En relación 
con estas últimas y a los migrantes, las 
propuestas 183 y 184 llaman la atención 
sobre los niños y niñas que carecen de 
documentación para continuar con sus 
estudios o acceder a sus certificaciones. 
Intentando propiciar la igualdad en 
el ámbito escolar (INADI, 2005: 348-

8 La conferencia se realizó 
en la ciudad de Durban entre 
los días 31 de agosto y 8 de 

septiembre de 2001.
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349), la propuesta 188 insta a “eliminar 
disposiciones educativas contrarias a la 
igualdad de todos” citando como ejemplos 
la prohibición de enseñar que recae sobre 
aquellos docentes que no son nacionales 
o la imposibilidad de ser abanderados 
de los niños extranjeros que merecen tal 
distinción (Instituto Nacional contra la 
Discriminación, la Xenofobia y El Racismo, 
2005: 349). 

En cuanto a los medios de comunicación, 
la propuesta 206 sugiere que se realicen 
convenios entre las organizaciones sociales 
que representan a los grupos, comunidades y 
sectores discriminados o invisibilizados y las 
radios y canales de televisión del Estado para 
generar espacios de expresión de estos grupos 
(Instituto Nacional contra la Discriminación, la 
Xenofobia y El Racismo, 2005: 352).

La propuesta 223 busca dotar de mediadores 
culturales o intérpretes a los servicios de 
salud en “aquellas zonas donde existe una 
presencia significativa de multilingüismo 
(sordos, comunidades indígenas, otros 
grupos étnicos y poblaciones migrantes)” 
(Instituto Nacional contra la Discriminación, 
la Xenofobia y El Racismo, 2005: 354).

Otro proyecto que está desarrollando el 
INADI es el Programa Ciudades Libres 
de Discriminación. Este programa es el 
resultado de un acuerdo firmado entre la 
UNESCO y el INADI en octubre de 2006 
dentro del marco del I Foro Iberoamericano 
de Gobiernos Locales9. Cabe destacar que 
hasta la fecha 172 ciudades de 19 provincias 
han adherido al citado programa.

Por su parte, el gobierno argentino adoptó 
la propuesta de las Naciones Unidas en 
relación con la Declaración del Milenio y 
elaboró un plan de acción para desarrollar 
los ocho puntos que conforman los objetivos 
de desarrollo del milenio, sumando además 
un noveno objetivo referido al trabajo 
decente. El plan de acción presentado por 
el gobierno nacional consta de metas a ser 
alcanzadas en el año 201010.

9 El I Foro Iberoamericano 
de Gobiernos Locales se 
desarrolló los días 25 y 26 de 
octubre de 2006 en la ciudad 
de Montevideo, Uruguay.

10 Véase Presidencia de la 
Nación Argentina (2007).

11 Asimismo, luego de la 
fundación de la Casa de la 
Moneda en Potosí hacia el año 
1574, los esclavos también 
fueron destinados al trabajo en 
las hornazas donde se acuñaba 
la moneda.

Bolivia
Antecedentes 
históricos de la 
presencia de los 
afrodescendientes
Los negros fueron llevados como esclavos 
al actual territorio boliviano ya desde los 
comienzos de la colonización española, 
provenientes principalmente de Angola, el 
Congo, Ghana y Sudán. Las vías de ingreso 
eran el Caribe, Panamá y Perú, donde el 
puerto del Callao funcionaba como punto 
de distribución para todo el virreinato, 
hasta que se habilitó el puerto de Buenos 
Aires, un camino más directo a Potosí. En 
un principio, entre los siglos XVI y XVII, 
los esclavos negros fueron destinados en 
su mayor parte al trabajo en las minas de 
aquella ciudad11. Debido a la alta tasa de 
mortalidad ocasionada por las condiciones 
en las que debían llevar a cabo el trabajo en 
las minas (temperaturas muy bajas, alturas 
superiores a los 4.200 m, etc.), hacia finales 
del siglo XVIII comenzaron a ser destinados 
a labores en las plantaciones de café, coca 
y frutas existentes en el territorio de los 
Yungas. Esta es la razón por la cual, en la 
actualidad, la mayoría de los afrobolivianos 
son pequeños agricultores que cultivan 
cítricos, plátano, café y principalmente 
coca en esa región que rodea la ciudad de 
Coroico. En este sentido, Angola Maconde, 
el investigador afroboliviano más entendido 
en esta población, plantea que en la 
actualidad, de los aproximadamente 18 mil 
afrodescendientes que viven en Bolivia, la 
mayor parte habita en las provincias Nor 
Yungas y Sud Yungas del departamento de 
La Paz, así como en las provincias vecinas 
(Angola Maconde, 1999: 19).

Los registros censales indican que a lo 
largo del período colonial fueron muchos 
los esclavizados llevados a Bolivia. 
De esta manera, hacia el año 1611 un 
empadronamiento ordenado por la 
Audiencia y Cancillería Real de La Plata 
de los Charcas arrojó un total de 160 mil 
habitantes para el territorio de Potosí, de los 
cuales 66 mil eran indios; 35 mil, españoles; 
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40 mil, forasteros y extranjeros; y 6 mil, 
negros, mulatos y zambos de ambos sexos 
(es decir un 3,75%, porcentaje significativo 
que demuestra el apogeo de la actividad 
minera). Hacia el año 1719 la población era 
de aproximadamente 70 mil habitantes, 
de los cuales 3.209 eran negros esclavos y 
libres, zambos y cuarterones, es decir que 
estos representaban alrededor del 4,5% del 
total (Criales Alcazar, 1995: 45). Hacia 1793, 
el censo ordenado en Cochabamba por el 
gobernador Francisco de Viedma estableció 
un total de 23.305 habitantes, de los cuales 
alrededor de 6.238 eran españoles; 12.980, 
mestizos; 1.182, indígenas; 600, mulatos; 
y 175, negros. En Chuquisaca, hacia fines 
del siglo XVIII, vivían aproximadamente 
13 mil habitantes, de los cuales 4 mil eran 
españoles; 3 mil eran mestizos; 4.500 eran 
indios; y 1.500 eran negros y mulatos 
(Criales Alcazar, 1995: 45).

Alberto Crespo, en su obra Esclavos 
negros en Bolivia, resalta la importancia 
de la presencia de los negros a lo largo de 
la etapa colonial, señalando que en ciertos 
períodos de la misma por lo menos un 
12% de la población estaba conformada 
por esclavos negros domésticos. En este 
sentido, plantea que hacia mediados del 
siglo XVII, la población negra de Charcas, 
sobre un total de 850 mil personas, llegaba 
a 30 mil (Crespo, 1977: 12).

Estas cifras permiten dar cuenta de una 
presencia considerable de esclavizados 
en el territorio de la actual Bolivia durante 
el período colonial, lo cual prueba la 
importancia de estos en la historia posterior 
del país. De hecho, los esclavos negros 
tuvieron una reconocida participación en 
el proceso de independencia boliviano, al 
protagonizar la rebelión de 1809 en Santa 
Cruz, preludio del alzamiento patriota de 
1810.

Ellos participaron en la lucha por la 
liberación colonial, ligándola a la pelea por 
su propia emancipación. En efecto, en el 
alzamiento de Santa Cruz, la demanda de 
los negros, mulatos e indígenas era el fin 
de la esclavitud y el tributo, así como la 
independencia de la corona española, que 
encarnaba todos los abusos a los que eran 
sometidos. Como explica la historiadora 
Paula Peña Hasbún, los esclavos que vivían 
en Santa Cruz de la Sierra trabajaban en 
las casas como sirvientes y aparentemente 
se enteraron por intermedio de sus amos 
del primer grito libertario producido en la 

ciudad de La Plata el 25 de mayo de ese 
año, lo cual sembró entre ellos expectativas 
respecto de que estos les concedieran la 
libertad (Peña Hasbún, 2003: 27-32). Si 
bien la rebelión fue sofocada y duramente 
reprimida, constituye una muestra de hasta 
qué punto la población negra incidió en la 
historia boliviana.

Años más tarde, bajo el mandato de Warnes 
–que gobernó Santa Cruz desde 1813 
hasta 1816–, fue legalizada la demanda 
de libertad, formándose con los negros 
libertos el batallón de los Pardos Libres 
que luchó contra las tropas realistas. No 
obstante esto, si bien el fin de la esclavitud 
fue sancionado para todo el territorio de 
Bolivia con la primera Constitución de la 
República redactada por Simón Bolívar en 
el año 1826, en los hechos, como señala 
el historiador Fernando Cajías de la Vega 
(2009), los negros fueron liberados un 
cuarto de siglo después, bajo el gobierno 
de Isidoro Belzú. 

De acuerdo con Luis Guillermo Lumbreras, 
la República mantuvo la esclavitud en 
sus primeros tiempos debido a que la 
Asamblea Constituyente de 1826, pese 
a aprobar que serían libres aquellos que 
nacieran a partir del 1 de enero de 1813, 
ordenó que los esclavos pagaran el valor 
original de su compra como forma de 
obtener la libertad, lo que en la práctica 
implicó la perpetuación de su esclavitud, 
ya que ninguno de ellos contaba con los 
medios económicos para afrontar este 
requerimiento. A los efectos de solucionar 
este problema, se estableció que los 
amos –a partir de entonces, denominados 
patrones– deberían garantizar, además de 
la alimentación y la ropa, el pago de ciertas 
cantidades monetarias según los oficios, 
permitiendo así al esclavo amortizar su 
valor. Se estableció, asimismo, que los 
varones que alcanzaran la edad de 55 
años y las mujeres que alcanzaran la edad 
de 50 años siendo esclavos obtendrían 
la libertad. Esta disposición, que en el 
mejor de los casos llevó a que los esclavos 
trabajasen para sus amos por un período 
de diez años antes de poder lograr la 
libertad, fue justificado por las autoridades 
republicanas con el argumento de la 
necesidad de que los esclavos siguieran 
un largo período de aprendizaje de la vida 
en libertad para evitar que se convirtieran 
en vagos. Estas medidas llevaron a que las 
huidas de esclavos fuesen cada vez más 
frecuentes, ocasionando un cambio en la 
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legislación: los amos lograron que Andrés 
Santa Cruz expidiera, el 28 de febrero de 
1830, un decreto para modificar el proceso 
de manumisión que anuló la libertad de 
los nacidos a partir del 6 de agosto de 
1825, reestableciendo así legalmente la 
esclavitud en Bolivia.

Finalmente, esta fue definitivamente 
abolida bajo el gobierno de Manuel Isidoro 
Belzú en el año 1851, estableciéndose en 
el artículo 1 de la Constitución política que 
“todo hombre nace libre en Bolivia, todo 
hombre recupera su libertad al pisar su 
territorio. La esclavitud no existe ni puede 
existir en él” (Valencia Llano, 2003: 166).

Aún así, la situación social de los negros 
en Bolivia siguió estando signada por la 
explotación y la marginación, ya que en las 
plantaciones estos continuaban viviendo 
en condiciones de semiesclavitud, eran 
obligados a trabajar gratuitamente para 
el patrón de la hacienda tres días de cada 
semana, cumplían una jornada de trabajo 
sin descanso y eran castigados con latigazos 
cuando disminuía su rendimiento. Por otra 
parte, tenían prohibido estudiar, por lo que 
todos los afrobolivianos de edad avanzada 
son analfabetos. Esta situación persistió 
hasta la reforma agraria de 1952, realizada 
tras la revolución de ese año.

Actualmente la mayoría de los 
afrobolivianos habitan en las tierras de las 
antiguas haciendas, formando pequeñas 
comunidades de entre diez y treinta familias 
que habitan en viviendas esparcidas en las 
vastas laderas yungueñas. Comparten las 
tierras con vecinos indígenas, de lengua y 
cultura aymara, por lo que han adoptado 
muchas costumbres de esa comunidad. 
Como señala Juan Angola Maconde, si 
bien en el último medio siglo se produjeron 
mejoras considerables en la vida de los 
afrobolivianos –la eliminación del trabajo 
gratuito forzado y la instauración de un 
sistema escolar rudimentario–, la mayor 
parte de esta población todavía se ve 
obligada a trabajar la tierra para producir 
coca, el único producto que les resulta 
rentable debido a las posibilidades de 
exportación al altiplano. Es decir que, 
si bien ya no reciben latigazos, los 
afrobolivianos todavía padecen el flagelo 
de la pobreza y la miseria, con una jornada 
promedio que está por debajo del dólar 
diario, representando así el sector más 
marginado del altiplano (Angola Maconde, 
1999: 13).

Legislación nacional 
sobre afrodescendientes

Una vez proclamada la República en el año 
1825, la Asamblea Constituyente del año 
siguiente sancionó la primera Constitución 
de Bolivia. Respecto de la esclavitud, la 
Carta Magna estableció en su artículo 11, 
inciso 5, que son bolivianos “todos los 
que hasta el día han sido esclavos; y por lo 
mismo quedarán, de hecho, libres en el acto 
de publicarse esta Constitución. Por una ley 
especial, se determinará la indemnización 
que se debe hacer a sus antiguos dueños” 
(Congreso General Constituyente de la 
República Boliviana, 1826). Sin embargo, 
como vimos anteriormente, esto no implicó 
el fin de la esclavitud, la cual fue abolida en 
la Constitución del año 1851 que establece 
en su artículo 1, referido al derecho público 
de los bolivianos, que “todo hombre nace 
libre en Bolivia, todo hombre recupera su 
libertad al pisar su territorio. La esclavitud 
no existe ni puede existir en él” (República 
de Bolivia, 1851).

Si bien las constituciones nacionales 
posteriores en Bolivia mantuvieron en 
sus diversos textos un artículo relativo 
a la esclavitud, estableciendo, con 
variaciones menores entre una y otra, que 
“la esclavitud no existe en Bolivia. No se 
reconoce ningún género de servidumbre y 
nadie podrá ser obligado a prestar trabajos 
personales sin la justa retribución y sin su 
pleno consentimiento”, no se incorporó en 
lo sucesivo ningún artículo concerniente 
a la situación específica de la población 
afrodescendiente.

Sí existieron, en cambio, diversos 
decretos que, pese a su carácter general, 
influyeron sobre determinados aspectos 
de la situación específica del pueblo 
afrodescendiente. Entre estos, podemos 
destacar el Decreto Supremo Nº 319 
promulgado en 1945 por el presidente 
de facto Gualberto Villarroel, que en su 
artículo 1 declaró abolidos los servicios de 
pongueaje y mitanaje, a la vez que decretó 
la prohibición a “las autoridades, ya sean 
administrativas, judiciales, eclesiásticas, 
provinciales, cantonales, etc., de obligar 
a los indígenas colonos, comunitarios o 
residentes de ciudades y pueblos a prestar 
servicios gratuitos” (Gómez Martínez, 
1989). Pese a tener gran importancia porque 
tendía a eliminar las formas de explotación 
semiesclava del trabajo humano, esta 
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legislación no se aplicó en la práctica, 
por lo cual en los hechos continuaron 
perpetuándose las condiciones de 
semiesclavitud de la población indígena y 
afrodescendiente. De hecho, el pongueaje 
y el mitanaje debieron ser formalmente 
abolidos nuevamente en el año 1953 como 
parte de las transformaciones impulsadas 
por la revolución del año anterior.

En cuanto a la incorporación de la variable 
étnico-cultural a la Constitución de Bolivia, 
un importante paso fue la redacción del 
artículo 1 introducido por la reforma 
constitucional del año 1994, que en el 
marco de la definición de la forma de 
Estado y de gobierno estableció: “Bolivia, 
libre, independiente, soberana, multiétnica 
y pluricultural, constituida en República 
unitaria, adopta para su gobierno la 
forma democrática representativa, 
fundada en la unión y la solidaridad 
de todos los bolivianos” (República de 
Bolivia, 1967)12. Si bien la Constitución no 
incorporó ningún otro artículo tendiente 
a la inclusión afirmativa del colectivo 
afrodescendiente, este artículo resulta 
importante en la medida en que implicó 
por primera vez el reconocimiento por 
parte del Estado boliviano de su propia 
diversidad étnico-cultural, que hasta ese 
momento nunca había sido considerada 
en las constituciones precedentes. De 
hecho, el texto de la Constitución nacional 
sancionada en el año 1967, al definir la 
forma de Estado y de gobierno, establecía: 
“Bolivia, libre, independiente y soberana, 
constituida en República unitaria, adopta 
para su gobierno la forma democrática 
representativa” (República de Bolivia, 
1967).

Para la sanción de una ley específica sobre 
los afrodescendientes habría que esperar 
recién hasta el año 2008, cuando, bajo el 
gobierno de Evo Morales, el Congreso 
sancionó la Ley Nº 234 de Reconocimiento 
del Pueblo Afrodescendiente de 
Bolivia13, estableciendo por primera 
vez el reconocimiento de sus derechos 
colectivos, de la misma manera en que lo 
había hecho anteriormente respecto de los 
pueblos indígenas del país. Así, en cuanto 
a la igualdad jurídica, se estableció que 
“el Pueblo Afrodescendiente de Bolivia 
goza de todos los derechos, garantías y 
obligaciones que establece la Constitución 
Política del Estado, leyes, tratados y 
convenios nacionales e internacionales 
que salvaguardan a los pueblos indígenas 

y originarios” (art. 1). Asimismo, el 
artículo 2 dispuso lo siguiente: “Bolivia 
libre, independiente, soberana, 
multiétnica y pluricultural reconoce al 
Pueblo Afrodescendiente de Bolivia su 
derecho a conservar, reforzar sus propias 
instituciones: políticas, económicas, 
sociales y culturales, avalando para efecto 
su cultura, historia, sus usos y costumbres, 
su identidad, valores y lenguas”.

Respecto de las autoridades naturales 
del pueblo afrodescendiente, el artículo 
3 determinó que estas “podrán ejercer 
funciones de administración en aplicación 
a normas propias de acuerdo a sus usos, 
costumbres, y procedimientos, siempre y 
cuando no sean contrarias a la Constitución 
Política del Estado y leyes vigentes en 
el país”. Como forma de difusión de las 
costumbres culturales características 
del pueblo afrodescendiente se declaró 
a la Saya Afroboliviana como Patrimonio 
Cultural de Bolivia (art. 4) y se estipuló 
finalmente que “el Poder Ejecutivo, las 
Prefecturas y los Municipios respectivos 
quedan encargados de desarrollar políticas 
de fomento, promoción, preservación y 
difusión de la cultura afroboliviana” (art. 5). 

Esta ley constituyó un paso significativo 
en el reconocimiento por parte del Estado 
de los derechos colectivos del pueblo 
afrodescendiente en Bolivia, y fue el preludio 
de su incorporación al texto constitucional. 
De hecho, la nueva Constitución política 
sancionada en enero del año 200914  
representa un importante avance en la 
medida en que incorpora por primera vez 
los derechos de los afrodescendientes con 
rango constitucional. Este reconocimiento 
de la diversidad étnica, manifiesto en 
el preámbulo de la nueva Constitución 
boliviana, parte de los nuevos principios a 
partir de los cuales se concibe el Estado de 
Bolivia:

“Un Estado basado en el respeto 
e igualdad entre todos, con 
principios de soberanía, dignidad, 
complementariedad, solidaridad, 
armonía y equidad en la distribución 
y redistribución del producto social, 
donde predomine la búsqueda del 
vivir bien; con respeto a la pluralidad 
económica, social, jurídica, política 
y cultural de los habitantes de esta 
tierra; en convivencia colectiva con 
acceso al agua, trabajo, educación, 
salud y vivienda para todos”.

  12 Dicho artículo fue 
modificado por la Ley Nº 1585 

del 12 de agosto de 1994.

13 Las citas textuales que 
presentamos a continuación 

de la Ley Nº 234/2008 
han sido tomadas del 

Compendio Normativo 
Regional Afrodescendiente 

de América Latina. Acciones 
afirmativas a favor del 

pueblo afrodescendiente 
de América Latina y 

legislación antidiscriminatoria 
(Afroamérica XXI, 2009: 26).

 14 Todas las citas textuales 
que incluimos a continuación 

han sido tomadas del texto 
de la Constitución Política del 

Estado de Bolivia (República de 
Bolivia, 2009b).
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Se trata de un Estado que se concibe en 
ruptura con un modelo anterior: 

“Dejamos en el pasado el Estado 
colonial, republicano y neoliberal. 
Asumimos el reto histórico de construir 
colectivamente el Estado Unitario 
Social de Derecho Plurinacional 
Comunitario, que integra y articula 
los propósitos de avanzar hacia una 
Bolivia democrática, productiva, 
portadora e inspiradora de la paz, 
comprometida con el desarrollo 
integral y con la libre determinación 
de los pueblos” (preámbulo).

A partir de esta nueva Constitución 
política se entiende que “la diversidad 
cultural constituye la base esencial del 
Estado Plurinacional Comunitario. La 
interculturalidad es el instrumento para 
la cohesión y la convivencia armónica 
y equilibrada entre todos los pueblos y 
naciones. La interculturalidad tendrá lugar 
con respeto a las diferencias y en igualdad 
de condiciones” (art. 98). Esta nueva 
concepción del Estado se expresa en el 
artículo 1 de la Constitución:

“Bolivia se constituye en un Estado 
Unitario Social de Derecho Plurinacional 
Comunitario, libre, independiente, 
soberano, democrático, intercultural, 
descentralizado y con autonomías. 
Bolivia se funda en la pluralidad y 
el pluralismo político, económico, 
jurídico, cultural y lingüístico, dentro 
del proceso integrador del país”.

Esta redefinición es la que posibilita 
avanzar en la construcción de una 
concepción pluriétnica de la nación, 
expresada en avances muy importantes 
en materia de legislación relativa a los 
distintos colectivos étnico-culturales. Esta 
concepción se presenta como uno de los 
pilares centrales del Estado, cuyos fines 
y funciones esenciales son definidos en 
el artículo 9, del que hemos extraído los 
pasajes más significativos a los fines 
del presente estudio: “Constituir una 
sociedad justa y armoniosa, cimentada en 
la descolonización, sin discriminación ni 
explotación, con plena justicia social, para 
consolidar las identidades plurinacionales”, 
y “garantizar el bienestar, el desarrollo, la 
seguridad y la protección e igual dignidad 
de las personas, las naciones, los pueblos 
y las comunidades, y fomentar el respeto 
mutuo y el diálogo intracultural, intercultural 

y plurilingüe”. Conviene señalar también 
el inciso 3, que establece: “Reafirmar y 
consolidar la unidad del país, y preservar 
como patrimonio histórico y humano la 
diversidad plurinacional”. Asimismo, el 
espíritu de la nueva Constitución política 
de la República de Bolivia fue concebido en 
concordancia con los convenios y tratados 
internacionales en materia de derechos 
humanos (art. 13 inc. IV)15. 

Por su parte, el artículo 14 en sus incisos II 
y III dispone:

“II. El Estado prohíbe y sanciona toda 
forma de discriminación fundada 
en razón de sexo, color, edad, 
orientación sexual, identidad de 
género, origen, cultura, nacionalidad, 
ciudadanía, idioma, credo religioso, 
ideología, filiación política o filosófica, 
estado civil, condición económica o 
social, tipo de ocupación, grado de 
instrucción, discapacidad, embarazo, 
u otras que tengan por objetivo o 
resultado anular o menoscabar el 
reconocimiento, goce o ejercicio, 
en condiciones de igualdad, de los 
derechos de toda persona.
III. El Estado garantiza a todas las 
personas y colectividades, sin 
discriminación alguna, el libre y eficaz 
ejercicio de los derechos establecidos 
en esta Constitución, las leyes y los 
tratados internacionales de derechos 
humanos”.

Bajo estos principios de reconocimiento 
de la diversidad étnica, social, religiosa 
y cultural como ejes constitutivos de los 
derechos humanos, el Estado de Bolivia 
reconoce por primera vez a la población 
afrodescendiente como parte constitutiva 
del pueblo boliviano, estableciéndose 
en el artículo 3 que “la nación boliviana 
está conformada por la totalidad de las 
bolivianas y los bolivianos, las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos, 
y las comunidades interculturales y 
afrobolivianas que en conjunto constituyen 
el pueblo boliviano”. En relación con lo 
anterior, el artículo 21 establece, como 
parte de los derechos civiles, el derecho 
a la autoidentificación cultural. Esto 
representa un avance en la equiparación 
de los derechos de los afrodescendientes 
con los obtenidos por las comunidades 
indígenas, estableciendo el artículo 32 que 
“el pueblo afroboliviano goza, en todo lo 
que corresponda, derechos económicos, 

15 El inciso IV del artículo 13 
ha sido citado en la primera 
parte de este trabajo, en el 
apartado “El marco jurídico 
internacional y regional en 
torno a los derechos humanos 
y la discriminación”, al hacer 
referencia a la incorporación 
de instrumentos de derecho 
internacional en la nueva 
Constitución Política del Estado 
de Bolivia.
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sociales, políticos y culturales reconocidos 
en la Constitución para las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos”. 
Este artículo nos remite al artículo 30 
de la nueva Constitución, que define 
los derechos de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos, a los 
cuales han sido equiparados los derechos 
de los afrodescendientes. De esta manera, 
el artículo 30 en su inciso II estipula: 

“II. En el marco de la unidad del Estado 
y de acuerdo con esta Constitución 
las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos gozan de los 
siguientes derechos:
1. A existir libremente.
2. A su identidad cultural, creencia 
religiosa, espiritualidades, prácticas 
y costumbres, y a su propia 
cosmovisión.
3. A que la identidad cultural de cada 
uno de sus miembros, si así lo desea, 
se inscriba junto a la ciudadanía 
boliviana en su cédula de identidad, 
pasaporte u otros documentos de 
identificación con validez legal.
4. A la libre determinación y 
territorialidad.
5. A que sus instituciones sean parte 
de la estructura general del Estado.
6. A la titulación colectiva de tierras y 
territorios.
7. A la protección de sus lugares 
sagrados.
8. A crear y administrar sistemas, 
medios y redes de comunicación 
propios.
9. A que sus saberes y conocimientos 
tradicionales, su medicina tradicional, 
sus idiomas, sus rituales y sus símbolos 
y vestimentas sean valorados, 
respetados y promocionados.
10. A vivir en un medio ambiente 
sano, con manejo y aprovechamiento 
adecuado de los ecosistemas.
11. A la propiedad intelectual 
colectiva de sus saberes, ciencias 
y conocimientos, así como a su 
valoración, uso, promoción y 
desarrollo.
12. A una educación intracultural, 
intercultural y plurilingüe en todo el 
sistema educativo.
13. Al sistema de salud universal y 
gratuito que respete su cosmovisión 
y prácticas tradicionales.
14. Al ejercicio de sus sistemas 
políticos, jurídicos y económicos 
acorde a su cosmovisión.

15. A ser consultados mediante 
procedimientos apropiados, y en 
particular a través de sus instituciones, 
cada vez que se prevean medidas 
legislativas o administrativas 
susceptibles de afectarles. En este 
marco, se respetará y garantizará 
el derecho a la consulta previa 
obligatoria, realizada por el Estado, de 
buena fe y concertada, respecto a la 
explotación de los recursos naturales 
no renovables en el territorio que 
habitan.
16. A la participación en los beneficios 
de la explotación de los recursos 
naturales en sus territorios.
17. A la gestión territorial indígena 
autónoma, y al uso y aprovechamiento 
exclusivo de los recursos naturales 
renovables existentes en su territorio 
sin perjuicio de los derechos 
legítimamente adquiridos por 
terceros.
18. A la participación en los órganos 
e instituciones del Estado”.

Como complemento de lo anterior, el 
artículo 78 que legisla sobre las cuestiones 
relativas a la educación, define en su 
inciso II que “la educación es intracultural, 
intercultural y plurilingüe en todo el 
sistema educativo”, lo que se corresponde 
con lo establecido por el artículo 80: “la 
educación contribuirá al fortalecimiento 
de la unidad e identidad de todas y todos 
como parte del Estado Plurinacional, 
así como a la identidad y desarrollo 
cultural de los miembros de cada nación 
o pueblo indígena originario campesino, 
y al entendimiento y enriquecimiento 
intercultural dentro del Estado”.

Respecto de una de las problemáticas 
centrales que atañen a las poblaciones 
afrodescendientes, como es la cuestión 
de la propiedad de las tierras para ser 
cultivadas, el artículo 395 de la nueva 
Constitución política establece:

“I. Las tierras fiscales serán dotadas 
a indígena originario campesinos, 
comunidades interculturales 
originarias, afrobolivianos y 
comunidades campesinas que 
no las posean o las posean 
insuficientemente, de acuerdo con 
una política estatal que atienda a las 
realidades ecológicas y geográficas, 
así como a las necesidades 
poblacionales, sociales, culturales y 
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económicas. La dotación se realizará 
de acuerdo con las políticas de 
desarrollo rural sustentable y la 
titularidad de las mujeres al acceso, 
distribución y redistribución de la 
tierra, sin discriminación por estado 
civil o unión conyugal.
II. Se prohíben las dobles dotaciones y 
la compraventa, permuta y donación 
de tierras entregadas en dotación”.

A los efectos de la puesta en práctica y 
la efectivización del reconocimiento de la 
diversidad étnico-cultural contemplada por 
la nueva Constitución política, el Estado 
boliviano aprobó el 7 de febrero de 2009 el 
Decreto Supremo Nº 29894, que establece 
la estructura organizativa del Órgano 
Ejecutivo del Estado Plurinacional16, así 
como las atribuciones del presidente, 
el vicepresidente y los ministros. Este 
decreto dispone la creación del Ministerio 
de Culturas, que a su vez contiene los 
viceministerios de Descolonización y de 
Interculturalidad. Este último representa un 
paso muy importante en lo que respecta a 
hacer del reconocimiento de la diversidad 
étnico-cultural una cuestión de Estado, 
puesto que es la primera vez en la historia 
del país que la cultura adquiere un lugar 
importante dentro de la estructura del 
Estado boliviano, elevándose su rango de 
viceministerio a ministerio.

Algunas de las atribuciones del Ministro 
de Culturas, según dispone el mencionado 
decreto en su artículo 115, consisten en:

“a) Formular y ejecutar políticas de 
protección y difusión de las culturas 
existentes en el país. […]
c) Implementar la participación de 
las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, comunidades 
interculturales y afrobolivianas en la 
toma de decisiones de las políticas 
culturales. […]
f) Formular y desarrollar políticas que 
contribuyan a que la diversidad cultural 
y los procesos de interculturalidad 
sean la base del desarrollo nacional.
g) Coordinar la formulación de políticas 
culturales para la descolonización en 
el Estado Plurinacional.
h) Promover la investigación, 
difusión y prácticas de culturas 
ancestrales y naciones originarias 
y pueblos indígenas desde el punto 
de vista antropológico, sociológico, 
arquitectónico, arqueológico, 

religioso, etnográfico y económico.
i) Coordinar con ministerios y entidades 
territoriales descentralizadas 
y autónomas actividades que 
promuevan la descolonización y las 
prácticas interculturales. […]
m) Elaborar políticas de protección 
y promoción del patrimonio 
inmaterial y la riqueza cultural de 
las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, comunidades 
interculturales y afrobolivianas. […]
o) Formular e implementar políticas 
de prevención del racismo y cualquier 
otra forma de discriminación.
p) Formular e implementar políticas 
de recuperación de la memoria 
histórica de los pueblos indígena 
originario campesinos, comunidades 
interculturales y afrobolivianas.
q) Implementar proyectos y 
programas de inclusión de las 
naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, comunidades 
interculturales y afrobolivianas en el 
Estado Plurinacional.
r) Establecer políticas de introducción 
de los saberes de las naciones 
y pueblos indígena originario 
campesinos, comunidades 
interculturales y afrobolivianas en 
el Sistema Educativo Nacional en 
coordinación con el Ministerio de 
Educación.
s) Fomentar la apertura de mercados 
para la producción artística y artesanal 
de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, comunidades 
interculturales y afrobolivianas”.

Por su parte, las atribuciones del 
Viceministro de Descolonización son, entre 
otras:

“c) Fomentar la participación de 
las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, comunidades 
interculturales y afrobolivianas en la 
Administración Pública del Estado 
Plurinacional.
d) Implementar políticas y 
acciones de revalorización de los 
conocimientos y saberes ancestrales 
de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos, comunidades 
interculturales y afrobolivianas 
(República de Bolivia, 2009a). […]
g) Promover la interculturalidad como 
instrumento de desarrollo que genere 
expresiones culturales compartidas, 

16 Todas las citas textuales 
que incluimos a continuación 
han sido tomadas del texto del 
Decreto Supremo Nº 29894 
(República de Bolivia, 2009a).
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adquiridas en base al respeto mutuo 
y de la convivencia social armónica”.

En cuanto a las atribuciones del Viceministro 
de Interculturalidad, se destacan las 
siguientes:

“a) Fomentar el diálogo intercultural 
entre las distintas naciones y pueblos 
indígena originario campesinos, 
comunidades interculturales y 
afrobolivianas. […]
d) Fomentar la participación activa 
de la sociedad civil en la protección 
y promoción de la diversidad de las 
expresiones culturales, mediante 
la implementación de programas y 
proyectos. […]
k) Promover el rescate de las 
costumbres milenarias vinculadas a 
la ritualidad, la medicina tradicional, 
las expresiones religiosas y festivas, 
apoyando su conservación y difusión 
como estrategia de soberanía cultural” 
(República de Bolivia, 2009a).

En lo que respecta a los planes de acción, 
Bolivia aún no cuenta con programas 
específicos orientados al colectivo 
afrodescendiente, sino con un plan macro 
que, aunque de carácter general, contempla 
el reconocimiento de los derechos de 
los afrodescendientes. Se trata del Plan 
Nacional de Acción de Derechos Humanos 
“Bolivia Digna Para Vivir Bien” (PNADH), 
el cual fue aprobado mediante el Decreto 
Nº 29851 del 10 de diciembre de 2008. Su 
objetivo es orientar las políticas públicas 
en materia de derechos humanos en el 
período 2009-2013 con el fin de reforzar los 
mecanismos de promoción, protección, 
defensa, realización y ejercicio efectivo 
de los derechos humanos, entre los que 
se incluyen los del pueblo afroboliviano 
sancionados posteriormente en la nueva 
Constitución política.

Chile
Antecedentes 
históricos de la 
presencia de los 
afrodescendientes
Históricamente ha sido muy generalizada 
la creencia de que en Chile no existen gran 
cantidad de afrodescendientes debido a que 
la presencia de negros en la época colonial 
no habría sido allí muy significativa. No 
obstante, esta consideración, que comenzó 
a ser puesta en cuestión de modo creciente 
por diversos investigadores y múltiples 
organizaciones de la sociedad civil, se 
contradice con los registros históricos, 
que revelan una importante presencia 
de negros en la región. De hecho, los 
negros esclavizados ingresaron al actual 
territorio chileno ya desde las primeras 
expediciones españolas. Así, Diego de 
Almagro, conquistador de Chile, llevó 
consigo un gran número de esclavos 
en las exploraciones de 1535 cuando 
arribó por primera vez a ese territorio; 
y posteriormente, cuando se inició la 
conquista en el año 1540, desembarcaron 
con Pedro de Valdivia unos 150 españoles 
y aproximadamente 10 negros.

Una vez establecida la esclavitud en Chile, 
la presencia de negros se incrementó 
debido a la trata, realizándose el tráfico 
en sus comienzos a través del “circuito 
del Pacífico”, el cual se originaba en 
África, atravesaba Cartagena de Indias, 
Panamá y el puerto del Callao en Perú, y 
desembocaba en el puerto de Valparaíso. 
La segunda ruta más directa partía desde 
Buenos Aires y pasaba por Cuyo hasta 
llegar a Mendoza; desde allí atravesaba 
la cordillera hasta el valle de Aconcagua, 
donde los esclavos negros eran derivados 
a Santiago o a Valparaíso, ciudad que 
durante el siglo XVIII se constituyó en un 
importante puerto del mercado esclavista, 
desde el cual los negros eran trasladados 
hacia las plantaciones.

De esta manera, llegó a haber una gran 
cantidad de negros en distintas zonas 
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del país. A este respecto, el historiador 
Gonzalo Vial Correa señala que “hacia el 
año 1558 el número de negros, mulatos y 
zambos bordeaba en Chile los 5.000 contra 
2.400 españoles, 17.000 mestizos y 48.000 
indígenas” (Vial Correa, 1996: 321).

Sin embargo, como señalan 
actualmente diversas organizaciones de 
afrodescendientes chilenos, tales como Oro 
Negro o Lumbanga, el desconocimiento que 
caracteriza a la historia de Chile respecto 
de la presencia afro los mantuvo “ocultos” 
durante años. De hecho, aun cuando los 
textos escolares hacen breves menciones 
a pequeños contingentes de esclavos 
africanos que llegaron al país, no describen 
su adaptación al territorio, sus actividades 
agrícolas ni su desarrollo cultural, y su 
pretendida posterior “ausencia” se explica 
en función de su escasa capacidad de 
adaptación al nuevo clima, motivo por el 
cual se habrían extinguido.

Por su parte, Diego Barros Arana plantea, 
en su conocida Historia General de Chile, 
que a medida que aumentaba el mestizaje 
los negros se fueron volviendo cada vez 
más caros. Al resultar muy costosos para 
la austera aristocracia local, Chile se fue 
convirtiendo progresivamente en un 
país vendedor de esclavos, destinados 
centralmente al Perú, cuestión que sería el 
motivo por el cual la presencia de negros 
en el país no fue significativa en su historia 
posterior (Barros Arana, 1999: 317).

No obstante, si bien no se cuenta con 
documentación precisa para establecer la 
cantidad exacta de población negra existente 
en Chile entre los siglos XVII y XVIII, época 
de mayor apogeo de la esclavitud, se estima 
que esta fue relativamente considerable, 
gracias a los datos obtenidos en 1778 
por el empadronamiento de la población 
encargado por el gobernador Agustín de 
Jáuregui, que determinó que, de un total 
de 259.646 habitantes, unos 25.508 tenían 
sangre negra –aproximadamente un 
10%–, asentados mayoritariamente entre 
Atacama y el río Maule (Archivo Nacional 
de Chile, 1953: 4)17.

De hecho, históricamente la población negra 
en Chile tendió a concentrarse en la actual 
ciudad de Arica, ubicada en el extremo 
norte del país. Esta ciudad, fundada en el 
año 1570, perteneció hasta 1929 al Perú, 
momento a partir del cual pasó a integrar 
el territorio chileno como resultado de la 

firma del denominado Tratado de Lima. Ya 
desde los comienzos del período colonial, 
Perú fue uno de los destinos principales de 
los contingentes negros, los cuales eran 
llevados hacia los valles costeros para ser 
incorporados como mano de obra en las 
tareas rurales y la servidumbre doméstica. 
La gran mayoría de estos negros eran 
criollos de las Antillas u originarios de 
diversos pueblos del Congo y Angola, que 
llegaban a través de la ruta del Caribe, 
Panamá y Colombia.

Los esclavos negros fueron trasladados 
principalmente a Arica por ser esta ciudad 
un polo comercial muy dinámico en la 
región, dotado de un puerto desde donde 
zarpaban las mercancías de plata extraídas 
en Potosí, Bolivia, rumbo a Europa. 
Por la presencia del valle de Azapa (en 
aimara: jasapa, “tierra blanda y suave”), 
situado al interior de la Región de Arica y 
Parinacota, esta localidad se erigía como 
una suerte de oasis en medio del desierto, 
donde se plantaba caña de azúcar y se 
sembraba algodón, principales cultivos 
que concentraban la mano de obra negra, 
muy abundante en la zona.

A este lugar también llegaron 
afrodescendientes libres del norte de Perú 
que compraron tierras en el valle de Azapa 
y cultivaron allí algodón y caña de azúcar, 
importantes fuentes de ingresos para Arica. 
Más tarde, estos se dedicaron también a la 
producción de aceite y aceitunas, productos 
que en la actualidad son representativos de 
la producción de este oasis de vegetación.
Esta gran concentración de población negra 
en la región hizo que hacia el año 1871 los 
negros y sus descendientes representaran 
el 58% de la población ariqueña, mientras 
que la población blanca sólo ascendía al 
23,9 %.

El 11 de octubre de 1811, el Primer 
Congreso Nacional estableció, a partir de la 
iniciativa de Manuel de Salas, importante 
intelectual y político, la libertad de vientres, 
consistente en declarar libres a los hijos de 
esclavos que nacieran a partir de entonces 
en el país, como así también a todos los 
esclavos que permanecieran por más de 
seis meses en el territorio. No obstante 
esto, si bien la comercialización de esclavos 
disminuyó considerablemente, esta siguió 
desarrollándose en el país.

Posteriormente, los negros jugaron 
un importante papel en la lucha por la 

17 Véase también Instituto 
Nacional de Estadísticas 
(2009).
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independencia chilena18 puesto que dos 
batallones (el 7º y el 8º) del Ejército de 
los Andes fueron compuestos por negros 
africanos y criollos reclutados por San 
Martín en Argentina. En efecto, en el año 1817 
arribó a Chile un importante contingente 
de esclavos negros provenientes de la ruta 
de Cuyo, compuesto por 270 procedentes 
de Mendoza, 230 procedentes de San Juan 
y 42 provenientes de San Luis. Al respecto, 
el historiador Juan Carlos Bataller afirma:

“El Ejército de los Andes se formó con 
tropas de los ejércitos del norte y del 
litoral, con la base para la caballería de 
los cuatro escuadrones del regimiento 
de Granaderos a Caballo (creado por 
San Martín), pero el mayor aporte 
lo hizo la misma Cuyo, con un gran 
número de voluntarios, incluidos los 
negros esclavos y los libertos, que 
hasta entonces poco eran tenidos en 
cuenta” (Bataller, s/f).

El 24 de julio de 1823, por iniciativa de 
José Manuel Infante, se promulgó la ley 
que abolió definitivamente la esclavitud 
en Chile estableciendo que “son libres 
cuantos hombres son nacidos desde 1811 
y cuantos nazcan en el territorio de la 
República; son libres cuantos pisen el suelo 
de la República: cuantos hasta hoy han sido 
esclavos, son libres desde la sanción de 
este acuerdo” (Museo Histórico Nacional 
de Chile, s/f: 3). De esta manera, Chile pasó 
a ser el segundo país en el mundo después 
de Dinamarca en abolir la esclavitud.

Legislación nacional 
sobre afrodescendientes

A pesar de que en la región de Arica, 
particularmente en el valle de Azapa, 
existe una gran cantidad de población 
afrodescendiente –si bien no ha sido 
oficialmente censada, se estima en 
aproximadamente 3 mil personas– (Cámara 
de Diputados del Congreso Nacional de 
Chile, 2009), la necesidad de preservación 
de su identidad cultural aún no ha sido 
contemplada por la legislación vigente en el 
país. De hecho, Chile no cuenta con leyes o 
decretos que atiendan la situación específica 
de los afrodescendientes, ni tampoco ha 
suscripto tratados internacionales en este 
sentido, convirtiéndose de esta manera en 
el país de la región menos comprometido 
con esta cuestión. Este hecho fue señalado 
por el Consejo de Derechos Humanos de 

Naciones Unidas en la audiencia que Chile 
mantuvo con este organismo en mayo de 
2009, en el marco del proceso de Examen 
Periódico Universal (EPU) que enfrentan los 
estados cada cuatro años a los efectos de 
dar cuenta ante el sistema internacional de 
sus avances y desafíos en el cumplimiento 
de los estándares mundiales de protección 
de los derechos humanos. En este sentido, 
las principales observaciones realizadas 
al Estado chileno por parte del Consejo 
de Derechos Humanos tienen que ver con 
el retraso en la ratificación de una serie 
de tratados internacionales de derechos 
humanos y con otros aspectos calificados 
como “déficit de implementación de las 
obligaciones de derechos humanos”, 
tales como las limitaciones que afectan el 
recurso de habeas corpus, la inexistencia 
de instituciones creadas especialmente 
para proteger las garantías fundamentales 
y las barreras en el acceso a la justicia, 
además de una serie de restricciones en 
el reconocimiento y la protección de los 
derechos humanos de grupos específicos 
y minorías, tales como las mujeres, las 
minorías sexuales y los pueblos originarios, 
y escasos avances en la lucha contra la 
discriminación (Mapuexpress, 2009). 

Asimismo, son escasos los artículos de 
la Constitución vigente –sancionada en 
el año 1980 y modificada en 1989, 1991, 
1994, 1997, 1999, 2000, 2001, 2003, 2005, 
2007, 2008 y 2009– dedicados a la lucha 
contra la discriminación. Entre ellos, el 
artículo 19 de la Constitución política, en 
su inciso 2, asegura la igualdad ante la 
ley: “En Chile no hay persona ni grupo 
privilegiados. En Chile no hay esclavos y el 
que pise su territorio queda libre. Hombres 
y mujeres son iguales ante la ley. Ni la 
ley ni autoridad alguna podrán establecer 
diferencias arbitrarias” (Biblioteca del 
Congreso Nacional de Chile, 2005).

No obstante esto, no existen en la 
Constitución nacional artículos relativos a 
la preservación y el reconocimiento de los 
derechos de los diversos colectivos étnico-
culturales que componen la nación. De 
hecho, la reforma constitucional impulsada 
a los efectos de incorporar los derechos de 
los pueblos indígenas a la Constitución 
nacional fue rechazada por la Comisión 
de Constitución, Legislación y Justicia 
del Senado chileno el 3 de julio de 2002. 
El reconocimiento de los derechos de los 
pueblos originarios en la Constitución 
política del Estado es una aspiración de larga 

18 La historia de Chile recuerda 
la heroica participación del 
batallón de “Infantes de la 

Patria”, formado por 200 
negros y mulatos, en la batalla 

de Maipú.



51

data de las distintas comunidades indígenas 
de Chile, así como también de importantes 
sectores de la sociedad, y constituye una 
demanda históricamente planteada por las 
organizaciones representativas de estos 
pueblos desde fines del gobierno militar, 
quedando plasmada en el Acuerdo de 
Nueva Imperial en el año 1989, así como en 
la propuesta enviada al Congreso nacional 
por el primer gobierno de la Concertación 
en el año 1991.

La Ley Indígena Nº 19253 promulgada 
el 5 de octubre de 1993, si bien no posee 
rango constitucional, estableció por 
primera vez normas para la protección, 
el fomento y el desarrollo de los pueblos 
indígenas. Esta ley satisfizo un reclamo 
histórico de los pueblos indígenas: el 
reconocimiento de su existencia en el 
territorio con anterioridad a la creación 
del Estado chileno. Así, por primera vez en 
la historia de Chile, los indígenas fueron 
reconocidos jurídicamente como entidades 
cultural e históricamente diferenciadas, 
como “agrupaciones humanas”, o como 
“etnias”, sujetos colectivos de derechos.

Entre los aspectos más significativos de 
esta ley se destacan las normas legales 
para acreditar la calidad de indígena; la 
necesidad de que los censos de población 
nacional determinen la población indígena 
existente en el país; la obligación del Estado 
de promover las culturas aborígenes, 
entendiendo que forman parte del 
patrimonio de la nación chilena; la sanción 
económica por un monto de uno a cinco 
ingresos mínimos mensuales para aquellos 
que incurran en el delito de discriminar a 
los indígenas por su condición de tales.

Esta ley estableció la creación de la 
Corporación Nacional de Desarrollo 
Indígena (CONADI), organismo público 
encargado de promover, coordinar y ejecutar 
la política pública indígena, a través de 
cuyos programas se impulsan la restitución 
de tierras y aguas, el fortalecimiento 
cultural y el desarrollo de los pueblos 
indígenas. Asimismo, la norma contempla 
la participación y consulta indígena en 
órganos definidos explícitamente, como 
el propio Consejo Nacional de la CONADI 
y los consejos indígenas en el caso de 
las subdirecciones, a la vez que define 
el deber de los organismos públicos de 
considerar las opiniones y propuestas de 
las comunidades indígenas a la hora de 
diseñar las políticas públicas orientadas 

al sector (Gobierno de Chile, Ministerio de 
Planificación y Corporación Nacional de 
Desarrollo Indígena, 2008).

Esta nueva legislación, que constituye 
un importante paso adelante en el 
reconocimiento de la diversidad étnico-
cultural, no fue complementada con una 
norma que refiera de forma específica 
al reconocimiento de los derechos de la 
población afrodescendiente.

Para avanzar en este sentido, en agosto 
de 2009 se presentó al Parlamento chileno 
un proyecto de ley para el reconocimiento 
de los afrodescendientes en el país19, el 
cual está siendo estudiado y discutido 
actualmente en la Comisión de Derechos 
Humanos. Este proyecto, presentado por 
los diputados Antonio Leal (Partido por la 
Democracia, PPD), Iván Paredes (Partido 
Socialista, PS), Fulvio Rossi (PS), Carolina 
Goic (Partido Demócrata Cristiano, DC) y 
Ximena Valcarce (Renovación Nacional, 
RN), reconoce en primera instancia el gran 
desconocimiento existente en torno a la 
población afrodescendiente y la carencia 
de instrumentos adecuados que releven 
su realidad socioeconómica y cultural. Su 
objetivo es lograr por parte del Estado de 
Chile el reconocimiento de la existencia 
de la etnia afrodescendiente que habita 
su territorio así como del derecho de sus 
comunidades e integrantes a conservar, 
desarrollar y fortalecer su identidad, 
instituciones y tradiciones sociales y 
culturales.

El proyecto determina que serán 
considerados afrodescendientes todos 
aquellos individuos que presenten 
características raciales específicas propias 
de su origen y/o que se autorreconozcan 
como tales. Asimismo, dispone que los 
censos de población nacional deberán 
incluir la variable afrodescendiente dentro 
de los grupos étnicos, mientras que, por 
su parte, el Estado deberá instaurar en el 
sistema educativo nacional una unidad 
programática que posibilite a los alumnos 
el adecuado conocimiento de la historia 
y la cultura de los afrodescendientes, 
y promover sus expresiones artísticas 
y culturales. A este respecto, dicho 
proyecto sostiene que el Estado deberá 
consultar a las distintas organizaciones 
de afrodescendientes a la hora de diseñar 
las políticas públicas orientadas a esta 
población.

19 La información señalada 
a continuación surge del 
proyecto de ley para el 
reconocimiento de la etnia 
afrochilena, presentado en 
la Cámara de Diputados del 
Congreso Nacional de Chile 
(2009).
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Por el importante avance que su aprobación 
implicaría en materia del reconocimiento 
de los derechos de los afrodescendientes, 
este proyecto fue acompañado con 
beneplácito por las diversas organizaciones 
de afrodescendientes existentes en Chile, 
tales como la Agrupación Oro Negro, 
creada en el año 2002, la agrupación 
Lumbanga, constituida un año más tarde, 
y Anca Negro, fundada en el año 2005.

Paraguay
Antecedentes 
históricos de la 
presencia de los 
afrodescendientes
 
La identidad paraguaya actual es el 
resultado de la mixtura de la numerosa 
población nativa con un pequeño grupo 
de descendientes de europeos (primeros 
colonizadores y habitantes arribados 
en migraciones posteriores) y un 
también reducido número de africanos. 
Estos últimos llegaron a la región 
mayoritariamente en el período colonial 
–momento en que se desarrolló la primera 
etapa de la inmigración africana– y, a 
partir de la independencia, arribaron en 
migraciones voluntarias muy acotadas 
–nuestra segunda etapa–.

La negación y la invisibilización de 
los afrodescendientes comenzaron 
tempranamente en esta región. Ya en 
el período colonial se estructuró un 
discurso sobre el trato benigno que 
los amos prodigaban a sus esclavos y 
las manumisiones debidas a la buena 
conducta de estos. Según cronistas de la 
época, esta situación obedecía a la escasez 
y el alto costo de los esclavizados20. Según 
este mismo discurso, la presencia afro 
fue diluyéndose debido a la alta presión 
demográfica de los grupos nativos. Sin 
embargo, la historiografía actual devela 
una realidad totalmente diferente.

La región del Paraguay fue explorada y 
poblada en una avanzada hacia las ricas 
áreas del Plata. La corriente colonizadora 
provenía del este, es decir, desde la península, 
en búsqueda de una ruta directa hacia las 
prósperas minas de plata. Por entonces 
se fundaron varios fuertes y ciudades, 
destacándose Asunción en 1537 (Cardozo, 
1965). Pronto esta ciudad se transformó 
en “madre de ciudades”, ya que de ella 
partieron las expediciones que fundaron, 
entre otras, Santa Fe y la segunda Buenos 
Aires, en el actual territorio argentino, 
y Santa Cruz de la Sierra, en Bolivia. Sin 

20 En este sentido, resultó 
de utilidad la información 

provista por los textos de Félix 
de Azara, enviado del rey con 

la misión de demarcar los 
límites según el Tratado de San 

Ildefonso. Azara permaneció 
en la región entre 1781 y 1801 

(Azara, 1969: 276-277).
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embargo, debido a la escasez de minerales, 
la región dejó de tener importancia para la 
corona española y se convirtió en una de las 
zonas más olvidadas del extenso imperio. 
En 1542, cuando se creó el Virreinato del 
Perú, fue incorporada a este como la gran 
provincia del Paraguay, que abarcaba los 
actuales territorios de Argentina, Bolivia, 
Uruguay y Chile.

En la que hemos distinguido como la 
primera etapa de la inmigración, los 
africanos esclavizados fueron traídos desde 
la capital, Lima, único puerto autorizado. 
También, mediante licencias concedidas a 
particulares por el rey, algunos ingresaron 
por el puerto de Buenos Aires. Otros 
entraron legal o ilegalmente por Brasil. 
La última opción era la menos costosa, 
mientras que las otras encarecían el precio 
de la “pieza”. Al alto costo se le sumaba 
una actividad económica en la que no era 
necesaria una abundante mano de obra, 
lo cual derivó en un uso doméstico de los 
esclavizados o en su explotación en tareas 
rurales relacionadas con la ganadería. 
La mayoría de los conquistadores y sus 
familias disponían de este tipo de sirvientes, 
destacándose entre ellos, por la cantidad 
que poseían, las órdenes religiosas. Hasta 
su expulsión en el año 1767, los jesuitas 
contaron con un número importante de 
esclavos en sus misiones y reducciones 
(Telesca, 2008: 175).

Los diferentes cambios administrativos 
y de jurisdicción hicieron que la zona se 
tornara cada vez más periférica. En 1617, 
la provincia se dividió en dos: la provincia 
de Paraguay, con Asunción como capital, 
y la del Río de la Plata, con Buenos 
Aires como cabecera. La región perdió 
entonces el control sobre este último 
puerto, encareciéndose así los productos 
que por allí penetraban, entre ellos los 
africanos esclavizados. En 1776 la zona fue 
puesta bajo el dominio de Buenos Aires, 
capital del nuevo Virreinato del Río de la 
Plata, convirtiéndose en un freno para la 
avanzada portuguesa sobre los territorios 
españoles.

En lo relativo a la composición de la 
población que habitaba esta región, 
aunque reducidos en número si los 

comparamos con la población total, 
observamos que los africanos y sus 
descendientes, ya fueran esclavos o no, 
tenían cierta relevancia. Por ejemplo, un 
informe del Obispo Casas del año 1692 
afirma que existían en la jurisdicción de 
Asunción 1.120 esclavos sobre un total 
de 9.675 personas, incluidos 2.075 indios 
(Telesca, 2008: 177). Similar proporción de 
negros y pardos encontramos en el censo 
de 1799, según el cual estos representan 
el 11% del total, siendo Asunción la ciudad 
que contaba con el mayor porcentaje de 
habitantes de este grupo (los africanos y 
sus descendientes constituían un 50% de 
la población asunceña) (Maeder, 1975).

Una de las consecuencias del poco 
atractivo que tenía esta región fue la escasa 
presencia de población española. Así, la 
sociedad colonial era básicamente mestiza. 
La diferencia social, entonces, se marcaba 
entre los grupos sociales “altos” (españoles 
y mestizos) y los más “bajos” (negros y 
mulatos). Las estrategias de diferenciación 
iban desde la prohibición del uso de cierta 
vestimenta para los miembros de los 
estratos más bajos hasta la creación de 
pueblos específicos de negros, similares a 
los pueblos de indios. Se fundaron así varios 
pueblos que tenían un propósito militar, 
ya que impedían el avance de los indios 
chaqueños, pero además, como señala 
Telesca, pudieron haber sido una manera de 
castigar a quienes habían participado en las 
revueltas comuneras, expropiándoles sus 
esclavos (Telesca, 2008: 169). Un ejemplo de 
esto lo constituye el pueblo de Emboscada, 
fundado en 1740.

En la segunda etapa, que se inició a partir 
de 1811 con la independencia de Paraguay, 
el proceso de abolición de la esclavitud 
se desarrolló de modo lento y estuvo 
enmarcado por los conflictos bélicos que 
envolvieron a Paraguay por entonces. 
Como primer paso, en 1842 se decretó la 
libertad de vientres, durante el gobierno de 
López. Se estableció que los hijos de los 
esclavos que nacieran a partir de esa fecha 
tendrían la condición de libertos, es decir, 
recién serían libres al cumplir 21 años, en 
el caso de las mujeres, y 22 años, si fuesen 
hombres.
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Los afrodescendientes siguieron 
manteniendo una relación de sujeción con 
sus antiguos amos, considerándoselos 
prácticamente como esclavos. Cuando 
comenzó la guerra de la Triple Alianza21, 
ellos fueron enviados como la primera 
línea de frente, bajo la promesa de que 
obtendrían su libertad a cambio de la 
participación en el conflicto armado. La 
abolición definitiva llegó en 1869.

Una vez concluido el período colonial, a 
partir de 1811, no se produjo una migración 
de afrodescendientes de magnitud a 
esta región. Un pequeño grupo arribó 
con Artigas en 1820, proveniente de la 
Banda Oriental, y se asentó muy cerca de 
Asunción. En la actualidad la migración 
afro es sumamente reducida, a tal punto 
que no supera las 200 personas.

Legislación nacional 
sobre afrodescendientes

La Constitución de la Republica del 
Paraguay sancionada en 1992 incorporó 
una serie de artículos en defensa de 
los derechos humanos, la equidad y 
la igualdad (República del Paraguay, 
1992). Si bien estos, en su gran mayoría, 
están dirigidos a los pueblos originarios, 
poseen un alcance que su puede hacerse 
extensivo a otros grupos, como es el 
caso del colectivo afrodescendiente. En 
cumplimiento de los tratados, convenios 
y acuerdos internacionales firmados y 
ratificados por el gobierno hasta ese 
momento, estos fueron incorporados a la 
normativa vigente con jerarquía inferior 
a la Constitución nacional pero superior a 
otras normas jurídicas (arts. 141 y 137).

En lo relativo a la proscripción de la 
esclavitud y de otras formas de servidumbre 
se sancionó el artículo 10. Asimismo, el 
artículo 9 asegura la libertad y la seguridad 
de todas las personas y el artículo 46 
trata sobre la igualdad de derechos, no 
admitiéndose la discriminación.

En relación con el cumplimiento y la 
aplicación de políticas públicas en términos 
de derechos humanos, por medio del 
artículo 276 se creó la Defensoría del Pueblo, 
una institución novedosa que recién pudo 
dar inicio a sus funciones en el año 2001 
cuando se nombró al primer defensor del 
Pueblo22. Esta institución logró plasmar 
el interés de los partidos políticos y de la 

sociedad civil en la defensa y el fomento 
de los derechos humanos. Luego de casi 
cuarenta años de gobiernos militares, la 
Constitución de 1992 abrió un período de 
reformas y cambios democráticos, aunque 
limitados, con múltiples falencias en 
relación con las normas de aplicación y con 
vacíos legales en determinados tópicos, 
como el de los afrodescendientes.

Según la Constitución nacional, el 
defensor del Pueblo es un comisionado 
parlamentario (art. 276), nombrado por 
una mayoría de dos tercios de la Cámara 
de Diputados, de una terna propuesta 
por el Senado. Su duración en el cargo 
es de cinco años, pudiendo ser reelegido 
o removido de él por mal desempeño, 
mediante juicio político (art. 277). Entre sus 
funciones se destacan las siguientes: recibir 
denuncias y elevarlas a la justicia; visibilizar 
y concientizar mediante la implementación 
de programas y proyectos “para divulgar y 
promover el conocimiento y la práctica de 
los derechos humanos y sus mecanismos 
de protección, por sí o con la participación 
de otras organizaciones gubernamentales 
o no gubernamentales”23. La Defensoría 
no puede realizar reformas legislativas 
ni dictaminar justicia, su carácter no es 
resolutivo (art. 276). Esta institución fue 
creada para favorecer y fortalecer los 
derechos humanos en general y, aunque 
cuenta con una estructura amplia dispuesta 
para el cumplimiento de estos objetivos y 
posee un Departamento de Acciones contra 
toda Forma de Discriminación, carece de 
un ámbito específico destinado a la defensa 
de la situación de los afroparaguayos 
(Defensoría del Pueblo de la República del 
Paraguay, 2008). No obstante, la Defensoría 
mantuvo y mantiene una estrecha relación 
con las agrupaciones de la sociedad civil 
que representan a los afrodescendientes, 
en especial con el grupo Kamba Cua. 
Conjuntamente realizaron variadas 
acciones, destacándose entre ellas la 
prueba piloto para identificar la cantidad 
de afrodescendientes que habitan en el 
Paraguay. Asimismo, dentro del Congreso 
existen comisiones que asesoran tanto 
a la Cámara de Senadores como a la de 
Diputados en las cuestiones relativas a 
género y equidad: a la primera cámara 
le corresponde la Comisión de Equidad, 
Género y Desarrollo Social, mientras que 
de la segunda depende la Comisión de 
Equidad Social y Género.

21 Guerra entre la coalición 
de Brasil, Argentina y Uruguay 

contra el Paraguay, que se 
desarrolló entre 1865 y 1870. 

En Paraguay fue conocida 
como “Guerra Grande” o 

“Guerra contra la Triple 
Alianza”.

22 El nombramiento se 
concretó en octubre de 2001 

mediante la Resolución Nº 
768/2001 de la Honorable 

Cámara de Diputados.
 

23 Ley Nº 631 Orgánica de la 
Defensoría del Pueblo, artículo 

10, inciso 10 (Congreso de la 
Nación Paraguaya, 1995).
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Uruguay
Antecedentes 
históricos de la 
presencia de los 
afrodescendientes
La conformación actual de la sociedad 
uruguaya es tan compleja como su 
historia, plagada de conflictos, negaciones 
y ocultamientos. Esto llevó –al igual 
que en el caso de su vecina limítrofe, la 
Argentina, con quien compartió parte de su 
tumultuoso pasado– a la construcción de un 
discurso oficial, tildado de modernizador y 
progresista, que ocultó el aporte africano 
en la construcción de la identidad uruguaya 
(López Campaña, Perfecto, 1925) y negó la 
presencia de nativos sobrevivientes de las 
campañas de conquista de los siglos XVI y 
XVII. En síntesis, se arraigó la noción de que 
los uruguayos eran blancos, descendientes 
de los conquistadores españoles o de los 
inmigrantes europeos llegados a finales del 
siglo XIX. Este discurso comenzó a tomar 
forma en la década de 1870 y se consolidó 
durante el batllismo a principios del siglo 
XX, llegándose al punto de denominar al 
país como “la Suiza de América”.

Sin embargo, la realidad mostraba una 
sociedad cuyas clases más populares 
estaban formadas por una notoria 
población afrodescendiente que habitaba 
tanto en el ámbito urbano –en especial en 
la capital, Montevideo– como en el espacio 
rural.

Para comprender la evolución y 
consolidación de este discurso que 
pretendía homogeneizar la sociedad, 
analizaremos los diferentes momentos en 
que se concretó la llegada de los africanos. 
Primero describiremos la situación durante 
el período colonial y hasta la independencia, 
período en el que los africanos fueron 
traídos en forma involuntaria como 
esclavos. Una segunda etapa está marcada 
por la entrada en forma “voluntaria” de 
migrantes africanos a través de los contratos 
de peonaje, artimaña legal que permitía 
introducir mano de obra en condiciones 
de semiesclavitud. Este grupo tuvo una 
magnitud menor en comparación con la 
etapa anterior y su arribo se desarrolló en 
un lapso más reducido de tiempo. La tercera 
etapa se inició a finales de la Guerra Fría, 

cuando el Río de la Plata se presentó como 
una escala para los migrantes africanos 
cuyo destino final es Europa o Estados 
Unidos, preferentemente. Aunque desde la 
década de 1990 hasta la actualidad su flujo 
es constante, en términos numéricos la 
magnitud de esta inmigración es reducida.
Durante el período colonial, el actual 
territorio uruguayo estuvo en litigio entre 
las coronas de España y Portugal, debido 
a las interpretaciones divergentes que 
cada parte tenía del Tratado de Tordesillas 
(1494). Los primeros en instalarse fueron 
los españoles, pero debido a la resistencia 
de los nativos y a la inexistencia de 
riquezas a ser extraídas –el territorio 
carecía de yacimientos de oro y plata– no 
intensificaron su tarea de poblamiento. 
Este primer contacto originó la introducción 
del ganado vacuno, que rápidamente se 
extendió y dio lugar a grandes vaquerías, 
gran fuente de riqueza de la región.

Hacia 1680 los portugueses comenzaron a 
instalarse en las costas del Río Uruguay, 
situación que inquietó a los vecinos de 
Buenos Aires y a la corona española. 
Procurando impedir que los portugueses 
tomaran posiciones en la orilla oriental 
del Río de la Plata, España inició una serie 
de asentamientos, asegurando así su 
dominio sobre la entrada al río. Entre otras 
ciudades, en 1726 se fundó Montevideo, 
que desde ese momento pasó a ser una 
plaza estratégica tanto en el orden militar 
como para el comercio ultramarino24. 
Estos territorios pasaron pronto, en 1776, 
a formar parte del nuevo Virreinato del 
Río de la Plata. Las hostilidades y la puja 
diplomática que se extendió por más de 
cien años entre las autoridades madrileñas 
y lisboetas tuvieron su corolario con la 
delimitación definitiva del territorio25 en 
el río Negro, quedando las áreas al norte 
en manos portuguesas y las del sur bajo 
dominio de los españoles.

Estos territorios recibieron africanos 
esclavizados por dos vías. Hacia 1781 estos 
llegaron al Río de la Plata introducidos por 
la compañía de Filipinas desde el puerto de 
Montevideo. Allí debían quedarse durante 
un tiempo, período que se denominaba 
cuarentena, para ser luego trasladados al 
resto del Virreinato. Sin embargo, algunos 
permanecieron en la región. Según el 
censo de 1778, la población esclava de 
Montevideo ascendía por entonces a un 
20% del total.

24 La primera fundación de 
Montevideo la realizaron los 
portugueses en el año 1723.

25 El conflicto se resolvió 
mediante la firma de los 
tratados de San Ildefonso en 
1777 y de El Pardo en 1778.
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En la parte lusitana del territorio se 
ingresaba mano de obra esclava para 
trabajar en las tareas rurales. Los esclavos 
llegaban directamente de los territorios 
portugueses en África. Procedían 
principalmente de Angola y de Congo y, en 
menor medida, de Costa de Oro, Guinea 
Ecuatorial y Mozambique.

Durante este primer período los 
esclavizados se desempeñaron en el 
ámbito urbano en tareas domésticas 
–en particular las mujeres– y artesanales, 
mientras que en la campaña realizaron 
todo tipo de actividades rurales.

Los distintos acontecimientos políticos 
y militares que se sucedieron durante la 
primera mitad del siglo XIX hicieron que 
la situación de los esclavizados sufriera 
modificaciones. A partir de la conformación 
del primer gobierno criollo en Buenos Aires 
y la negativa de Montevideo de aceptarlo 
como gobierno legítimo, surgió y se 
acrecentó la figura de José Artigas como 
emblema de la lucha contra la dominación 
extranjera: primero se opuso al dominio 
español, luego se enfrentó al centralismo 
porteño y finalmente luchó contra la 
invasión lusitano-brasileña. Durante 
este período, que abarca desde 1810 
hasta la declaración de la independencia 
en 1830, se registraron manumisiones 
masivas de los esclavos, consideradas 
extraordinarias, ya que se les otorgaba la 
libertad a aquellos que participaran en la 
guerra de independencia. Sin embargo, el 
estado de beligerancia continuó durante la 
Guerra Grande (1839-1851), y los esclavos 
libertos fueron “re-enganchados” en 
las sucesivas levas. Así, el proceso de la 
abolición fue largo y experimentó varios 
retrocesos. Al respecto, el trabajo Población 
afrodescendiente y desigualdades étnico 
raciales en Uruguay (Scuro Somma, 
2008) detalla los distintos instrumentos 
que se aplicaron entre 1810 y 1853 con el 
fin de abolir la esclavitud. Nosotros sólo 
haremos una breve mención de ellos, ya 
que su análisis escapa al objeto de nuestro 
estudio. Lo que sí queremos remarcar es 
que durante el período revolucionario 
que se extendió hasta la conformación 
de la República Oriental del Uruguay se 
sucedieron, y en algunos momentos se 
superpusieron, gobiernos de diferente 
origen –español, porteño, artiguista, 
portugués, brasileño y uruguayo–, por lo 
que la efectividad de las leyes fue relativa. 
Se dictaron varias disposiciones sobre 

libertad de vientres en los años 1813, 1825 
y 1830, y también sobre la prohibición del 
tráfico de esclavos en 1825, 1830 y 1837. 
La Constitución de 1830, que se aplicó en 
todo el territorio, contenía disposiciones 
relativas a la condición de ciudadanía (art. 
1), la abolición de la esclavitud y del tráfico 
(art. 131) y la futura reglamentación del 
tráfico (art. 132) (República Oriental del 
Uruguay, 1830). Pero con el estallido de 
la Guerra Grande y la existencia de dos 
gobiernos simultáneos, el de la Defensa 
y el del Cerrito, la Constitución no tuvo 
efectividad. El gobierno del Cerrito 
sancionó la abolición de la esclavitud en 
1846. Pero recién en el año 1853, cuando el 
país se unificó, el Estado oriental sancionó 
la abolición.

Como ya mencionamos, si bien en 1830 
se formó el Estado nacional y se sancionó 
la Constitución que abolía el tráfico, la 
esclavitud siguió existiendo. Varios fueron 
los mecanismos usados para perpetuarla, 
entre ellos la entrada en forma ilegal, a 
través de la frontera brasileña, de esclavos 
traídos por sus amos para trabajar en el 
espacio rural o en los saladeros. Estos 
últimos, si bien existían desde el período 
tardío colonial, cobraron mucho impulso 
por entonces, demandando abundante 
mano de obra. Surgió así la idea de 
incorporar “colonos”. Estos se instalaron 
en Montevideo y Maldonado, siendo 
trasladados por traficantes orientales por 
medio de contratos con el Estado oriental 
(Scuro Somma, 2008: 14). Esta era una 
forma de disfrazar el tráfico. Cuando en 1837 
se reglamentó el artículo constitucional 
que prohibía el tráfico, se estableció que 
“los hombres de ‘color’ que entraran al 
territorio oriental como esclavos, colonos 
o cualquier otra denominación pasaban 
a ser libres. Sin embargo, serían puestos 
bajo tutela” (Scuro Somma, 2008: 14). Esta 
tutela se aplicaba a los menores de 25 años 
al momento de la sanción del reglamento 
y a aquellos que entraran siendo mayores 
de esa edad por un término de tres años 
de servicio.

A partir de entonces, el mayor flujo de 
negros esclavizados llegó desde el norte, 
de la frontera con Brasil. Estos fueron 
introducidos mediante los contratos de 
peonaje. Estos arreglos se firmaban en 
territorio brasileño y funcionaban como un 
convenio entre partes, con obligaciones 
de servicio por parte de los esclavos. Este 
era un tipo de trabajo forzado y el esclavo 
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podía, por medio del trabajo, comprar su 
libertad. Esta situación se permitía por la 
necesidad de mano de obra, dando así 
legalidad a un hecho que estaba prohibido 
constitucionalmente. Esta práctica se 
desarrolló hacia 1850 y fue prohibida 
definitivamente en 1862.

La tercera etapa comenzó en 1990 
cuando finalizó la Guerra Fría y África fue 
“abandonada” por las superpotencias. En 
ese momento, la comunidad internacional 
comenzó a exigirles a los estados un mejor 
manejo de sus economías mediante la 
reducción del gasto público y la formación 
de gobiernos democráticos que respetaran 
la voluntad de sus ciudadanos. Estas 
políticas de ajuste provocaron graves crisis 
institucionales, económicas y sociales, 
cuya consecuencia fue la emigración de 
gran cantidad de personas a otros países. 
Algunos se desplazaron dentro de la 
región, pero otros buscaron horizontes 
más lejanos. Entre estos destinos se 
encuentran Argentina y Uruguay. El flujo 
de la inmigración africana a estos países 
en esta etapa es mucho menor que en las 
anteriores, pero es constante. Los africanos 
llegan de Senegal, Nigeria, Malí, Costa de 
Marfil, Ghana y Sudáfrica. Muchos arriban 
como ilegales, quizás sin conocer a ciencia 
cierta cuál es el destino del barco al que 
subieron como polizontes; otros llegan 
mediante las redes familiares, que les 
permiten trabajar por un tiempo hasta 
que logran tener sus papeles en regla y 
pueden intentar ingresar a otros países. 
En su mayoría se desempeñan en tareas 
de venta callejera, artesanías y trabajos de 
albañilería.

Legislación nacional 
sobre afrodescendientes

La actual Constitución de la República es el 
resultado de una serie de modificaciones 
y reformas que se realizaron desde 1985, 
fecha en que culminó el régimen dictatorial 
instalado once años antes, que sumió al 
país en una de sus etapas más oscuras. 
La base sustancial de la Carta Magna es la 
Constitución sancionada en 1967. A esta 
última se le realizaron modificaciones por 
medio de plebiscitos26 en los años 1989, 
1994 y 2004; y por referéndum en 1989, 
1992 y 2003; y se realizó una reforma 
parcial de la Constitución en 1996 en 
relación con el sistema electoral. Aunque 
en el tema que nos ocupa casi no se 

produjeron incorporaciones, utilizamos 
como fuente la última versión actualizada 
de la Constitución uruguaya (República 
Oriental del Uruguay, 2004).

Nos encontramos así con artículos que 
protegen la vida, la libertad, el honor, 
el trabajo y la propiedad de todos los 
habitantes (art. 7) y establecen que todas 
las personas son iguales ante la ley sin 
importar su condición (art. 8), por lo que 
se prohíben los mayorazgos y no se les 
permite a las autoridades otorgar títulos 
honoríficos (de nobleza, de honor o 
hereditarios) (art. 9). También se reconoce 
el derecho de entrar y permanecer en 
el territorio de la República a cualquier 
persona que lo desee, siempre dentro del 
marco de la ley que lo reglamente, “pero 
en ningún caso el inmigrante adolecerá de 
defectos físicos, mentales o morales que 
puedan perjudicar a la sociedad” (art. 37). 
En lo relativo al ámbito laboral, el artículo 
54 reconoce como obrero o empleado a 
quien “se hallare en una relación de trabajo 
o servicio”.

En lo relativo a la promoción y protección 
de los derechos humanos, el gobierno 
uruguayo viene desarrollando una serie 
de acciones tendientes a cumplimentar 
los tratados y convenios internacionales 
firmados y ratificados. Así, en estos años 
se fue creando una serie de organismos 
que permitieron la descentralización y una 
mayor especificidad en el tratamiento de 
estas problemáticas.

Con el retorno de la democracia, 
el gobierno facultó al Ministerio de 
Relaciones Exteriores para relacionarse 
con los organismos intergubernamentales 
y no gubernamentales internacionales de 
derechos humanos, realizar el seguimiento 
de las negociaciones internacionales 
relativas a estos temas, encargarse de la 
presentación de informes y concretar las 
denuncias ante el Sistema Internacional 
de Derechos Humanos (véase Naciones 
Unidas, 2009). A tales fines, se puso bajo 
su dependencia la Dirección de Derechos 
Humanos y Derecho Humanitario. 
Paralelamente, en el ámbito del Poder 
Legislativo la Cámara de Representantes 
cuenta con la asistencia de una Comisión 
de Derechos Humanos.

En lo que se refiere a la normativa, 
procurando una mejor adecuación de las 
leyes ya vigentes, en 1989 se introdujo 

26 Los plebiscitos permiten 
ratificar las reformas 
sancionadas por el Parlamento 
o por iniciativas populares.
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una modificación al Código Penal. Esta 
se realizó mediante la Ley Nº 16048 de 
junio de 1989 (Poder Legislativo de la 
República Oriental del Uruguay, 1989), que 
incorporó dos nuevos artículos. El artículo 
149 bis penaliza con prisión a quienes 
inciten públicamente por cualquier medio 
al odio, el desprecio o la violencia hacia 
otras personas con motivo de su color 
de piel, su raza, su religión o su origen 
nacional o étnico (art. 2). Por su parte, el 
148 ter castiga a quienes realizaren dichos 
actos por idénticos motivos (art. 3). Para el 
primer caso la pena oscila entre los 3 y los 
18 meses, mientras que el segundo caso 
contempla una pena de entre 6 y 24 meses. 
La Ley Nº 17677 de julio de 2003 modificó 
los artículos anteriores del Código Penal 
incorporando el castigo de actos violentos 
contra las personas fundados en su 
orientación o identidad sexual, así como la 
condena de quienes incitasen al odio o el 
menosprecio hacia ellas (Poder Legislativo 
de la República Oriental del Uruguay, 
2003).

En la búsqueda de operacionalizar 
las modificaciones que se venían 
introduciendo desde 1989 a la normativa 
vigente y de adecuar los acuerdos y 
convenios internacionales firmados 
hasta ese momento, pero sobre todo a 
partir de la Conferencia de Durban en 
2001, se concretó el compromiso del 
Estado nacional para atender a estas 
problemáticas. El Parlamento organizó 
un Grupo de Trabajo Parlamentario 
para analizar y llevar adelante políticas 
públicas durante el año 2001, y mantuvo 
negociaciones con el Poder Ejecutivo para 
la aplicación de políticas educativas ente el 
año 2000 y el 2001.

Dentro de este marco se propiciaron 
normativas y medidas de aplicación 
más amplias. En 2004 se dictó la Ley de 
Lucha contra el Racismo, la Xenofobia y 
la Discriminación (Ley Nº 17817). En ella, 
además de declararse de interés nacional 
la lucha contra el racismo, la xenofobia y 
la discriminación (art. 1), se definió qué 
se entiende por discriminación (art. 2) y 
se creó la Comisión Honoraria contra el 
Racismo, la Xenofobia y toda otra forma 
de Discriminación (Poder Legislativo de 
la República Oriental del Uruguay, 2004). 
Dicho organismo tiene por objetivo 
proponer políticas nacionales y medidas 
concretas para prevenir y combatir estas 
problemáticas. Está compuesto por siete 

miembros: un representante del Ministerio 
de Educación y Cultura, quien lo preside; 
un representante de los ministerios 
del Interior y de Relaciones Exteriores; 
uno del Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP), y tres representantes 
de ONG de reconocida trayectoria, que 
deben ser elegidos por el presidente 
de la República. Los cargos tienen una 
duración de dos años, pudiendo ser sus 
miembros reelegidos en los mismos. Para 
su funcionamiento, la ley determina que 
corresponde al Ministerio de Educación 
facilitar la infraestructura administrativa 
y los recursos humanos, y en lo que 
respecta a los recursos financieros estos 
se obtendrán de aportes internacionales, 
de ONG y de donaciones de particulares 
que el poder Ejecutivo autorice.

En la búsqueda de mayor eficacia en la 
aplicación de la normativa vigente se 
establecieron nuevos organismos para 
descentralizar los ya existentes. Así, en 2005 
se abrió un Área de Derechos Humanos en 
el Ministerio de Educación y Cultura, cuya 
acción se formalizó al año siguiente con 
la creación de una dirección sobre estas 
temáticas (art. 229 de la Ley Nº 17930) 
(Poder Legislativo de la República Oriental 
del Uruguay, 2005). Lo mismo sucedió en 
el Ministerio de Trabajo, donde se creó la 
Asesoría en Derechos Fundamentales27.

En lo relativo al tratamiento de las 
problemáticas del colectivo en estudio, se 
crearon una serie de cargos y dependencias 
en los organismos del Estado, en 
su mayoría en manos de expertos 
afrodescendientes. En primera instancia 
debemos señalar la Asesoría Presidencial 
en Asuntos de Equidad Racial, de carácter 
honorario, a cargo de un especialista en 
temas afrodescendientes, y la Sección de 
Promoción y Coordinación de Políticas 
Públicas de Acciones Afirmativas para 
Afrodescendientes, bajo responsabilidad 
de la doctora Alicia Saura, en el ámbito del 
Ministerio de Educación y Cultura (MEC), 
dentro de la ya mencionada Dirección 
de Derechos Humanos. Asimismo, el 
Ministerio de Desarrollo Social cuenta con la 
Secretaría para la Mujer Afrodescendiente 
y la asesoría para temas y asuntos de los 
jóvenes afrodescendientes de la Dirección 
del Instituto Nacional de la Juventud 
(INJU); la Comisión Interinstitucional 
para los asuntos de no discriminación en 
el ámbito laboral depende del Ministerio 

27 Establecida por resolución 
ministerial del 25 de mayo de 

2005.
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de Trabajo y Seguridad Social; el Área 
Étnica Afro del Programa Nacional sobre 
VIH/SIDA depende del Ministerio de Salud 
Pública, y la Asesoría en Asuntos Afro se 
desempeña en el ámbito del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente (MVOTMA), bajo la dirección de 
dos especialistas afrodescendientes, Alicia 
García y Graciela Ramos. También conviene 
destacar la Unidad Temática Municipal por 
el Derecho de los Afrodescendientes (UTA), 
en el marco de la Intendencia Municipal de 
Montevideo.

Otro hito importante en la afirmación y 
la visibilización de los afrouruguayos lo 
constituye la declaración, en el año 2006, 
del 3 de diciembre como Día Nacional del 
Candombe, la Cultura Afrouruguaya y la 
Equidad Racial (Ley Nº 18059). Esta ley 
reconoció la importancia que tiene este 
grupo en la conformación de la cultura y la 
identidad nacional (Poder Legislativo de la 
República Oriental del Uruguay, 2006).

Por su parte, en diciembre de 2008 se 
instituyó un nuevo organismo del Estado 
en relación con la defensa de los derechos 
humanos que, aunque aún no ha entrado 
en funcionamiento, pone de manifiesto el 
interés que existe en la esfera política por 
estas temáticas. Por la Ley Nº 18446 se 
creó la Institución Nacional de Derechos 
Humanos (INDDHH) (Poder Legislativo de 
la República Oriental del Uruguay, 2008). Se 
trata de un organismo del Poder Legislativo, 
cuyo funcionamiento es autónomo (art. 
2) y que tiene por objetivo la defensa, la 
promoción y la protección de los derechos 
humanos “reconocidos por la Constitución 
y el derecho internacional” (art. 1). No tiene 
carácter resolutivo sino que recomienda 
acciones (art. 3) y entre sus funciones 
se destacan las siguientes: proponer la 
suscripción, aprobación o ratificación de 
tratados internacionales referidos a los 
derechos humanos, colaborar con las 
autoridades competentes en la realizaron 
de informes que deban ser presentados 
ante los organismos internacionales, 
realizar estudios o informes sobre la 
realidad nacional y recibir denuncias, entre 
otras (art. 4).

De acuerdo con lo dispuesto, el instituto 
estará integrado por cinco miembros 
representativos de la sociedad civil, que 
serán elegidos por la Legislatura en una 
Asamblea General reunida a tal efecto (art. 
40). Entre sus miembros se seleccionará al 

presidente (art. 54). Los miembros tendrán 
una permanencia en sus cargos de cinco 
años y podrán ser reelegidos (art. 41), 
recibiendo un sueldo igual al establecido 
para los ministros de Estado (art. 53). Su 
funcionamiento se desarrollará en forma 
de asamblea, pudiendo reunirse las veces 
que sus miembros consideren necesarias 
(art. 57). Para su funcionamiento, el 
INDDHH recibirá un presupuesto aprobado 
por la Legislatura que podrá completar 
con recursos que obtenga de instituciones 
internacionales, debiendo dar cuenta de 
estos a la Asamblea General (arts. 76 y 
79).

Por su parte, en lo que respecta a la lucha 
contra la discriminación, además del 
Estado nacional se destaca el Municipio de 
la Ciudad de Montevideo. En el año 2004 se 
realizó en esa capital la Primera Consulta 
Latinoamericana de Organismos Estatales 
y Municipales de Equidad Racial, con 
auspicio de las Naciones Unidas. Luego, 
en junio de 2006 y por iniciativa de ese 
mismo municipio y de la UNESCO, se creó 
la Coalición Latinoamericana y Caribeña 
de Ciudades contra el Racismo. Según 
lo establecido en una plataforma de diez 
puntos, alcaldías, prefecturas y municipios 
se vienen integrando a esta red destinada 
a mejorar sus políticas de lucha contra el 
racismo, la discriminación y la xenofobia.
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TERCERA
PARTE

Población afrodescendiente y 
fuentes de información estadística
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En la tercera parte de este informe presentamos un relevamiento de las principales fuentes 
de datos demográficos y sociales, tales como los censos de población, las encuestas de 
hogares y las estadísticas vitales de los siguientes países de América del Sur: Argentina, 
Bolivia, Chile, Paraguay y Uruguay, con el objetivo de determinar la inclusión o ausencia 
del enfoque étnico-racial en las mismas.

A los fines de analizar la problemática de las poblaciones afrodescendientes en estos 
países, es prioritario disponer de información confiable, oportuna y pertinente sobre 
estas poblaciones28, ya que la inclusión del enfoque afrodescendiente en las fuentes de 
información “forma parte de las nuevas demandas tendientes a una ampliación de la 
ciudadanía, en busca de una mayor participación basada en la diferencia y pluralismo 
cultural” (Antón y Del Popolo, 2009: 13).

Antón y Del Popolo (2009) caracterizan a estas fuentes según las siguientes características: 
por un lado, por la diversidad de los temas abordados, la profundidad con que estos son 
estudiados, la periodicidad de los relevamientos y los alcances en la cobertura, entre 
otros aspectos. Por otro lado, por la complementariedad de las fuentes, que permite el 
cruce de información y la obtención de estimaciones de población.

Censos de población

Descripción
El censo constituye un operativo estadístico que tiene por objetivo relevar las principales 
características de las personas, los hogares y las viviendas de un país a fin de cuantificar 
y caracterizar las diferentes poblaciones de ese país en un momento determinado en 
el tiempo. El censo constituye la fuentes de información estadística más relevante de 
un país que permite obtener una gran variedad de indicadores y constituye el marco 
muestral para cualquier encuesta que se quiera aplicar. Sin embargo, esta fuente enfrenta 
el problema de la oportunidad de información, ya que a causa de su complejidad y costo 
se realiza con una periodicidad de diez años aproximadamente.

Los censos son complementados mediante las encuestas que permiten analizar temáticas 
más específicas con mayor profundidad y mayor periodicidad en el tiempo.

Los primeros censos llevados a cabo entre finales de siglo XVIII y mediados de siglo 
XX en los cinco países de América del Sur que son objeto del presente estudio sólo 
realizaban una enumeración de los habitantes del país clasificada por sexo, edad, 
distribución geográfica y características socioeconómicas. Desde mediados del siglo 
XX se incorporaron preguntas que permitieron la cuantificación y caracterización de las 
viviendas y los hogares donde residen los habitantes del país. 

Inclusión de enfoque étnico
El examen de las boletas censales de los cinco países muestra que hasta la actualidad no 
se han incorporado preguntas para identificar a las poblaciones afrodescendientes. En 
cambio, en lo referido a los pueblos indígenas todos los países, con excepción de Uruguay, 
han ido incorporando, entre mediados de siglo XX (Bolivia y Paraguay) y finales del 
mismo siglo (Argentina, Chile), preguntas que posibilitan su detección y caracterización. 
Los criterios de identificación utilizados son: declaración de autopertenencia, idioma 
hablado, idioma aprendido en la niñez y territorio.

Prueba piloto en Argentina29

La prueba piloto de captación por autopercepción de afrodescendientes en la Argentina fue 
realizada en abril de 2005 por la Universidad Nacional de Tres de Febrero (UNTREF) con el 
asesoramiento del Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC) y de organizaciones 

28  Para profundizar el estudio 
de esta problemática, véase 
Antón y Del Popolo (2009) y 
Bucheli y Cabela (2007).

29 Este apartado fue 
elaborado sobre la base de 
la información provista por 
los siguientes documentos: 
Universidad Nacional de Tres 
de Febrero (2005), y Stubbs y 
Reyes (2006).
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Argentina

Bolivia

Chile

Paraguay

Uruguay

Cuadro 12
América del Sur. Identificación de población afrodescendiente 
y/o indígena en los censos nacionales. Rondas 1990-2000

País
Grupo étnico

Afrodescendientes Indígenas

Noi

No

No

No

No

Síii

Sí

Sí

Síiii

Noiv

Fuente: Elaboración 
propia sobre la base de la 
información provista por 

las boletas censales de los 
siguientes países y años: 

Argentina (1991-2001), 
Bolivia (1992-2001), Chile 

(1992-2002), Paraguay 
(1992-2002) y Uruguay 

(1996).
i En el año 2005 se realizó 
un prueba piloto, la cual es 

descripta a continuación.
ii Los indígenas sólo 

fueron considerados en 
el censo del año 2001. 
Posteriormente, entre 

2004 y 2005, se realizó una 
Encuesta Complementaria 

de Pueblos Indígenas.
iii En los años 1981 y 2002 

se realizaron los censos 
nacionales indígenas.

iv En el censo del año 2004 
sólo se realizó un conteo 

de población, registrando 
el sexo y la edad de las 
personas radicadas en 

Uruguay.

afrodescendientes de Argentina, y con 
la financiación del Banco Mundial. Esta 
propuesta consistió en elaborar una 
metodología que permitiera medir a través 
de instrumentos censales la presencia de 
población afrodescendiente o de origen 
africano negro en la población argentina. La 
prueba piloto constó de dos fases: primero 
se realizó una Prueba Piloto de Captación 
y en segundo lugar se llevó a cabo una 
Encuesta de Validación. El contenido de 
la Prueba Piloto fue similar al del censo 
nacional de 2001, con la incorporación de 
dos preguntas: una que interroga sobre la 
existencia en el hogar de alguna persona 
que sea “afrodescendiente” y otra que 
se refiere a si alguna persona reconoce 
un antepasado como afrodescendiente o 
africano. Estas dos preguntas se incluyeron 
dentro del cuestionario sobre los datos del 
hogar así como dentro de cada una de las 
hojas que contenían el cuestionario que se 
le realizó a cada uno de los miembros del 
hogar.

Para el hogar, las preguntas fueron las 
siguientes:

¿Existe en este hogar alguna persona 
que se considere afrodescendiente? 
En el hogar hay afrodescendientes 
cuando alguno de sus integrantes se 
autorreconoce como descendientes 
de africanos traídos como esclavos, 
durante la época colonial, es decir, 
tiene algún antepasado que ha sido 
esclavo.
¿Alguna persona en este hogar tiene 
padre/madre, abuelo/a, bisabuelo/a o 
algún antepasado de origen africano 

negro? Se considera de origen 
africano negro a los oriundos de 
África Subsahariana o África Negra: 
Cabo Verde, Malí, Costa de Marfil, 
Mozambique y descendientes de 
africanos en países latinoamericanos: 
Brasil, Uruguay, Cuba, Ecuador, 
Colombia, Perú, etcétera.

Las preguntas elaboradas para ser 
planteadas a las personas miembros del 
hogar fueron las siguientes:

(Mencionando  el  nombre de 
cada  integrante) ¿Se considera 
afrodescendiente? 
(Mencionando el nombre de cada 
integrante) ¿Tiene padre/madre, 
abuelo/a, bisabuelo/a o algún 
antepasado de origen africano 
negro?

De acuerdo con las propuestas de las 
organizaciones afrodescendientes y sobre 
la base del Censo Nacional de Población, 
Hogares y Viviendas de 2001, fueron 
seleccionadas dos zonas que contenían 
aproximadamente 600 hogares cada 
una, es decir, 1.200 hogares en total. Las 
áreas seleccionadas fueron el barrio Santa 
Rosa de Lima, en la ciudad de Santa Fe, 
y Monserrat, en la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires.

Posteriormente a la Prueba Piloto, se realizó 
una Encuesta de Validación que contuvo 
una serie de preguntas que permitían 
determinar si algún miembro del hogar 
es o no afrodescendiente. El cuestionario 
incluyó 17 preguntas sobre esta temática 
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que permitían que las personas encuestadas 
comprendiesen totalmente cuál era la 
temática que se estaba investigando. Las 
preguntas son las siguientes:

“1. ¿El padre de… es o era de origen 
africano?
2. ¿La madre de… es o era de origen 
africano?
3. ¿Algunos de los abuelos por parte 
de madre de… son o eran de origen 
africano?
4. ¿Algunos de los abuelos por parte 
de padre de… son o eran de origen 
africano?
5. ¿Algunos de los bisabuelos/as de… 
son o eran de origen africano?
6. ¿Algunos de los antepasados 
de… pertenecieron a algunas de 
las instituciones afroargentinas y 
africanas denominadas Naciones, del 
siglo XIX?
7. ¿Algunos de los antepasados de… 
eran devotos de San Baltasar, San 
Juan, Santa Bárbara, San Benito 
(patrono de los africanos en el Río de 
la Plata)?
8. ¿Son conocidos por… los nombres 
de las siguientes Naciones: Angola, 
Conga, Lubola, Quipara, Benguela, 
Cabunda (o Cabinda)?
9. ¿Se conserva en la familia de… 
información sobre actividades que 
realizaban las Naciones (Ej. Misas por 
los socios fallecidos, ‘compra de la 
libertad’ en vigencia de la esclavitud, 
fiestas, reuniones, candombes, 
desfiles en las calles, comparsas, 
ceremonias de coronación, etc.)?
10. ¿Se conservan en la familia de… 
manifestaciones musicales de origen 
africano (Ej. Bailar candombe, tocar 
el tambor, recitar payadas, cantos, 
cantar canciones de cuna, tocar 
el violín o enseñar música, otras 
expresiones de origen africano)? 
11. ¿En el entorno familiar de… usan 
expresiones como ser un ‘Negro Che’, 
ser un ‘Negro Usted’ (según la clase 
social), pertenecer a ‘La Raza’ o a ‘La 
Clase’ (afrodescendiente)?
12. ¿Algún miembro de la familia de... 
asistía a bailes del Jimmy Club (o 
Casa Suiza), o integraba la Comparsa 
de los Negros Santafesinos?
13. ¿Algún antepasado miembro de 
la familia de… formó parte de los 
Regimientos 7º y 8º de Infantería, 
los famosos Batallones de Pardos y 
Morenos?

14. ¿Algún antepasado de… 
desempeñó las ocupaciones típicas 
de los africanos y afrodescendientes 
en la Argentina (platero, talabartero, 
zapatero)?
15. ¿Algún antepasado de… es de 
origen africano negro? 
16. ¿Algún antepasado de… fue traído 
como esclavo?
17. ¿Algún antepasado de… ha 
llegado como inmigrante de origen 
africano negro?”.

A partir de estas preguntas, especialistas en 
el tema decidieron cuáles eran aquellas que 
determinaban totalmente que una persona 
fuese considerada o no afrodescendiente. 
El criterio usado en esta encuesta fue 
que alguna respuesta afirmativa en las 
preguntas 1 a 5 o 15 a 17 determinaba 
que la persona era afrodescendiente, 
mientras que respuestas negativas a todas 
estas preguntas determinaban que la 
persona no era afrodescendiente. El hogar 
se consideraba con afrodescendientes 
si alguna persona del mismo era 
afrodescendiente según la encuesta.

Una vez concluida la encuesta se 
compararon los formularios de la misma 
con los correspondientes cuestionarios 
censales para determinar si el censo 
había permitido clasificar a los hogares 
correctamente. Para esto se consideró que 
la realidad era el resultado de la encuesta, 
es decir, el hogar se consideró con o 
sin afrodescendientes de acuerdo con 
resultado de la Encuesta de Validación, y 
de la comparación surgió si el censo había 
captado correctamente o no la realidad.

Lugar de nacimiento

Los censos nacionales realizados hasta el 
momento sólo nos permiten identificar a 
las personas de origen africano por el lugar 
de nacimiento y por el año de llegada. Sin 
embargo, no nos permiten determinar el 
origen étnico o racial de esa persona.

Censos ronda 2010
Los cinco países estudiados han declarado 
su intención de incorporar en los próximos 
censos nacionales preguntas que indaguen 
la afrodescendencia.

Argentina

De acuerdo con el actual director nacional 
de Estadísticas Sociales y de Población del 
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Argentina

Bolivia

Chile

Paraguay

Uruguayi

Cuadro 13
América del Sur. Identificación de población de origen africano por lugar 
de nacimiento y año de llegada en los censos nacionales. Rondas 1990-2000

País Lugar de nacimiento Año de llegada

¿Nació en Argentina? 

¿Dónde nació?

Cuando Ud. nació, ¿en qué comuna o 
lugar vivía su madre?

¿En qué lugar vivía su madre cuando 
Ud. nació?

¿En qué localidad o paraje pasó Ud. a 
vivir cuando nació?

¿Cuántos años hace que 
vive en Argentina?

Año de llegada a Bolivia

Año de llegada al país

Año de llegada

Si reside en el Uruguay y 
nació en el extranjero, ¿en 
qué año llegó al Uruguay 
para vivir en él?

Fuente: Elaboración 
propia sobre la base de la 
información provista por 

las boletas censales de los 
siguientes países y años: 

Argentina (1991-2001), 
Bolivia (1992-2001), Chile 

(1992-2002), Paraguay 
(1992-2002) y Uruguay 

(1996).
Nota: Para los cinco países 

relevados, si la persona 
nació en el extranjero sólo 
debe especificar el país de 

nacimiento.
i En el censo del año 2004 

sólo se realizó un conteo 
de población, registrando 

el sexo y la edad de las 
personas que radicaban en 

Uruguay.

INDEC, Daniel Petetta, “en el próximo censo 
experimental se probará una pregunta 
que apunta al autorreconocimiento 
de la población afrodescendiente y a 
establecer cuántas personas en el hogar 
se identifican como afrodescendientes. La 
pregunta dará pie, de ser incorporada en 
el próximo Censo del Bicentenario, a una 
encuesta complementaria específica para 
estudios en profundidad. La estrategia de 
profundización se apoya en el operativo de 
relevamiento censal y busca identificar, a 
partir de los resultados censales, a hogares 
que incluyen a personas afrodescendiente 
con el propósito de utilizarlos con fines 
metodológicos como insumo para las 
muestras de la encuesta complementaria” 
(Entrevista a Daniel Petetta, octubre de 
2009).

Bolivia

De acuerdo con Fabiana Del Popolo, 
funcionaria del Centro Latinoamericano 
y Caribeño de Demografía, División de 
Población de la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe (CELADE-
CEPAL, Naciones Unidas), es intención del 
Instituto Nacional de Estadística (INE) de 
Bolivia evaluar la inclusión de preguntas 
relacionadas con la afrodescendencia en 
el próximo censo (Entrevista a Fabiana del 
Popolo, octubre de 2009).

Chile 

En el marco del censo de 2012, durante 
el transcurso del año 2010 se aspira a 
realizar pruebas de preguntas sobre qué, 
a quiénes y cómo preguntar (fraseo, 
nuevas categorías o cambios en variables, 
universo de prueba) en diversos temas, 
entre ellos los afrodescendientes, a objeto 
de disponer de antecedentes de terreno que 
permitan decidir su eventual inclusión en el 
cuestionario censal. Los afrodescendientes 
es uno entre los diversos temas a probar en 
terreno, si bien aún no hay financiamiento 
para llevar adelante esta iniciativa 
(Entrevista a Gustavo Villalón, funcionario 
del Instituto Nacional de Estadísticas –INE– 
de Chile, octubre de 2009). 

Entre los meses de octubre y noviembre de 
2009, la Alianza Afrochilena, con el apoyo 
del INE de Chile, consultores de la CEPAL 
(Fabiana del Popolo y Malva Pedreros), la 
Municipalidad de Arica y otras instituciones, 
llevó a cabo la Primera Prueba Piloto de 
Población Afrodescendiente entre más de 
400 familias que viven en el sector rural del 
valle de Azapa en la ciudad de Arica, Chile 
(Báez Lazcano, 2009).

Paraguay

“En cuanto a la inclusión de alguna 
pregunta sobre origen afro en el censo 



65

2012, se está evaluando la posibilidad 
de incluir [preguntas de este tipo] 
en las pruebas piloto porque sería 
la primera vez que abordemos este 
tema en el marco del censo general. 
Al respecto te comento que estaré 
firmando un acuerdo de cooperación 
entre [el Fondo de las Naciones 
Unidas para la Mujer] (UNIFEM) y la 
Asociación Kamba Cua [por el cual] 
nos comprometemos a visibilizar la 
temática en los estudios estadísticos” 
(Entrevista a Zulma Sosa, directora de 
la Dirección General de Estadísticas, 
Encuestas y Censos –DGEEC– de 
Paraguay, octubre de 2009).

Como antecedente de lo anterior se destaca 
el primer censo de afrodescendientes 
en Paraguay realizado en julio de 2006 
por la asociación afroparaguaya Kamba 
Cua, con el apoyo técnico de la DGEEC 

de Paraguay. En ese primer censo se 
incluyeron preguntas basadas en criterios 
de autorreconocimiento y en características 
fenotípicas frecuentes de la población 
negra.

Uruguay

De acuerdo con Daniel Macadar, consultor 
externo del Instituto Nacional de Estadística 
(INE) de Uruguay, se está estudiando qué 
preguntas se incluirán en el próximo censo 
a realizarse en el año 2010 (ver preguntas 
en discusión en Cuadro 15). 

Sin embargo, todavía hay muchas dudas 
respecto de qué y cuántas preguntas se 
incluirán. Hay presión por parte de las 
asociaciones afrodescendientes para que 
sean incluidas preguntas relacionadas 
con la ascendencia (variable relevada por 
las encuestas de hogares desde 2006) y la 

Pregunta 13. 	 ¿Algún miembro de este hogar es o se considera afrodescendiente?

Pregunta 14. 	 ¿Sabe Ud. o alguno de los miembros de este hogar si sus padres, abuelos, 		
	 bisabuelos u otros ancestros son de origen negro africano?

Pregunta 15. 	 ¿Algún miembro del hogar, de acuerdo a su CULTURA, PUEBLO o RASGOS 		
	 FÍSICOS, se reconoce como:…?
	 1. Negro
	 2. Kamba
	 3. Mulato
	 4. Pardos libres
	 5. Afrodescendientes
	 6. Kamba Cua
	 7. Kamba Kokue

Pregunta 16. 	 Rasgos característicos (por observación del entrevistador)
	 Color de piel: pardo amarillento, castaño oscuro, negro ébano
	 Color de ojos: fluctúa entre castaño oscuro y negro
	 Cuerpo: delgado, esbelto con espaldas anchas, caderas chatas 
	 y escaso pelo en la piel
	 Estatura: promedio 1,75 metros, mayor sudorización
	 Cabeza: alargada, frente vertical o ligeramente inclinada.
	 Nariz: ancha, fosas nasales anchas, separadas por lomo cartilaginoso, perfil 	
	 recto o ligeramente cóncavo.
	 Labios: gruesos, abultados, evertidos
	 Cabello: lanudo, crespo, generalmente corto, color negro

Entrevistador: 	Observe algunas o una de estas características para incluir o no a las 		
	 personas como afrodescendientes.

Cuadro 14
Paraguay. Preguntas sobre afrodescendencia incluidas en el primer 
censo de afrodescendientes. 2006

Fuente: Elaboración propia 
sobre la base de información 
consultada en Sosa (2009).
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Pregunta 44. 	 ¿Cree tener ascendencia…?
	 1. Afro o negra	 1 	 2
	 2. Asiática o amarilla	 1	 2
	 3. Blanca	 1	 2
	 4. Indígena	 1	 2
	 5. Otro	 1	 2
Si responde sólo a una, pasa a la pregunta 46.
Si responde a más de una, pasa a la pregunta 45 

Pregunta 45.	 ¿Cuál considera principal de las declaradas?
	 1. Afro o negra
	 2. Asiática o amarilla
	 3. Blanca
	 4. Indígena
	 5. Otro ……………

Pregunta 46.	 ¿A cuál considera pertenecer?
	 1. Afro o negra
	 2. Asiática o amarilla
	 3. Blanca
	 4. Indígena
	 5. Otro ……………

Cuadro 15
Uruguay. Preguntas sobre afrodescendencia en discusión para el censo 2010

Fuente: Elaboración propia 
sobre la base de datos 

obtenidos en la entrevista 
realizada a Daniel Macadar, 
consultor externo del INE, 

Uruguay, octubre de 2009.

pertenencia, pero hay resistencias varias 
respecto en lo relativo a hacer más de una 
pregunta al respecto, principalmente por 
cuestiones presupuestarias (Entrevista a 
Daniel Macadar, octubre de 2009). 

Encuestas de hogares

Descripción
Las encuestas de hogares nos permiten 
contar con información precisa sobre las 
características y el comportamiento de los 
hogares: por ejemplo, nos informan sobre 
fuentes de ingresos, ubicación geográfica, 
composición sociodemográfica, hábitos 
alimentarios, uso de servicios sociales, 
etc. De acuerdo con el Programa para 
el Mejoramiento de las Encuestas y la 
Medición de las Condiciones de Vida 
en América Latina y el Caribe (MECOVI, 
2007), durante las últimas dos décadas, 
y particularmente durante los últimos 
diez años, los países de América Latina 
han adquirido mucha experiencia en la 
realización de encuestas de hogares. En 
principio se han llevado a cabo cuatro tipos 
de encuestas: primero, las encuestas de 
hogares (o de empleo) propiamente dichas, 
las cuales se realizan por lo menos una vez 

al año. Estas encuestas usualmente cubren 
sólo las áreas urbanas o las principales 
ciudades del país, y su objetivo principal 
es medir el desempleo y subempleo. En 
segundo lugar, las encuestas de ingresos 
y gastos, que se llevan a cabo cada cinco o 
diez años en algunos países. La información 
de estas encuestas es la base para elaborar 
la canasta de productos y servicios que 
mide el Índice de Precios al Consumidor 
(IPC). Tercero, las encuestas enfocadas a la 
medición de las condiciones de vida, que 
permiten caracterizar la situación de los 
hogares y de la población, especialmente 
de aquella en situación de pobreza y de 
los grupos definidos como prioritarios 
por la política social en relación con 
aspectos demográficos, educación, salud, 
vivienda, ocupación e ingresos. Cuarto, 
las encuestas de demografía y salud, que 
permiten explorar un gran número de 
temas relativos al proceso de formación 
de la familia, la salud reproductiva y 
sexual, la salud materna, la morbilidad y 
la mortalidad de los niños. Generalmente 
estas encuestas se han llevado a cabo en 
países que no tienen registros propios 
adecuados.
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Argentina

Bolivia

Chile

Paraguay

Uruguay

Cuadro 16
América del Sur. Encuestas de hogar por tipo y periodicidad

País
Tipo de encuesta de 

hogar
Periodicidad

Encuesta Permanente de Hogares (EPH)

Encuesta Nacional de Gastos de los 
Hogares (ENGH)

Encuesta de Condiciones de Vida y 
Acceso a Programas y Servicios Sociales 
(ECV)

Encuesta de Hogares

Encuesta Nacional de Empleo

Encuesta de Presupuestos Familiares

Encuesta Nacional de Demografía y 
Salud 

Encuesta de Caracterización
Socioeconómica Nacional (CASEN)

Encuesta Nacional de Empleo (ENE)

Encuesta de Presupuestos Familiares 
(EPF)

Encuesta Permanente de Hogares

Encuesta Integrada de Hogares

Encuesta de Hogares Indígenas

Encuesta de Planificación Familiar (EPF)

Encuesta Nacional de Demografía y Salud

Encuesta Nacional de Demografía y 
Salud Reproductiva

Encuesta Nacional de Salud Materno 
Infantil

Encuesta Nacional de Demografía y 
Salud Sexual y Reproductiva

Encuesta Continua de Hogares (ECH)

Encuesta Nacional de Hogares 
Ampliada (ENHA)

Encuesta de Gastos e Ingresos de los 
Hogares

Modalidad puntual: desde 1973 hasta el primer semestre de 2003, se realizó 
dos veces al año (mayo y octubre)

Continua: desde el segundo semestre de 2003 hasta la actualidad, se realiza 
con una periodicidad trimestral

1996-1997
2004-2005

1997; 2001

Desde 1978 hasta la actualidad en forma anual, con excepción de los años 
1986 y 1987 y del período 1995-1998, en que no se realizó

1977; 1978; 1996-1997

1931-1936;1965; 1990

1989; 1994; 1998; 2003; 2008 (realizadas con asistencia de Demographic 
and Health Surveys, DHS)

Desde 1985 con periodicidad bianual, con excepción de la encuesta del 
año 1989, realizada en 1990; la de 2002, realizada en 2003; y la de 2005, 
realizada en 2006

Desde 1986 con periodicidad anual

Desde la década de 1950. Periodicidad: cada 10 años

Desde 1983 con periodicidad anual, con excepción de los años 1997-1998, 
2000-2001.

1997-1998; 2000-2001

2008

1987 (realizada por el Centro Paraguayo de Estudios de Población, CEPEP)

1990 (realizada con asistencia de Demographic and Health Surveys, DHS)

1995-1996 (realizada por Centers for Disease Control and Prevention, CDC)

1998 (realizada por Centers for Disease Control and Prevention, CDC)

2004; 2008 (realizadas por el Centro Paraguayo de Estudios de Población, 
CEPEP)

Desde 1968 con periodicidad anual, con excepción del año 2006

2006

1994-1995; 2005/2006

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de INDEC, Argentina; INE, Bolivia; INE, Chile; INE, Uruguay, y DGEEC, 
Paraguay.
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Aunque se dispone de un gran número 
de encuestas a nivel de los hogares de la 
región, el problema es que pocas de ellas 
son al mismo tiempo confiables, oportunas 
y comparables en el tiempo y en general 
no incluyen toda la información requerida 
para llevar a cabo el análisis del impacto 
de las políticas públicas sobre los grupos 
más vulnerables.

A continuación se presenta un cuadro que 
presenta las encuestas de hogares por tipo 
y periodicidad que se realizan en los cinco 
países considerados en este informe.

Inclusión del enfoque étnico
El análisis de los cuestionarios de las 
diferentes encuestas de hogares de los 
cinco países estudiados permite concluir 
que, con excepción de Argentina, estas 
incluyen entre sus cuestionarios preguntas 
que permitan relevar la pertenencia racial 
o étnica de la población. Así, las encuestas 
realizadas en Bolivia, Chile y Paraguay 
sólo captan la pertenencia a poblaciones 
indígenas mientras que las encuestas 
efectuadas en Uruguay identifican, 
además de las poblaciones indígenas, las 
poblaciones afrodescendientes.

Entre los años 2004 y 2005 el INDEC 
de Argentina relevó la Encuesta 
Complementaria de Pueblos Indígenas 
(ECPI) con el objetivo de cuantificar y 
caracterizar la población que se reconoce 
perteneciente a y/o descendiente de pueblos 
indígenas. Como marco se consideraron 
aquellos hogares en los que el Censo 
Nacional de Población, Hogares y Viviendas 
2001 había registrado al menos una persona 
perteneciente y/o descendiente de pueblos 

Argentina

Bolivia

Chile

Paraguay

Uruguay

Cuadro 17
América del Sur. Identificación de población afrodescendiente 
y/o indígena en las encuestas de hogares. Rondas 1990-2009

País
Grupo étnico

Afrodescendientes Indígenas

No

No

No

No

Si

No

Sí

Sí

Sí

Sí

Fuente: Elaboración propia 
sobre la base de datos 
de INDEC, Argentina; 

INE, Bolivia; INE, Chile; 
INE, Uruguay, y DGEEC, 

Paraguay.

indígenas. Para identificar la población en 
la ECPI se respetó la declaración de las 
personas entrevistadas y se combinaron 
dos criterios: la autoidentificación o el 
autorreconocimiento de la pertenencia 
a un pueblo indígena, y la ascendencia 
indígena en primera generación (Instituto 
Nacional de Estadísticas y Censos, 2006).

El caso de Uruguay

Desde el año 2006 la encuesta de hogares 
de este país incluye una pregunta (de 
múltiple opción) orientada a identificar 
la ascendencia racial de la población 
y desde 2008 indaga la ascendencia 
principal. Esta experiencia constituye la 
tercera ocasión en que un instrumento 
estadístico incorpora una pregunta 
dirigida a conocer la composición racial 
de los habitantes del país, siendo los 
antecedentes el censo de población de 
1852 y el Módulo de Raza recabado en 
la Encuesta Continua de Hogares (ECH) 
de 1996 y 1997. Esta incorporación ha 
permitido estimar el volumen de la 
población según ascendencia racial 
y elaborar un esbozo sintético del 
perfil, considerando sus características 
demográficas, económicas y sociales.

El cambio en la formulación de la pregunta 
afecta seriamente la comparación de las 
encuestas realizadas en 1996 y 1997 con 
las encuestas realizadas a partir de 2006 
ya que, mientras que en las primeras 
sólo se podía marcar una opción, en las 
segundas se puede seleccionar más de una 
opción (Bucheli y Cabella, 2007; Cabella y 
Porzecanski, 2007).



69

¿A qué raza cree Ud. pertenecer? 
(marcar sólo una)

1. Amarilla
2. Blanca
3. Indígena
4. Negra
5. Mestiza

Si la respuesta era “Mestiza”, se indagaba: 
¿De qué razas cree Ud. tener sangre? (las 
opciones eran las mismas que se incluyen 
en el panel superior)

Cuadro 18
Uruguay. Formulación de las preguntas de identificación racial en el Módulo de Raza, 
en la Encuesta Nacional de Hogares Ampliada (ENHA) y en la Encuesta Continua de 
Hogares (ECH)

Módulo de Raza 1996-1997 ENHA 2006 y ECH 2007-2009

Fuente: Elaboración 
propia sobre la base de 
información consultada 
en Beltrami (1998); 
Bucheli y Cabella (2007) y 
formularios de la Encuesta 
Continua de Hogares (ECH) 
2007, 2008 y 2009.
i Esta opción fue eliminada 
del cuestionario a partir 
del segundo trimestre de 
2006.
ii Esta pregunta fue 
incorporada a partir del año 
2008.

¿Cree tener ascendencia...? 
(pregunta de opción múltiple)

1. Afro o negra	 Sí	 No
2. Amarilla	 Sí	 No
3. Blanca	 Sí	 No
4. Indígena	 Sí	 No
5. Otro_______________	 Sí	 No
                 (Especificar)
6. No sabei	 Sí

¿Cuál considera la principal de las 
declaradas?ii

En el transcurso de 2009 se adosó a 
la Encuesta Continua de Hogares un 
Módulo Étnico-Racial, el cual se aplicó 
a 5 mil casos con sobrerrepresentación 
de afrodescendientes. Este módulo 
implicó una re-visita a 5 mil hogares ya 
entrevistados en otras ocasiones, realizada 
con el fin de profundizar el estudio sobre 
la problemática de las poblaciones 
afrodescendientes (Entrevista a Wanda 
Cabella, investigadora del Programa de 
Población, Facultad de Ciencias Sociales, 
Universidad de la República, Uruguay, 
octubre de 2009).

Género y raza en Uruguay

Tal como observamos en el punto anterior, 
Uruguay es el único de los cinco países 
estudiados que incluye en las encuestas 
de hogares preguntas orientadas a la 
identificación de la afrodescendencia 
de la población. La obtención de estos 
datos permite realizar análisis desde 
una perspectiva de género y conocer 
la situación relativa de las mujeres 
afrodescendientes en aspectos tales 
como la organización del hogar por sexo 
del jefe; las características de la jefatura 
(edad, estado civil o conyugal); la 
estratificación socio-ocupacional de los 
hogares; el nivel de ingresos y pobreza; 
el perfil y desempeño educativo; el 

comportamiento reproductivo (fecundidad, 
inicio de la vida reproductiva); las parejas 
interraciales y la homogamia racial, 
etcétera.

Lugar de nacimiento

Las encuestas de hogares realizadas hasta 
el momento en los países de América del 
Sur analizados, con excepción del caso de 
Argentina, nos permiten identificar a las 
personas de origen africano por el lugar 
de nacimiento y por el año de llegada. Tal 
como ocurre en los censos, estas preguntas 
no nos permiten establecer el origen étnico 
o racial de la persona relevada.

Estadísticas vitales

Descripción
El registro de nacimientos y defunciones 
constituye la fuente primaria para medir 
indicadores de salud básica, como los 
niveles de mortalidad y natalidad de una 
población. 

“Pensando en la población nacional, 
en teoría es posible obtener medidas 
‘año a año’, puesto que el registro es 
continuo y sostenido en el tiempo. Sin 
embargo, la comparabilidad temporal 
de las medidas está determinada 
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Argentina

Bolivia

Chile

Paraguay

Uruguay

Cuadro 19
América del Sur. Identificación de población de origen africano 
por lugar de nacimiento y año de llegada en las encuestas de hogares. 1990-2009

País Lugar de nacimiento Año de llegada al país

¿Dónde nació?

¿Dónde nació?

Cuando Ud. nació, ¿en qué comuna o 
lugar vivía su madre?

¿En qué lugar vivía su madre cuando 
Ud. nació?

¿En qué localidad o paraje pasó Ud. a 
vivir cuando nació?

No se indaga

No se indaga

Año de llegada al país

No se indaga

No se indaga

Fuente: Elaboración propia 
sobre la base de datos 
del INDEC, Argentina; 

INE, Bolivia; INE, Chile; 
INE, Uruguay, y DGEEC, 

Paraguay.
Nota: Sólo en Chile y 

Paraguay se indaga el país 
de nacimiento si la persona 

responde que nació en el 
extranjero..

por el rezago en la producción de 
información y por los cambios en la 
cobertura y en la forma de registrarla. 
No todos los países de América 
Latina tienen registros continuos que 
puedan usarse para obtener varias 
medidas comparables a lo largo del 
tiempo” (Antón y Del Popolo, 2009: 
21-22).

Más allá de las deficiencias en los registros, 
la principal limitación es que ninguno de 
los cinco países analizados incluye en ellos 
la identificación étnica.

El Proyecto Etnia y Salud de la Unidad 
de Género, Etnia y Salud perteneciente 
a la Organización Panamericana de la 
Salud (OPS) tiene sus orígenes en la 
Conferencia Mundial contra el Racismo, la 
Discriminación Racial, la Xenofobia y las 
Formas Conexas de Intolerancia realizada 

en Durban, Sudáfrica, en el año 2001. Su 
objetivo es la inclusión del enfoque étnico 
en las fuentes de datos, con orientación a 
la temática de la salud. Hasta el momento 
se han realizado tres seminarios en 
América Latina: Quito (2002), Temuco 
(2007) y Bogotá (2008). Los dos primeros 
se refirieron casi exclusivamente a los 
pueblos indígenas y el tercero se orientó a 
los pueblos afrodescendientes (Entrevista 
a Bruno Ribotta, consultor de la OPS, 
octubre de 2009).

Por último, cabe destacar que de acuerdo 
con un informe realizado por Cristina Torres 
(2005), asesora de la Unidad de Género, 
Etnia y Salud de la OPS, en Uruguay 
los certificados de defunción captan la 
población afrodescendiente a través de 
la categoría “raza”, pero esta captación 
no es por autoidentificación, sino por 
identificación del observador.
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Conclusiones
En este trabajo hemos analizado el proceso mediante el cual los diversos países en 
estudio fueron modificando sus respectivos marcos legales como consecuencia de los 
avances logrados por el derecho internacional relativos a la lucha contra todas las formas 
de discriminación, en la cual se enmarca la lucha por el reconocimiento y la afirmación 
de los diversos colectivos étnico-culturales. De esta manera, hemos constatado que la 
década del noventa constituye un verdadero punto de inflexión en la medida en que en ese 
momento comenzó a surgir una multiplicidad de actores en el escenario internacional que 
tendieron a disputar el rol del Estado nacional que hasta entonces se presentaba como el 
único capaz de establecer principios de soberanía y de definición del derecho ciudadano. 
Nos encontramos a partir de ese momento con una articulación dialéctica entre el plano 
internacional y el nacional, que comienzan a interactuar bajo nuevos principios regidos 
por criterios del derecho humanitario entendido bajo la óptica del cosmopolitismo. Ya no 
será el Estado nacional el único actor involucrado en el establecimiento de los principios 
de definición del derecho, sino que este entrará en una relación más estrecha con 
nuevos actores, entre los cuales la sociedad civil, representada por medio de diversas 
organizaciones, tendrá un protagonismo central, como así también los organismos 
internacionales.

Indudablemente, este aspecto global de transformación de los paradigmas rectores 
del derecho internacional en función de los cambios acaecidos en las relaciones 
internacionales nos permite enmarcar en un proceso común el estudio de los avances 
que, en materia del reconocimiento de la diversidad étnico-cultural, presenta cada uno 
de los países estudiados. De hecho, desde mediados de la década del noventa cada país 
ha debido actuar en el marco de un contexto internacional signado por el establecimiento 
de nuevas reglas, en el cual comienza a instalarse la idea del multilateralismo y de la 
inclusión de nuevos actores como la sociedad civil, junto con un discurso que tiende a 
priorizar la necesidad de incluir los derechos humanos en la agenda internacional.

En este sentido, reafirmamos la hipótesis de que las transformaciones operadas en 
términos del reconocimiento y el afianzamiento del respeto hacia la diversidad, la 
promoción de la inclusión, etc., al interior de cada Estado, a distintos grados y niveles 
en cada uno de ellos, obedecen en gran medida a la necesidad de los países de ponerse 
en sintonía con las cambios acaecidos en este nuevo contexto internacional. A su vez, 
hemos comprobado, mediante las entrevistas mantenidas con representantes de diversas 
organizaciones y agrupaciones afrodescendientes, que la inclusión de la sociedad civil 
dentro de las relaciones internacionales como actor privilegiado en la definición de 
políticas de inclusión de la diversidad y de respeto a los derechos humanos obedece 
también al lugar que esta misma ha ganado en función de la lucha que en este sentido 
viene impulsando desde hace décadas, avanzando en la constitución de espacios 
conjuntos desde los cuales influir en el desarrollo de las políticas públicas y los avances 
legislativos.

Por lo tanto, encontramos que diversos procesos confluyeron, dando como resultado 
este nuevo marco dentro de las relaciones internacionales. De esta manera, hemos 
podido observar que a partir de 1990 comenzó a realizarse una serie de conferencias en el 
marco de la Tercera Década de Combate al Racismo y la Discriminación Racial, que tomó 
relevancia en el año 1997 cuando la Asamblea General de la ONU asumió el compromiso 
de luchar contra toda forma de intolerancia, discriminación y racismo, lo cual cobró un 
gran impulso a partir de la III Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación 
Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia realizada en Durban, Sudáfrica, 
en el año 2001. Esta conferencia tuvo gran importancia no sólo porque contó con la 
participación de organizaciones de la sociedad civil, sino porque se en ella se avanzó 
en el establecimiento de medidas concretas y plazos específicos que los estados parte 
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se comprometieron a cumplir en materia 
de la lucha contra la discriminación y la 
defensa de los derechos humanos.

Asimismo, la realización de la Cumbre del 
Milenio en septiembre del año 2000 fue 
sumamente relevante debido a que allí se 
establecieron ocho metas que los estados 
parte se comprometieron a alcanzar para 
el año 2015, plasmadas finalmente en 
los objetivos de desarrollo del milenio 
de Naciones Unidas. La Declaración del 
Milenio sin duda alguna influyó en los 
avances legislativos y en el diseño de las 
políticas públicas que se desarrollaron en 
los diferentes países en la medida en que 
esta declaración se instaló dentro de la 
agenda de cada Estado.

Ahora bien, este proceso se dio de manera 
particular en cada uno de los países en 
estudio, lo cual nos permite alcanzar 
conclusiones y síntesis comparativas.

Respecto del caso de Bolivia, hemos 
podido comprobar que este país ha 
desarrollado la legislación más avanzada 
hasta el momento tanto en lo que respecta 
al reconocimiento de la diversidad 
étnico-cultural en general como en lo 
que tiene que ver con la afirmación de 
los derechos de los afrodescendientes 
en particular. Estos avances comenzaron 
a expresarse, en principio, con la Ley 
Nº 234 de Reconocimiento del Pueblo 
Afrodescendiente de Bolivia sancionada 
en el año 2008, que estableció por primera 
vez el reconocimiento de los derechos de 
estos en tanto colectivo, tal como se había 
hecho anteriormente con las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos. 
Posteriormente, el mayor avance respecto 
de la afirmación positiva de los derechos 
del colectivo afrodescendiente estuvo 
dado por la nueva Constitución política del 
Estado, sancionada en el año 2009, que 
avanzó en la equiparación de los derechos 
de este colectivo con los de las naciones 
y pueblos indígena originario campesinos 
en materia de identidad cultural, titulación 
colectiva de tierras, pertenencia de sus 
instituciones a la estructura general del 
Estado, creación y administración de redes 
de comunicación propias, introducción de 
sus saberes particulares a las currículas 
escolares, etc. Consideramos que 
estos destacables avances legislativos 
responden mayoritariamente a variables 
internas de la situación del país, que 
permitieron la llegada al gobierno de 

un indígena como Evo Morales, lo cual 
propició una redefinición no sólo de las 
formas en que el Estado pasó a definirse 
a sí mismo, sino también de las formas 
en que este comenzó a relacionarse con 
la identidad cultural del pueblo boliviano. 
En este sentido, es sumamente relevante 
que el Estado haya pasado a autodefinirse 
en términos de la diversidad cultural como 
su fundamento esencial, lo cual se expresó 
incluso en su cambio de denominación, 
constituyéndose el propio Estado boliviano 
en Estado plurinacional comunitario.

Esto implicó un afianzamiento muy 
fuerte del respeto a la interculturalidad 
como base insoslayable de la identidad 
del pueblo boliviano, proponiéndose 
la nueva Constitución nacional la tarea 
de emprender los avances legislativos 
necesarios para consolidar esta nueva 
dimensión asumida por el Estado. Es así 
que nos encontramos con la Constitución 
de Bolivia que, en comparación con las del 
resto de los países en estudio, resulta más 
avanzada respecto del reconocimiento y la 
afirmación de los derechos del colectivo 
afrodescendiente, legislando no sólo sobre 
aspectos sumamente relevantes, como 
la identidad étnico-cultural, el respeto 
a las costumbres, etc., sino asimismo 
sobre cuestiones esenciales que afectan 
directamente las condiciones de existencia 
de este colectivo, tales como el derecho a 
la tierra. Este paso constituye un avance 
muy significativo, y cabe destacar que 
la Constitución de Bolivia es la única de 
todas las que hemos analizado a lo largo 
de este trabajo que contempla la dotación 
por parte del Estado de tierras a los 
afrodescendientes, como así también a 
indígenas originario campesinos que no 
las posean.

Consideramos que todos los avances 
expresados por la nueva Constitución 
nacional, si bien responden esencialmente 
a procesos de carácter interno del país, 
toman a su vez como punto de apoyo los 
adelantos de la normativa internacional, 
estableciendo la misma Constitución 
nacional que los derechos y deberes 
consagrados en ella se interpretarán 
de conformidad con los tratados 
internacionales de derechos humanos 
ratificados por Bolivia. Comprobamos 
entonces que esta nueva Constitución 
política, auténticamente de avanzada 
en materia de reconocimiento de la 
multiculturalidad y la diversidad étnica, se 
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apoya en los avances que en esta materia 
se vienen operando a partir de los tratados, 
los pactos y los convenios internacionales.

Ahora bien, en la medida en que 
esta Constitución ha sido sancionada 
recientemente, en enero de 2009, vemos 
que resultan relativamente escasos 
los avances concretos que a partir de 
esta se han podido propiciar. De esta 
manera, como parte de de las acciones 
efectivamente implementadas hasta el 
momento, observamos que dentro del 
nuevo Ministerio de Culturas, constituido 
a partir del Decreto Supremo de febrero 
de 2009, se crearon los viceministerios de 
Interculturalidad y Descolonización, que 
representan pasos muy significativos en 
cuanto a la relevancia que estos temas 
adquieren al interior de la estructura del 
Estado. En lo que respecta al viceministerio 
de Descolonización, consideramos 
importante destacar que una de sus 
direcciones, la de Lucha contra el Racismo, 
se encuentra bajo la tutela de Mónica Rey 
Gutiérrez, una afrodescendiente. Esta 
dirección tiene como tareas específicas 
fomentar la gestión de políticas contra el 
racismo y la discriminación y promover los 
idiomas oficiales y los derechos culturales. 
Si bien estos viceministerios aún no 
cuentan con un presupuesto suficiente 
que les permita impulsar efectivamente 
planes de acción y programas concretos, 
cuestión que se hace necesario revertir, 
es de destacar que la incorporación 
de miembros de la comunidad 
afrodescendiente a las estructuras del 
Estado representa uno de los objetivos 
planteados en la nueva Constitución. No 
obstante, este es un proceso que debe 
seguir profundizándose, mediante la 
incorporación de más afrodescendientes 
a las diversas instancias estatales, ya que, 
por ejemplo, precisamente en el propio 
viceministerio de Interculturalidad no 
se cuenta aún con ningún representante 
de este grupo (Entrevista a Juan Angola 
Maconde, presidente de la Fundación 
de Afrodescendientes Pedro Andaverez 
Peralta, La Paz, Bolivia, noviembre de 
2009).

Asimismo, otro de los aspectos 
contemplados por esta Constitución en el 
que se han registrado avances concretos 
hasta el momento tiene que ver con 
la entrega de tierras a las poblaciones 
afrodescendientes, ya se trate de tierras 
fiscales o pertenecientes a propietarios 

que no puedan acreditar su función 
económico-social. De hecho, a través del 
Proyecto Chijchipa Yariza, denominado 
así por la comunidad que lleva ese 
nombre, constituida por 42 familias 
que representan una mixtura entre la 
comunidad afrodescendiente y aymara que 
habita en el departamento de Nor Yungas, 
se ha entregado a la misma un total de 482 
hectáreas anteriormente pertenecientes a la 
hacienda de la empresa minera COMSUR, 
cuyos propietarios hicieron abandono de 
las mismas.

Este proyecto, concluido en mayo de 
2009, implicó la entrega de 283 títulos 
ejecutoriales individuales y colectivos a 
estas comunidades afrobolivianas a partir 
del proceso de reversión de tenencia 
de tierras ociosas iniciado mediante la 
ejecución del proceso de Saneamiento 
Integrado al Catastro (CAT-SAN) por parte 
del Instituto Nacional de Reforma Agraria 
(INRA) de Bolivia (Entrevista a Juan Carlos 
Soria, jefe de Región del INRA, Bolivia, 
noviembre de 2009). Este paso representa 
un avance muy significativo en la medida 
en que la comunidad afroboliviana de 
Chijchipa Yariza viene reclamando desde 
hace años la propiedad de esas tierras para 
ponerlas a producir.

Respecto de los límites a la implementación 
concreta de lo establecido por la Constitución 
nacional en cuanto a los derechos de la 
comunidad afrodescendiente, un punto a 
destacar es que aún no se han introducido 
modificaciones en los currículos escolares 
para incorporar a las mismas saberes 
específicos que tiendan a la afirmación 
y el respeto de la identidad cultural del 
pueblo afroboliviano, cuestión para la 
que no se han destinado aún partidas de 
presupuesto específicas y que, por lo tanto, 
no ha presentado ningún avance hasta 
el momento (Entrevista a Juan Angola 
Maconde, noviembre de 2009).

Asimismo, podemos concluir que debido 
a la reciente sanción de la Constitución, 
que ha implicado un reordenamiento 
de diversas instancias al interior de la 
estructura del Estado, la gran mayoría 
de las áreas vinculadas con el desarrollo 
de políticas específicas para el colectivo 
afrodescendiente aún no cuenta con la 
asignación presupuestaria requerida para 
la implementación de planes y programas 
de acción concretos. Conviene recordar 
que, hasta el momento, el único programa 
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que contempla a este colectivo es el Plan 
Nacional de Acción de Derechos Humanos 
“Bolivia Digna Para Vivir Bien” (PNADH) 
de diciembre de 2008. En este sentido, nos 
parece importante destacar que si bien 
resulta un gran avance la introducción de los 
derechos de los afrobolivianos en un plan 
de acción global, este aún no ha redundado 
en la implementación de políticas concretas 
debido a la carencia presupuestaria 
mencionada anteriormente.

En cuanto a la identificación de la variable 
afrodescendiente en los censos o encuestas 
permanentes de hogares, hemos podido 
comprobar, mediante el examen de las 
boletas censales, que hasta la actualidad no 
se han incorporado preguntas orientadas 
a identificar la existencia de poblaciones 
afrodescendientes. De hecho, los censos 
realizados hasta el momento sólo contienen 
las preguntas del tipo: “¿Dónde nació?” y 
“Año de llegada a Bolivia”, lo cual permite 
identificar a personas de origen africano 
pero no así a afrodescendientes nacidos 
en Bolivia. No obstante esto, cabe destacar 
que el Instituto Nacional de Estadística se 
ha propuesto evaluar la inclusión de la 
variable afrodescendencia en el próximo 
censo.

En lo relativo a la relevancia otorgada al 
reconocimiento de los derechos de los 
afrodescendientes, consideramos que 
Uruguay se ubica en el segundo lugar 
entre los países estudiados. Así, nos 
encontramos con que, después de Bolivia, 
Uruguay se ubica como uno de los países 
de la región que mayor prioridad ha dado 
a esta cuestión y que más ha avanzado en 
el reconocimiento de los derechos de este 
colectivo, lo cual se dio como resultado 
no sólo del impulso interno generado por 
las políticas promovidas por el gobierno 
de Tabaré Vázquez, sino también de 
la adecuación de la agenda interna de 
Uruguay a los objetivos establecidos 
desde las instancias internacionales. De 
esta manera, comprobamos que la puesta 
en práctica de la Coalición Internacional 
de Ciudades contra el Racismo a partir 
de la iniciativa de UNESCO en el año 
2006 implicó para Uruguay el tratamiento 
prioritario de las temáticas vinculadas con 
esta problemática. De hecho, en octubre 
de ese mismo año Uruguay participó en la 
creación de la Coalición Latinoamericana y 
Caribeña de Ciudades contra el Racismo, 
la Discriminación y la Xenofobia, siendo 
Montevideo declarada “ciudad líder de la 
coalición” durante su lanzamiento.

Sin embargo, si bien Uruguay es el 
segundo país en la región que mayor 
importancia otorga a la inclusión de 
los afrodescendientes, vemos que esta 
jerarquización, más que materializarse 
en sustanciales avances legislativos, se 
expresa en la creación de múltiples áreas, 
secretarías, secciones, comisiones, etc., 
dedicadas a esta temática.

En este sentido, hemos comprobado que 
el único avance legislativo en relación 
con el reconocimiento de este colectivo 
lo constituye la Ley Nº 18059, dictada en 
el año 2006, que declara el 3 de diciembre 
como el Día Nacional del Candombe, la 
Cultura Afrouruguaya y la Equidad Racial, 
reconociendo así a la importancia de este 
grupo en la conformación de la cultura y la 
identidad nacional uruguaya. 

Un aspecto muy relevante que nos permite 
destacar a Uruguay entre los demás países 
estudiados está constituido por la promoción 
de la participación de los afrodescendientes 
en las estructuras del Estado, proceso 
que comenzó a propiciarse en el contexto 
de las resoluciones internacionales de 
combate al racismo, la discriminación, la 
xenofobia y todas las formas conexas de 
intolerancia que describimos y analizamos 
a lo largo de este trabajo. De esta manera, 
a partir del año 2005 se creó toda una serie 
de instancias institucionales orientadas a 
abarcar cuestiones relativas al colectivo 
afrodescendiente, cuya dirección se confió 
a miembros de esta comunidad. A esto 
debemos agregar que Uruguay es el único 
país de los que hemos estudiado que cuenta 
con un representante afrodescendiente 
en el Parlamento, el diputado Edgardo 
Ortuño.

Estos avances resultan muy significativos 
no sólo en la medida en que consolidan 
un tratamiento prioritario de la temática 
afrodescendiente como agenda central, 
sino también por el hecho de que 
incorporan a las instancias de decisión 
a los propios miembros del colectivo 
afrodescendiente. De esta manera, 
consideramos que a través de la creación 
de todos estos organismos estatales se ha 
podido avanzar en la visibilización de los 
afrodescendientes como componentes 
constitutivos de la identidad histórica y la 
realidad sociocultural uruguaya.

No obstante esto, debemos señalar que la 
creación de estas múltiples instancias no se 
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corresponde con una adecuada asignación 
presupuestaria, lo que en la práctica lleva 
a que muy pocas cuenten con personal 
contratado para la realización de tareas 
específicas. Entre ellas podemos mencionar 
la Secretaría de la Mujer Afrodescendiente, 
la Sección de Promoción y Coordinación de 
Políticas Públicas de Acciones Afirmativas 
para Afrodescendientes y la Unidad 
Temática Municipal por el Derecho de los 
Afrodescendientes de Montevideo. Tal 
como mencionamos anteriormente, este 
déficit presupuestario lleva a que la gran 
mayoría de estas instancias se constituyan 
como meras estructuras que en los hechos 
carecen de recursos humanos y de la 
posibilidad de implementar programas y 
planes de acción concretos.

Alicia Saura, a cargo de la Sección de 
Promoción y Coordinación de Políticas 
Públicas de Acciones Afirmativas para 
Afrodescendientes, nos ha señalado 
que uno de los factores que ha 
imposibilitado un abordaje adecuado 
del aspecto presupuestario tiene que 
ver con la inexistencia de una instancia 
interinstitucional específica sobre 
afrodescendientes que se encargue de 
coordinar y centralizar de manera integrada 
la acción de los múltiples organismos 
actualmente existentes. Al respecto, la 
entrevistada sugiere la creación de una 
instancia de coordinación interinstitucional 
similar al Instituto Nacional de Derechos 
Humanos (INDDHH) pero dedicada a temas 
específicos relativos a los afrodescendientes 
(Entrevista a Alicia Saura, responsable de 
la Sección de Promoción y Coordinación de 
Políticas Públicas de Acciones Afirmativas 
para Afrodescendientes, Ministerio de 
Educación y Cultura, Uruguay, noviembre 
de 2009).

Uno de los mayores avances concretos 
relativos a los derechos del colectivo 
afrodescendiente está dado por las 
acciones de reparación emprendidas por 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente en el marco 
del Plan Quinquenal de Vivienda (2005-
2009), en el cual se establece como 
principio prioritario el derecho a la 
vivienda ligado a la lucha contra toda 
forma de discriminación. Estas acciones de 
reparación consisten en gestionar el retorno 
de los afrodescendientes a sus barrios 
tradicionales de los que fueron expulsados 
durante la última dictadura militar. De esta 
manera, por medio de este plan se crean 

complejos habitacionales con perspectiva 
de género y centros culturales (Entrevista 
a Alicia Saura, noviembre de 2009).

Otro avance a ser destacado consiste en 
la existencia de un programa de becas, 
impulsado desde el Ministerio de Educación 
y Cultura y el Fondo de Solidaridad 
Universitario, que tiene por objetivo 
promover la finalización de los estudios por 
parte de los jóvenes afrodescendientes. Si 
bien hemos comprobado que estas becas 
no están dirigidas a los niveles inicial y 
medio, cabe destacar que el Fondo de 
Becas Carlos Quijano para estudios de 
posgrado considera como beneficiarios 
prioritarios a los ciudadanos uruguayos 
afrodescendientes. Aunque esto es en sí 
mismo significativo, resulta muy insuficiente 
en la medida en que, al no fomentar el 
Estado uruguayo las posibilidades de 
acceso de los afrodescendientes a los 
niveles educativos precedentes, son muy 
pocos quienes pueden llegar a cursar 
estudios en el nivel de posgrado.

Respecto de la medición demográfica de 
este colectivo, hemos constatado que los 
censos realizados hasta el momento en el 
país no cuentan con instrumentos tendientes 
a identificar la variable afrodescendiente, 
aspecto en el cual la situación de Uruguay 
se equipara con la del resto de los países 
estudiados. Sin embargo, tal como 
mencionamos al presentar el caso de 
este país en la tercera parte del presente 
trabajo, Uruguay se destaca en lo relativo 
a las encuestas permanentes de hogares, 
que desde hace pocos años indagan 
la ascendencia racial y la ascendencia 
principal de los encuestados. 

Esta incorporación ha permitido estimar 
el volumen de la población según su 
ascendencia racial y obtener una visión 
sintética del perfil de la misma, considerando 
sus características demográficas, 
económicas y sociales. Asimismo, tal 
como expresara Daniel Macadar, consultor 
externo del INE de Uruguay, en este 
momento se están estudiando las preguntas 
que se incluirán en el próximo censo a ser 
realizado en el año 2010, respecto de las 
cuales existen múltiples dudas ya que las 
organizaciones afrodescendientes abogan 
por la incorporación de preguntas que 
permitan identificar no sólo la ascendencia 
sino también la pertenencia, cuestión 
que genera reticencia por parte de las 
autoridades ya que la inclusión de cada 
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pregunta implica una importante inversión 
presupuestaria.

En cuanto al caso de Argentina, 
consideramos que se podría ubicar 
como el tercer país de los estudiados en 
otorgarle mayor importancia legislativa 
e institucional a la lucha contra todas las 
formas de discriminación y por la inclusión 
de la diversidad, aunque cabe destacar que 
este país no ha desarrollado un enfoque 
específico hacia los afrodescendientes. 
Un aspecto importante por el cual la 
legislación argentina se diferencia de la del 
resto de los países consiste en la elevación 
a rango constitucional, es decir, superior a 
las leyes nacionales y provinciales, de los 
tratados y los convenios internacionales 
suscriptos por la Argentina en materia 
de derechos humanos, que se llevó a 
cabo a partir de la reforma constitucional 
de 1994. Esta resolución es sumamente 
relevante en la medida en que implica la 
incorporación con la mayor jerarquía de 
todos los avances realizados en materia 
de derechos humanos en el plano 
internacional, siendo Argentina el único 
país de los estudiados que ha dado este 
paso. Entre otros, han sido incorporados 
con rango constitucional las siguientes 
declaraciones, convenciones y pactos 
internacionales: la Declaración Universal 
de Derechos Humanos; la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos; 
el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
y su Protocolo Facultativo; la Convención 
sobre la Prevención y la Sanción del Delito 
de Genocidio; la Convención Internacional 
sobre la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación Racial; la Convención 
sobre la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer; la 
Convención contra la Tortura y otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, y la Convención sobre los 
Derechos del Niño.

El estatus constitucional de estos convenios 
y tratados internacionales en los hechos 
permite que muchos fallos de los jueces 
se basen en los mismos, en la medida 
en que tienen rango superior a las leyes 
nacionales o provinciales.

Otro avance significativo de Argentina en 
materia del establecimiento de organismos 
gubernamentales dedicados a la protección 
de los derechos humanos, el respeto a 

la diversidad y la lucha contra todas las 
formas de discriminación está dado por 
la creación, mediante una ley sancionada 
en el año 1995, del Instituto Nacional 
contra la Discriminación, la Xenofobia y el 
Racismo (INADI). Este instituto, que actúa 
de manera coordinada con la Secretaría de 
Derechos Humanos, ambos bajo la órbita 
del Ministerio de Justicia, Seguridad y 
Derechos Humanos, representa un gran 
avance en la medida en que constituye 
la instancia institucional que centraliza 
la elaboración de políticas nacionales y 
planes de acción concretos para combatir 
la discriminación, la xenofobia y el racismo. 
De esta manera, pese a no estar enfocado 
específicamente al desarrollo de políticas 
hacia los afrodescendientes, el INADI aborda 
temáticas y planes de acción más generales 
que los contemplan indirectamente. Por 
otra parte, cabe destacar que no existen 
miembros del colectivo afrodescendiente 
en el directorio de este organismo, aunque 
sí en el Consejo Asesor de la Sociedad Civil, 
el cual está compuesto por diez miembros 
de ONG, siendo uno de ellos representante 
de la Federación de Organizaciones 
Afrodescendientes.

Uno de los planes de acción más 
importantes en materia de la lucha contra 
la discriminación ejecutado por el INADI es 
el Plan Nacional contra la Discriminación, 
creado por el Decreto Nº 1086 del año 2005, 
que estableció una serie de disposiciones 
que benefician de manera indirecta a los 
afrodescendientes. Por ejemplo, podemos 
mencionar las siguientes: el artículo referido 
a la incorporación de las contribuciones 
de las diferentes culturas y civilizaciones 
de la región y el mundo en la formación 
de la identidad nacional, y el artículo que 
promueve la realización de convenios 
entre las organizaciones sociales que 
representan a los grupos, comunidades y 
sectores discriminados o invisibilizados, y 
las radios y la televisión del Estado a los 
efectos de generar espacios de expresión 
de estos grupos. Estas disposiciones, en 
caso de que efectivamente fueran llevadas 
a la práctica, podrían constituirse en un 
punto de apoyo importante para avanzar 
en medidas concretas que impliquen el 
afianzamiento del respeto de la identidad 
cultural de los afrodescendientes. En este 
sentido, creemos que uno de los mayores 
déficits está dado precisamente por el 
escaso correlato práctico de los planes de 
acción elaborados.
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Respecto de la medición demográfica 
del pueblo afrodescendiente, hemos 
constatado que en Argentina, al igual 
que en el resto de los países estudiados, 
hasta la actualidad no se han incorporado 
en los censos preguntas tendientes a la 
identificación de esta variable.
Este país realizó una Prueba Piloto de 
Afrodescendientes en abril del año 
2005, llevada a cabo a propuesta de las 
organizaciones de afrodescendientes en 
los barrios Santa Rosa de Lima, en Santa 
Fe, y Montserrat, en la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires. Esta prueba consistió en 
elaborar una metodología que posibilitara 
la medición, a través de instrumentos 
censales, de la presencia de población 
afrodescendiente o de origen africano 
negro en la población argentina. Tal como 
expresamos al tratar este tema en la tercera 
parte de este trabajo, el contenido de esta 
prueba piloto, similar al del censo 2001, 
incorporó dos preguntas: una referida a la 
autopercepción de la afrodescendencia y 
otra, a los antepasados afrodescendientes o 
africanos de cada uno de los encuestados. 
Luego de la Prueba Piloto, se realizó una 
Encuesta de Validación que contuvo 
una serie de 17 preguntas orientadas a 
determinar si algún miembro del hogar 
era o no afrodescendiente. Esta prueba 
permitió avanzar en la definición de las 
preguntas para identificar la variable 
afrodescendiente.

Asimismo, de acuerdo con lo expresado por 
el director nacional de Estadísticas Sociales 
y de Población del INDEC, Daniel Petetta, se 
realizará un próximo censo experimental 
en el cual se probará una pregunta 
que apunte al autorreconocimiento 
de la población afrodescendiente y al 
establecimiento de cuántas personas en 
el hogar se identifican como tales, la cual 
dará pie, en caso de ser incorporada en 
el próximo Censo del Bicentenario, a una 
Encuesta Complementaria específica para 
estudios en profundidad.

Con respecto a Paraguay, lo hemos 
clasificado como uno de los países de 
la región menos comprometido con el 
desarrollo de legislación y la creación de 
organismos gubernamentales orientados 
al reconocimiento de los derechos del 
colectivo afrodescendiente, sólo superado 
en este aspecto por Chile, que analizaremos 
por esto mismo en un último lugar.

La Constitución de la Republica del 
Paraguay sancionada en 1992 incorporó 
una serie de artículos en defensa de 
los derechos humanos, la equidad y la 
igualdad, cuyo alcance, si bien en su gran 
mayoría está orientado hacia los pueblos 
originarios, puede hacerse extensivo a 
otros grupos, como es el caso del colectivo 
afrodescendiente. En este sentido, un 
aspecto a destacar es el hecho de que, en 
cumplimiento de los tratados, convenios, 
y acuerdos internacionales firmados 
y ratificados por el gobierno hasta el 
momento en que se sancionó la Constitución 
nacional, estos fueron incorporados a la 
normativa vigente con jerarquía inferior a la 
Constitución pero superior a otras normas 
jurídicas. De este modo, Paraguay otorgó 
una jerarquía importante en el orden interno 
a la normativa internacional existente en 
materia de derechos humanos. Ahora bien, 
como expresamos anteriormente, este país 
carece de legislación específica orientada 
al colectivo afrodescendiente, como así 
también de organismos públicos destinados 
a la promoción y puesta en práctica de 
políticas específicas que afecten a este 
grupo. 

En este sentido, si bien su carácter es 
general y posee un campo de acción 
mucho más amplio en términos de defensa 
de los derechos humanos, cabe destacar 
el papel de la Defensoría del Pueblo que, 
desde el año 2001, lleva adelante diversas 
tareas de gestión y promoción de la 
práctica de los derechos humanos y de sus 
mecanismos de protección, además de un 
estrecho contacto con las agrupaciones 
de la sociedad civil representativas de los 
afrodescendientes. 

Conviene subrayar también la acción 
conjunta de la Asociación Afroparaguaya 
Kamba Cua y la Dirección General de 
Estadísticas, Censos y Encuestas de 
Paraguay para la realización del primer 
censo de afrodescendientes de Paraguay 
en el año 2006, en el que se incluyó una 
serie de preguntas fundadas en criterios de 
autorreconocimiento y en características 
fenotípicas habituales de la población 
negra. Esta iniciativa constituye un 
importante avance en lo que respecta 
a la incorporación de instrumentos de 
medición de la variable afrodescendiente 
en el próximo censo general de Paraguay, 
cuestión que está siendo estudiada 
actualmente por autoridades de la DGEEC 
de ese país.
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A Chile lo hemos ubicado en un último 
lugar por ser este, entre todos los 
estudiados, el país menos comprometido 
con el reconocimiento de los derechos 
del colectivo afrodescendiente. De hecho, 
Chile carece de leyes o decretos que 
respondan puntualmente a la situación 
de los afrodescendientes y tampoco ha 
suscripto los tratados internacionales 
que tienen por finalidad promover y 
garantizar el ejercicio de los derechos de 
estas poblaciones. Esta cuestión, como 
expresamos anteriormente en el presente 
trabajo, fue observada por el Consejo de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas. 
Las restricciones en el reconocimiento y 
la protección de los derechos humanos 
de los grupos específicos y las minorías 
(como las mujeres, las minorías sexuales 
y los pueblos originarios) y las limitadas 
acciones para evitar la discriminación, 
señaladas por el Informe de dicho Consejo, 
nos hablan de los insuficientes esfuerzos 
realizados hasta el momento por este país 
en la materia.

En su texto constitucional, Chile aún no ha 
incorporado ni siquiera el reconocimiento 
de los derechos de los pueblos originarios, 
aunque sí promulgó en el año 1993 la 
Ley Indígena, que estableció por primera 
vez los derechos de los indígenas en 
tanto colectivo y permitió la creación de 
la Corporación Nacional de Desarrollo 
Indígena (CONADI).

Si bien estos son pasos significativos 
tendientes a la inclusión de la diversidad 
étnico-cultural, deberían ser profundizados 
mediante políticas que incluyan a todos 
los colectivos existentes en el país, ya que, 
como observamos anteriormente, Chile no 
cuenta hasta la actualidad con legislación 
ni instancias institucionales orientadas al 
reconocimiento de los derechos del pueblo 
afrodescendiente.

Es por esto mismo que resultaría de gran 
importancia la aprobación del proyecto 
de ley para el reconocimiento de los 
afrodescendientes en el país, el cual está 
siendo estudiado y discutido en la Comisión 
de Derechos Humanos del Congreso de 
Chile. Este proyecto parte de dar cuenta del 
gran desconocimiento existente en el país 
en torno a la población afrodescendiente, 
careciendo esta de una descripción que 
releve su realidad socioeconómica y 
cultural. Por este motivo el proyecto 
intenta establecer por parte del Estado el 

reconocimiento de este colectivo como 
parte de su territorio y su identidad cultural, 
así como el derecho de sus comunidades 
e integrantes a conservar, desarrollar y 
fortalecer su identidad, instituciones y 
tradiciones sociales y culturales. En este 
sentido, establece que serán considerados 
afrodescendientes todos aquellos 
individuos que presenten características 
raciales específicas propias de su origen 
y/o se autorreconozcan como tales, y que 
los censos de población nacional deberán 
incluir la variable afrodescendiente 
dentro de los grupos étnicos. A este 
respecto, , debemos resaltar las pruebas 
de preguntas sobre la cuestión que se 
realizarán en el transcurso del año 2010, 
en el marco de la organización del censo 
2012, así como también el antecedente 
de la primera Prueba Piloto de Población 
Afrodescendiente realizada en la ciudad de 
Arica en el año 2009. 

A lo largo de este estudio hemos podido 
observar que en los últimos veinte años 
se han realizado avances significativos 
en lo que respecta al reconocimiento y la 
inclusión del pueblo afrodescendiente, 
aunque se reconocen diferencias muy 
marcadas entre los diversos países. Bolivia, 
Uruguay y en menor medida Argentina se 
ubican como los más destacados en cuanto 
a los avances legislativos y el desarrollo de 
políticas públicas, mientras que Paraguay 
y Chile se ubican en una posición 
claramente rezagada a este respecto. Sin 
embargo, consideramos que, pese a estos 
avances desiguales, aún es necesario, allí 
donde ya exista normativa, profundizar su 
aplicación e implementación, y avanzar en 
el desarrollo legislativo y la promoción de 
políticas públicas allí donde no existan. En 
este sentido, creemos que todavía queda 
un importante camino por recorrer en 
la región en materia del reconocimiento 
del pueblo afrodescendiente, el cual, 
pese a estos avances, continúa siendo 
invisibilizado en muchos aspectos, como lo 
indica su ausencia en los censos realizados 
en todos los países estudiados hasta el 
momento. De esta manera, la importante 
contribución y presencia histórica que han 
mantenido los afrodescendientes en la 
región, formando parte hace desde siglos 
de su identidad sociocultural, espera 
aún ser debidamente reivindicada en un 
contexto de inclusión e integración.
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